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INTRODUCCIÓN"' 
Se estudia en este trabajo un aspecto de lo que hoy se llama «Derecho 
Eclesiástico del Estado», en lo que se refiere a la legislación de los 
Monarcas españoles de los siglos XVII y XVIII sobre la actividad de los 
Arzobispos, Obispos y Visitadores eclesiásticos en Indias. Continúa una 
línea de investigación que dirige el Dr. Ismael Sánchez Bella, tras la publi-
cación en 1979 del Libro I del Nuevo Código de Indias, para tratar de 
aclarar las relaciones del regalismo de los Borbones con el de los 
Austrias. Se inició con la Tesis Doctoral de Barco Orduz. Partiendo del 
título segundo de ese Libro del Nuevo Código de Indias, referente al 
Patronato, se hizo una comparación con el contenido de la Recopilación 
de las Leyes de Indias de 1680 y con las que se dieron después de la 
actividad recopiladora de 1680 sobre el mismo tema l. 
** Las sig,las utilizadas en este trabajo son: 
A.E.A . 
A.G.I. 
A.H.D.E. 
A YALA, Notas, 
C .LC . 
CONC.TRID . 
ENCINAS 
FRAsso 
NCJ 
Novis.Rec . 
R.C. 
Anuario de Estudios Americanos 
Archivo Gener.11 de Indias 
Anuario de Historia del Derecho Español 
M.J. de A y ALA, Notas a la Recopilación de Indias 
Codex (uris Canonici 
CONCIUO DE TRENTO 
Cedulario Indiano de Diego de ENCINAS 
Pedfo FRAsso, De Regio Patronatu lndiamm 
Proyecto de Nuevo Código de las Leyes de Indias 
Novísima Recopilación de las leyes de Castilla 
Real Cédula 
Rec.Cast. Nueva Recopilación de las leyes de Castilla 
Rec.Ind . Recopilación de las leyes de Indias 
R .O. Real Orden 
SOLÓRZANO, P<Jl.Ind. Juan de SOLÓRZANO, Polftica Indiana 
VIlLARROEL, GEP Gaspar de V .ILLARROEL, Gobierno Eclesiástico Pacifico 
1. M. BARCO ORDUZ, El Patl"Onalo Indiano desde la Recopilación de 1680 al Nuevo 
C6dig,o de 1792" Tesis Doctoral inédita (Universidad de Navarra 1981). He aquf sus 
conclusiones; «Del examen de las 36 leyes del Nuevo Código de Indias de 1792 que recogen 
novedades en materia de Real Patronato respecto a la Recopilación de 1680, se despfende 
que, en cuanto a los principios que fundamentan la amplia y compleja institudón patronal en 
Indias, no .seencuentran variaciones significativas entre la regulación del siglo xvn y la del 
XV1Il. Las novedades son fruto de la aplicación del Derecho Tridentino, o de concesiones 
pontificias posteriores, o de interpretaciones legítimas del Derecho Canónico o de la inter-
pre~~¡ón que en materia de Patronato se feservaba el Rey. No parece necesario recurrir a la 
d9C!t:ina y práctica de los gobernantes y juristas del período borbónico para explicar las 
varia!,iones que se a9vierten en el Nuev,o Código de Indias, al menos en la mater,ia aquí 
estudiada: el Real Patronato» (folios 220·221). 
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No se han podido examinar las Actas de la Junta codificadora de 
Carlos III que, en parte, se conservan en el Archivo General de Indias de 
Sevilla; pero se utilizan textos significativos de ellas que han sido 
publicados. 
Después de una resumida descripción del regalismo de los Austrias, 
tal como se manifiesta en el título 7 del libro I de la Recopilación de las 
Leyes de Indias de 16802 , y de la legislación real sobre el episcopado, 
desde la aparición de ese cuerpo de leyes hasta finales del siglo XVIII, se 
expondrá, con más detalle, la legislación de la Junta codificadora como se 
ha concretado en el título 4 del libro I del proyecto de Nuevo Código de 
Indias3 • 
l. ANTECEDENTES DEL TÍTULO 4 DEL LIBRO I DEL NUEVO CÓDIGO 
INDIANO DE 1792 
A. Los Arzobispos, Obispos y Visitadores en la recopilación 
indiana de J 680 
1. La doctrina de algunos tratadistas 
Para entender en su contexto la legislación indiana, conviene conocer 
la doctrina de algunos juristas del siglo XVII. Aquí se recogerá la doctrina 
de tres importantes tratadistas de ese siglo: Juan de Solórzano Pereira4 , el 
2 . Utilizamos para este estudio la reedición de 1943 de la Recopilación de leyes de los 
Reynos de las Indias, reproducción facsímil de la cuarta impresión hecha en 1791 en Madrid 
por la Viuda de Joaquín Ibarra. Para designar cada una de sus leyes, se utilizará la abreviatura 
Rec . Ind. , seguida por tres números que significan el libro, el título y la ley correspondiente. 
3 . Vid. Nuevo Código de Leyes de Indias, con estudio preliminar de Antonio MURO 
OREJÓN, en UNIVERSIDAD DE SEVILLA, Homenaje al Dr . Muro Orejón, 2 (Sevilla 1979). Se 
designará las leyes de este proyecto de Código por la abreviatura NCI, con los números 
correspondientes del libro, título y ley. 
4. Nació el año 1575. Hizo sus estudios en la Universidad de Salamanca, alcanzando el 
grado de Doctor. Fue nombrado en 1609 Oídor de la Audiencia de Lima, cargo para el que se le 
designó con el fin de que se hiciese «capaz de las materias de aquel Nuevo Orbe, especial-
mente en las tocantes a Justicia y Gobierno, y recopilación de sus Cédulas y Ordenanzas», 
bajo la promesa de llamarle más tarde al Consejo de Indias. Reintegrado a España a fines de 
dicho año , fue nombrado el 26 de febrero de 1627 Fiscal del Consejo de Hacienda y 
Contaduría , pasando a desempeñar el mismo cargo de Fiscal en el Supremo Consejo de Indias 
en junio de 1627, Y el de Consejero en octubre de 1629. Hasta el año de 1644, en que se 
jubiló, permaneció Solórzano en ese elevado cargo. Todavía, después de jubilado, hubo de 
ser requerida su opinión, en ocasiones, para informar sobre asuntos importantes relacio-
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Obispo Fr. Gaspar de Villarroel5 y Pedro Frass06 • Con la religiosidad 
típica de la época, se advierte en estos autores su reverencia por la 
jurisdicción espiritual de la Iglesia. Sin embargo, lo que les caracteriza es 
el afán de justificar las actuaciones del Rey y de sus consejeros en materia 
eclesiástica. Como otros legistas adeptos al Monarca, trataron y elabora-
ron los principios que fundamentaban y justificaban las leyes regalistas de 
los Monarcas para las Indias. 
nados con las Indias. Falleció en Madrid el 26 de septiembre de 1655. Cfr. Prólogo de José 
Ma Ots Capdequí a la reimpresión de la Política Indiana (5 volúmenes, de la edición corregida 
e ilustrada por el Lic . Francisco Ramiro de Valenzuela en 1739, que contiene los seis libros 
de la obra e índices), del año 1930. Es la edición que aquí utilizamos. Se citará esta obra de 
Solórzano con la abreviatura Poi. Ind., seguida por números que indican el libro, capítulo y 
párrafo correspondientes. 
5. Nacido en Quito, o en su comarca, el año 1587; tenía sangre criolla de su padre -de 
Guatemala- y de su madre, de Barquisimeto. Ingresó en la Orden agustiniana en 1607, Y 
llegó a adquirir notable fama de predicador, primero en Ultramar y después en la misma Corte 
madrileña a donde vino. Felipe IV le propuso en 1637 para la sede episcopal de Santiago de 
Chile. Consagrado Obispo en Lima, entró en su diócesis a fines de noviembre de 1638, y la 
rigió ejemplarmente hasta que, en 1651, fue promovido para la mitra de Arequipa . Llegó allí 
el 17 de agosto del siguiente año, y volvió a salir, para regir la metropolitana de La Plata 
desde el 17 de marzo de 1660 hasta el 12 de octubre de 1665 en que falleció. Cfr. Prólogo de 
la obra de AJ. GONZÁLEZ-ZUMÁRRAGA, Problemas del Patronato Indiano a través del 
«Govierno Eclesiástico Pacifico» de Fr. Gaspar de Villarroel (Vitoria 1961), IX. 
Se utiliza para este trabajo su obra Govierno Eclesiástico Pacífico y Unión de los dos 
Cuchillos, Eclesiástico y Regio, que desde ahora se citará como GEP, seguida por los 
números que corresponden a la parte, cuestión , artículo y número marginal indicado en el 
texto. La edición manejada es la primera, del año 1656 (la parte) y 1657 (2" parte), en 
Madrid. 
6. No tenemos noticias de la fecha de nacimiento de Frasso. Sabemos que fue Fiscal de 
la Audiencia de Guatemala entre el 8 de mayo de 1660 y el 22 de abril de 1664, año en el que 
pasó a Fiscal de la Audiencia de La Plata de los Charcas. Desempeñó este cargo más de diez 
años, hasta que el 29 de noviembre de 1674 recibió el cargo de Oidor de la Audiencia de 
Quito. Obtuvo el 16 de noviembre de 1676 licencia para venir a España por tres años para 
curarse. Fue Oídor de la Audiencia de Lima desde el 16 de marzo de 1680 hasta el año 1691, en 
que fue designado Regente del Consejo de Aragón. Sabemos que ya había fallecido en 1696, 
pues el 9 de octubre de este año, el Consejo de Indias solicitó de sus herederos los comen-
tarios que había hecho al libro I de la Recopilación de 1680 [Vid. E. SCHAFER, El Consejo 
Real y Supremo de las Indias, 2 vols., Sevilla 1935,11, Apéndices: Los altos funcionarios en 
las Indias hasta 1700, Apéndice 11, Audiencias. Vid. también 1. SÁNCHEZ BELLA, Los Comen-
tarios a las leyes de Indias, A.H.D.E. 24 (Madrid 1954) 439-448]. 
La obra de Frasso, De Regio Patrona tu Indiarum, 2 tomos (2· ed., Madrid 1775) es la que 
se utiliza en este estudio. La primera edición es de Madrid 1677 (t. 1) y 1679 (t. II). Se citará 
con el nombre FRASSO, seguido por los números de tomo, capítulo y número marginal corres-
pondientes. 
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a) Solórzano 
Partiendo de autores religiosos anteriores (Focher, Veracruz), Solór-
zano -que fue el político que más influyó en la política del Consejo de 
Indias durante el siglo XVIP -, aceptó y elaboró la teoría de que el Rey 
fuese Vicario o Legado pontificio. Este Vicariato -dice- nace de una 
concesión pontificia: es un privilegio, y no un derecho innato de la Coro-
na. Sostiene que, una vez concedido por la Santa Sede y ya incorporado a 
la Corona, había pasado a ser regalía intransferible en todo y en parte. 
La doctrina de Solórzano sobre el Vicariato podría resumirse así: 
- En los laicos, no hay defecto de capacidad para entender sobre 
clérigos y en causas eclesiásticas y espirituales. 
- Fuera de Indias -por lo menos en Sicilia- los Reyes de España 
son realmente Vicarios papales. 
- Son efectivamente Vicarios del Papa en Indias, por mandato y 
concesión pontificia. 
Entre los derechos que concedía este Vicariato, podrían incluirse: 
- Los Reyes pueden ordenar y rogar que los Cabildos, en sede 
vacante, entreguen la jurisdicción eclesiástica al Obispo electo, incluso 
antes de recibir las Bulas pontificias . 
- No se ha permitido por la Corona que la acción del Nuncio de 
España se extienda hasta las Indias, en virtud tanto del Patronato Regio, 
como del Vicariato. 
- Además, los Reyes pueden entender en todo lo que fuera necesario 
para la conversión de los indios, como mandar misioneros, examinar las 
causas criminales de los clérigos y castigarlos - también los Arzobispos y 
Obispos- con destierro y revocación de Indias; tienen la exclusiva para 
fundar conventos e iglesias, dan el visto bueno a las patentes de Comisa-
rios y Vicarios regulares, aun cuando se trate del fuero interior de las 
Religiones; etc. 
Los autores religiosos anteriores invocaban el título vicarial del Rey 
en cuanto los inmuniza contra los ataques de los Obispos. Solórzano, en 
7. «En efecto, nos encontramos con uno de los regalistas de mayores vuelos de aquella 
etapa de nuestra ciencia del Estado» (F.J DE AVALA, Ideas po[{ticas de Juan de Sol6rzano, 
Sevilla 1946, p. 2 lO). 
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cambio, lo invocaba en cuanto legitima la intervención, en materia ecle-
siástica, de su Señor Rey. 
b) Vil/arroel 
Es interesante recoger las ideas de ViIlarroel porque vivió en el 
ambiente del patronato indiano, y conoció sus frutos concretos acerca de 
las relaciones entre las potestades civiles y eclesiástica. Siguiente a Solór-
zano, Villarroel también admitía que, por concesión pontificia, el Reyes 
de cierto modo Vicario del Papa, y que la jurisdicción eclesiástica puede 
delegarse a los laicos. Entre otras cosas, afirmaba que: 
- Los Obispos y clérigos están sujetos al Rey -sin contravenir a la 
inmunidad eclesiástica- por ser vasallos suyos. Los Obispos deben obe-
decer al Rey a título de agradecimiento, pues son ellos Obispos por 
haberlos presentado el Rey. 
- Aceptaba el pase regio, considerándolo incluso como una «santa 
costumbre» de los Reyes. 
- Para justificar la acción coactiva de los Reyes contra los eclesiás-
ticos -extrañarlos de sus reinos , aplicarles las penas de temporalidades, 
etc.-, utilizaba la distinción entre la jurisdicción contenciosa y la 
económica, o política: esta última es también verdadera jurisdicción y es la 
misma que la de un padre de familia que puede echar de su casa a cual-
quiera que la perturba. 
- Los Reyes -por título de Legados o Vicarios del Papa- pueden 
resolver las dudas respecto de las erecciones de iglesias, colaciones de 
beneficios y prebendas. Con el mismo título, justifica -en esto también 
sigue a Solórzano- la toma de posesión de la sede episcopal por los 
Obispos electos sin Bulas pontificias. 
c) Frasso 
Recogió muchos autores anteriores - entre ellos Solórzano y 
Villarroel- para apoyar las prácticas regalistas de los Austrias. Aunque 
Solórzano fue quien fundamentó el regalismo en la ciencia jurídica india-
na, fue sin embargo con Pedro Frasso cuando se concibió y expuso siste-
máticamente la multitud de injerencias que llevó a cabo el poder político en 
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el Derecho Eclesiástico de Indias8• Entre otras cosas, conviene señalar una 
cuestión -las llamadas «regalías mayestáticas»9- que, considerada 
comúnmente como propia del siglo XVIII, ya la había enunciado Frasso 
en su obra De Regio Patronatu. Fundamentaba algunas regalías del Rey 
-en concreto, la «tuitio et defensio» de sus vasallos, también de los 
clérigos, frente a la jurisdicción eclesiástica, los recursos de fuerza, los 
extrañamientos y penas de temporalidades aplicadas a los clérigos, etc.-
en una raíz más profunda que la jurisdicción eclesiástica: no venía por 
concesión pontificia. Aunque admitía que por concesión papal, el Reyes 
Vicario o Legado pontificio, sin embargo, al distinguir la jurisdicción 
contenciosa de la económica, consideraba a esta última como una noción 
extrajudicial, una potestad natural que reside en el Rey y en sus magis-
trados por Derecho Divino Natural, como inherente al oficio del Rey, 
«tamquam Supremus temporalis potens, et valens», «pro Regia excellen-
tia» 10. A mi modo de ver, su manera de expresarse sugiere una estrecha 
relación entre la llamada jurisdicción económica y las «regalías mayestá-
ticas soberanas». 
2 . La legislación real 
Con el rótulo «De los Arzobispos, Obispos y Visitadores eclesiásti-
cos», en el título 7 de la Recopilación de 1680 se reúnen las leyes ema-
nadas de los Monarcas españoles para las Indias referentes al oficio 
episcopal. Consta de 56 leyes y hace 33 remisiones a otros lugares de la 
misma Recopilación o a Autos y Resoluciones de los Reyes sobre el tema. 
Aquí sólo se mencionarán aquellas leyes que de cierto modo manifiestan 
el regalismo de los Austrias. 
a) Nombramientos, juramento y consagración episcopal 
Parte del Regio Patronato en Indias -especialmente rico en privile-
gios - era la presentación de los candidatos para los oficios y beneficios 
8 . Cfr F.J. DE A y ALA, Ideas canónicas de Juan de Solórzano, A.E.A. IV (Sevilla 
1947), 581. 
9. Cfr. M. GIMÉNEZ FERNÁNDEZ, Las Regalías Mayestáticas en el Derecho Canónico 
indiano, A.E.A. 6 (Sevilla 1949), 800-811. 
10 . FRASSO, 1, 37, 29-30. 
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eclesiásticos por el Rey o por sus ministros. En esta materia, se dieron 
varias disposiciones reales. Entre ellas, una práctica contra le .~ ( ·m que 
consistía en la toma de posesión de un obispado por un Obispo electo 
antes de la confirmación papal. Estos administraban la diócesis mientras 
esperaban la confirmación del Romano Pontífice. 
Villarroel juzgó que esta costumbre era un legítimo remedio de las 
largas sedes vacantes en Indias! l. Antes Solórzano ya había dicho: «A 
este electo más le debemos tener y juzgar por Administrador general y 
como en autoridad pontificia por la tolerancia de la Sede Apostólica y 
nombramiento de nuestros Reyes, que en las partes de las Indias tienen y 
ejercen las veces del Pontífice en muchas cosas» 12. La Recopilación 
indiana recoge esta práctica al final del título 6 del libro 1, sin referencia a 
ninguna ley, y se recoge como ley 1, 2, 27 en el Nuevo Código indiano. 
La Rec. Ind., 1, 7, 1, era una ley que pretendía defender el Real 
Patronato, la jurisdicción real en materia eclesiástica, la cobranza de los 
derechos reales y de los dos novenos de los diezmos que se reservaban al 
Rey, el derecho de presentación del Rey, etc., siendo todo eso el objeto 
del juramento solemne que se mandaba hiciesen los Obispos antes de que 
se les entregara su nueva sede episcopal. No hacer este juramento signifi-
caba la imposibilidad de tomar posesión del obispado. 
Existe un decreto que mandaba que todos los Obispos que se consa-
grasen en España y que habían de pasar a las Indias, junto con el jura-
mento de guardar el Patronato Regio, debían hacer otro: de embarcarse 
hacia su destino en la primera ocasión que hubiera, según había ordenado 
el Romano Pontífice. Luego, tras las consultas del Consejo de Indias del 
19 de agosto de 1643 y 11 de febrero de 1644, el Rey prohibió que los 
Arzobispos y Obispos de Indias se consagrasen en España, y se mandó 
no se dispensara de esta resolución 13 • 
11. Cfr GEP, 1, 1,10,89. 
12. Poi. Ind ., IV, 4, 49. Por la Constitución Romanus Pontifex, del 28 de agosto de 
1873, Pío IX prohibió expresamente que los nombrados para una sede episcopal pudieran ser 
elegidos como Vicarios Capitulares de la misma. 
13. Cfr Autos 131 y 133, Rec. Ind., 1, 7, in fine. 
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b) La jurisdicción episcopal y el poder secular 
Los Austrias, a la vez que querían pennanecer protectores de la fe y 
de la Iglesia, se empeñaron por todos los medios en conservar sus regal-
ías y asentarlas en fundamentos más sólidos. A la vez que legislaban para 
que se respetara por sus súbditos la jurisdicción eclesiástica, sostenían 
prácticas indudablemente regalistas que disminuían y debilitaban esta 
jurisdicción. 
1) Por ejemplo, en la Rec. Ind., 1, 7,4, con la fónnula «conforme al 
derecho» se entendía que los jueces eclesiásticos siempre debían acudir al 
brazo secular cada vez que tuvieran que ejecutar penas sobre los bienes de 
los seglares. No pedir auxilio del brazo secular para estos casos se 
consideraba como una derogación de la jurisdicción del Rey sobre sus 
súbditos. Esta restricción que se impuso a la jurisdicción eclesiástica 
parece que contrariaba una disposición tridentina que expresaba la libertad 
por parte de los jueces eclesiásticos para pedir este auxilio, según les 
fueran suficientes o no sus propias fuerzas l4 • 
2) El recurso «de fuerza» a las Audiencias Reales contra los agravios 
que los Obispos y sus Visitadores cometieran con los habitantes de Indias 
se concretó en varias leyes l5 • Versaba sobre cuestiones que se considera-
ban pertenecientes a la jurisdicción real, y por tanto no debían conocerse 
por los Tribunales eclesiásticos. Cuando acerca de ellas -en litigios entre 
laicos- pretendiese conocer el eclesiástico, la parte agravada recurría a la 
Audiencia Real. También, sin que recurriera, se hacía ex officio por la 
Audiencia. Si se diera el caso de que un reo laico apelara al Superior ecle-
siástico, la Audiencia podría avocar el proceso e inhibir al Tribunal ecle-
siástico. Porque -como decía Frasso l6 - cuando la jurisdicción y potes-
tad real se usurpara y fuese violada, tenía lugar la facultad «económica» y 
la regalía del Príncipe. Además, si el juez eclesiástico no desistiera, se le 
aplicaba el castigo que merecían los usurpadores de la potestad real: el 
14. Cfr CONC. TRIO., ses . 25, de reform., cap. 3; ses. 24, de reformo matrimonii, cap . 
8; cfr también VILLARROEL, GEP, n, XVIII, 42; SOLÓRZANO, Poi. Ind., IV, 7,44; FRASSO, n, 
92,9. En la Rec. Ind., 1, 10, 12, se castiga con la pena de «perder la naturaleza y tempora-
lidades», «de ser habidos por ajenos y extraños» de las Indias a los eclesiásticos que no 
pidieran -para los casos indicados- el auxilio del brazo secular. 
15 . Cfr por ejemplo, Rec.lnd., 1, 7, 31; 1, 10,9- 10; n, 16, 15; etc. 
16 . Op. cit., 1, 37,13-18. 
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extrañamiento del reino y la privación de las temporalidades 17 • En la Rec. 
Ind., JI, 16, 15 -a la que se remite el título 7 del libro I-, se prohibió al 
Arzobispo u Obispo que acaso estuviera presidiendo la Real Audiencia, el 
conocer de los pleitos presentados por vía de fuerza; se daba la compe-
tencia, en estos casos, sólo a los Oidores. 
3) En la Rec. Ind., I, 7, 35, se aludía a lo que se debía observar 
cuando surgieran dudas acerca de la erección canónica de las iglesias en 
Indias, remitiéndose a Rec. Ind., I, 2, 14, donde se trata más concre-
tamente de esta cuestión. En esta ley, se advertía que, por el Real Patro-
nato, compete al poder civil -al Rey y a los Vice-patronos- resolver 
estas dudas, y también aquellas que surgieran sobre las colaciones que el 
Obispo hubiera de hacer a los presentados por el Rey. Villarroel, no muy 
de acuerdo con esta práctica, decía que los ministros del Rey, «a sólo 
título de declarar las dudas de las erecciones, se entran en todas las causas 
espirituales» 18. 
4) De la retención de Bulas pontificias, o del placet o pase regio, se 
trata en Rec. Ind., I, 7, 55, mandando a Arzobispos y Obispos de Indias. 
«Hagan que se recojan todos los Breves, así de su Santidad, 
como de sus Nuncios Apostólicos, que hubiere en sus distritos, y 
se llevaren a aquellas Provincias, no habiéndose pasado por 
nuestro Consejo Real de las Indias, y no consientan ni den lugar 
que se use de ellos en ninguna forma». 
Solórzano afirma que, si en España se practicaba esta revisión de las 
Bulas pontificias, «con mayor razón se podrá observar. .. lo mismo en las 
Indias, donde podría ser mayor el daño, por la gran distancia y dilación 
del remedio, y por el grande y entablado derecho de patronato en todo lo 
eclesiástico de ellas por concesión de la Sede Apostólica» 19. Decía que 
Alejandro VI había dado «virtualmente licencia para ello a los Reyes 
Católicos ... que los hizo Delegados suyos en todas las Indias»20. Revestía 
este ius cavendi del poder civil de una piadosa sujeción de los Reyes a la 
Sede Apostólica. ViIlarroel también lo estimaba asíZ l . 
17. Cfr Ley IV, 1,4 de la Nueva Recopilaci6n de Leyes de Castilla (Rec. Cast.). 
1 8. GEP, 11, XVIII, 4, 21. 
19 . Poi. Ind., IV, 25, 29. 
20. Ibídem, n. 30. 
21. Cfr GEP, 1, 1, 7,16. 
EL EPISCOPADO EN EL NUEVO CÓDIGO DE INDIAS DE 1792 413 
Con esta actitud de vigilancia del poder civil sobre la actividad legis-
lativa de la Iglesia y de las comunicaciones de Roma con las Indias, las 
intervenciones del Regio Patronato se salieron de la órbita normal del 
patronato, aun de un patronato especial: «Más que el patronato con sus 
privilegios adyacentes, se ejercía en la práctica el pretendido Regio Vica-
riato . .. Esta actitud del poder real iba coloreándose de matices netamente 
regalistas»22. 
5) En el tema de la ejecución de los testamentos, existía posibilidad de 
conflictos entre las dos jurisdicciones. Pertenecía a los Obispos ser ejecu-
tores -en los casos expresados en Derecho- de todas las disposiciones 
piadosas hechas, ya por testamento, ya por actos entre vivos23 . Sin 
embargo, el Rey -amparándose en la doctrina de que el Monarca es 
Protector de todas las obras pías que sus vasallos hubieran hecho o man-
dasen hacer en vida o en muerte- disponía en la Rec. Ind., 11, 15, 146 (a 
la que se remite el título 7 del libro 1) que sus Audiencias conocieran 
acerca de los testamentos; y no sólo eso, sino que si hubiese necesidad de 
reformar lo proveído por los Visitadores eclesiásticos -por delegación 
del Obispo-, los Ministros Reales estaban capacitados para hacerlo. 
6) Con la Rec. Ind., 1, 7, 3, el poder secular fijaba también las 
demarcaciones de las diócesis de Indias, y hubo una campaña entre los 
Consejeros de Indias para que se reconociera por la Santa Sede el derecho 
de los Reyes de determinar los límites de las diócesis indianas. No se 
concedió esta facultad general: más bien sólo se concedía para cada caso 
concreto. 
7) Se dio una ley la Rec . Ind., 1, 7,36, que prohibía que los Obispos 
indianos viajaran a España sin la expresa licencia del Rey. El Rey, apro-
vechando la ley canónica de la debida residencia del Obispo en su dióce-
sis, pudo así controlar la comunicación directa de los Obispos de Indias 
con Roma o España, ya que los Superiores eclesiásticos a los que pudiera 
acudir los Obispos, cuando fuese necesario, o estaban en España (el 
Nuncio) o en Roma: el Papa. 
8) Se pedían de los Obispos indianos una gran cantidad de informes 
por parte del Consejo de Indias. Desde datos sobre el tiempo de la toma 
de posesión y las ausencias del Obispo de su sede episcopal (Rec. Ind., 
22 . AJ . GONZÁLEZ ZUMÁRRAGA , op. cit ., 222 . 
23 . Cfr CONC. TRIO ., ses . 22, de reform., cap . 8. 
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111, 14,21), sobre sus rentas (111, 14,22), una relación detallada de las 
visitas pastorales (111, 14, 23), hasta copias de todos los ;fetos de 
gobierno de los Arzobispos y Obispos en Indias (11, 1,34 Y IIl, 14,24) 
para asegurar que no se contravenía el Patronato Real. Incluso el Rey 
quiso (III, 14, 26) un informe muy detallado de toda la situación del 
gobierno espiritual de las iglesias indianas -número de pilas bautismales, 
parroquias , curas y quienes son, su edad, virtudes, educación de indios y 
su buen tratamiento, etc.-, y del número de predicadores seculares y 
religiosos y cómo ejercen su ministerio (111, 14,28). También pedía datos 
sobre las personas que se habían propuesto para oficios eclesiásticos (I, 
7,9 Y 111,14,31), Y datos sobre hospitales, cofradías, hermandades y 
otras obras pías que hubieran en Indias (111, 14, 25). 
9) A los metropolitanos se les encargaba suplir las deficiencias de los 
Cabildos en sede vacante de su diócesis sufragáneas. Es decir, cuando se 
malgobernaba una diócesis sufragánea sede vacante por el Cabildo, o no 
se hacían acertadamente las provisiones de oficios eclesiásticos, el Rey 
-aplicando el Concilio Tridentin024 - ordenaba a los Arzobispos para 
que interviniesen25 • 
c) Los bienes y el Obispo 
El Papa Alejandro VI -en respuesta a la petición de los Reyes 
Fernando e Isabel- les concedió, a ellos y a sus sucesores, el poder reci-
bir lícita y libremente los diezmos en Indias . La concesión era perpetua, 
pero no a título gratuito. La Santa Sede aseguró previamente que la sub-
vención del clero y la provisión de lo necesario para el culto quedaran 
claramente reconocidas como obligaciones de los Reyes y de sus suce-
sores . Al conceder los diezmos, la Sede Apostólica proveyó a las nece-
sidades de la Iglesia naciente en Indias con el apoyo oficial de la 
Monarquía española, pero se puso también el principio de aquello que iba 
a caracterizar a la Iglesia indiana: su dependencia de la Corona. 
24 . Cfr Ses . 24, de reform., cap . 16. 
25 . Cfr Rec . Ind., 1, 7, 49. 
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Debido a la donación de los diezmos, éstos se consideraron como 
regalía o derecho de la Corona26 , y como bienes profanos; así se explica 
que la Corona creara una legislación especial para la recaudación de los 
diezmos27 • 
Por ejemplo, en la Rec. Ind., 1, 7,34, la Hacienda Real «subvencio-
naba» lo que pudiera faltar de la parte de los diezmos que se propor-
cionaba a los Obispos. Esto lógicamente creaba una cierta dependencia, e 
incluso subordinación de los eclesiásticos a los ministros seculares28 ; 
éstos se encargaban de que los Obispos no cometieran fraudes en la recau-
dación de los diezmos. 
Como consecuencia de la donación de los diezmos, la parte que 
pertenecía al Obispo en estado de sede vacante -las llamadas «vacantes 
mayores» - se incorporaba a la Hacienda Rea)29, y el Rey quedaba libre 
de disponer de ella. 
Los bienes de expolias de los Obispos difuntos también se velaban 
por los ministros reales: éstos intervenían en los trámites -en el inven-
tario de los bienes del Obispo al tomar posesión, y luego, después de su 
muerte, para su justa conservación y distribución- sobre estos bienes 
eclesiásticos30 • 
El Rey prohibía que se litigara ante los jueces eclesiásticos acerca de 
las mercedes, limosnas, salarios o estipendios que él concedía3I ; eso 
porque, entre otras razones, se consideraba que los diezmos eran bienes 
temporales del Rey, y él solía hacer estas mercedes usando de estos 
diezmos. Solórzano justificaba así la competencia -ya exclusiva- de la 
jurisdicción secular sobre estos bienes32 • Aducía otra razón: el derecho del 
Fisco Real estaba mezclado en estos asuntos. 
La pena de temporalidades también se menciona en Rec. Ind., 1, 7, 
37, donde se incluyen en las temporalidades los frutos y rentas episco-
26 . Cfr Rec . Ind ., 1, 7,37 Y 41; VILLARROEL, GEP, 1, 11, 8; 1, 1, 8, 78; FRAsso, 1, 18,7; 
SOLÓRZANO, Poi. Ind ., IV, 1,21 . 
27 . Cfr Rec. Ind ., 1, 16: «De los diezmos». Incluye 31 leyes . 
28 . Cfr también Rec. Ind., 1,16,22 Y 28 . 
29. Cfr Rec. Ind ., 1, 7, 41. 
30 . Cfr Rec . Ind ., 1, 7, 37, 38 Y 40 . 
31. Cfr Rec . Ind., 1,7,17. 
32. Cfr Pol.lnd., IV, 1, 22-24, 30. Vid. también VILLARROEL, GEP , 11, XX, 3, 92. 
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pales. Por esta razón, en los casos previstos , a los Arzobispos y Obispos 
se les podría secuestrar esos bienes por razón de esta pena. 
Se dieron otras disposiciones más sobre cuestiones económicas. 
Entre ellas, se mandó33 que no se entregasen a los Obispos electos los 
frutos decimales que les pertenecían desde elfiat del Romano Pontífice si 
no tomaban posesión de sus diócesis en la primera ocasión. Análogamen-
te, se reguló lo referente a las cuartas funerales que pertenecen al 
Obisp034, para corregir los abusos que sobre ellas se habían cometido por 
algunos eclesiásticos . Por este mismo motivo, se fijaron los aranceles y 
derechos que podían pedir los ministros eclesiásticos35 , concretándolos en 
el triple de lo que se pedía en España. Los que exigían mayor cantidad por 
lo fijado en los aranceles eran castigados con la privación del oficio y la 
pérdida de sus salarios. 
d) Ordenaciones y oficios eclesiásticos 
Se advertía a los Prelados de Indias en Rec. Ind., 1, 7, 5, que 
ordenaran de primera tonsura sólo a los que cumplían los requisitos 
previstos por el Concilio de Trento. Y que podían ordenarse a mestizos si, 
después de una diligente investigación, se hallaban con la suficiencia y las 
cualidades exigidas por el Derecho Canónic036 . No debían recibir la 
ordenación sacerdotal aquellos que «no tuvieran las partes y cualidades de 
letras , suficiencia, virtud y recogimiento y aprobada vida, que se requie-
re»37; y que los Arzobispos y Obispos de Indias no ordenaran indiscri-
minadamente «tantos Clérigos como ordenan, especialmente a mestizos e 
ilegítimos, y otros defectuosos, y no dispensen en los intersticios, ni con-
sientan en sus Diócesis a los expulsos de las Religiones y escanda-
losos»38. El Rey quiso valer su derecho de presentación al mandar, en la 
Rec. Ind., 1, 7, 48, que los Prelados indianos no ordenasen para 
beneficios de los que el Reyes Patrón sin la previa presentación real o la 
de sus ministros. 
33. CfrRec. lnd.,1,7,2. 
34. Cfr Rec . Ind. , 1, 7,15 ; 1,7 , 51 ; 1,13,13. 
35 . Cfr Rec . Ind., 1, 7, 43 . 
36 . Cfr Rec . Ind., 1, 7, 7. 
37. Rec. Ind., 1,7,6. 
38. Rec.lnd ., I,7 , 4. 
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Se prohibía por la Rec. Ind., 1, 7, 8, que recibieran beneficios 
eclesiásticos los clérigos y religiosos que hubieran pasado a las Indias sin 
la licencia del Rey39. 
El Rey exhortaba a los Prelados al cuidado en la selección de curas 
doctrineros y de predicadores40 , y ponía trabas para que se nombraran 
provisores a los Religiosos41 , y para que éstos atendiesen a los monas-
terios de religiosas; debían nombrarse para estos cargos a clérigos secu-
lares42 . 
En esta época ya se practicaba la posibilidad de remover a un clérigo 
de su oficio a través de una concordia43 entre el Obispo y el Vicepatrono. 
Los oficios y beneficios eclesiásticos se daban por vía de encomienda: no 
en título perpetuo, sino amovible ad nutum, por parte del Prelado y del 
Vice-patrono. No se admitía apelación alguna a tales cambios o remo-
ciones44 . 
e) Visita episcopal y buen tratamiento de indios 
Principalmente, lo que se pretendía por la legislación sobre la visita 
episcopal era la observancia del Derecho Canónico sobre esta materia45 , 
que se evitase toda avaricia y que los Prelados tratasen sólo de servir a 
Dios y a las almas46. Se pedía a los Prelados que avisasen detalladamente 
al Consejo de Indias sobre estas visitas. En caso de estar impedidos los 
Prelados de hacerlas personalmente, debían enviar Visitadores idóneos47 . 
Se indicaba que evitaran ser gravosos a los fieles que visitaran48 , y no 
entablaran procesos contra los seglares49 , pues se reservaba hacerlo a la 
jurisdicción secular. Los fiscales de las Audiencias se encargaban de que 
39. Cfr también Rec. Ind., 1,13,22. 
40. Cfr Rec. Ind., 1, 7,30. 
41 . Cfr Rec . Ind ., 1, 7,20. 
42. Cfr Rec. Ind., 1, 7,42. 
43. Cfr Rec. Ind., 1, 6, 38 . 
44 . SOLÓRZANO, VILLARROEL, F. DE LA VEGA, Y otros juristas del siglo XVII ya 
propugnaban la revocación de esta práctica que muchas veces era causa de graves injusticias . 
45. Cfr Rec.lnd., 1, 7, 24; 11,15,147. 
46. Cfr Rec. Ind ., 1, 7, 25. 
47. Cfr Rec. Ind., 1, 7, 26. 
48 . Cfr Rec . Ind., 1, 7, 23. 
49. Cfr Rec . Ind., 1, 7, 22 
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no se gastase más de lo necesario en estas visitas50, porque eran los indios 
los que siempre pagaban los gastos. 
La protección que se debía ejercer sobre los indios era el objeto de 
varias leyes5J , por su «flaqueza de ánimo», y porque «fácilmente se hallan 
molestados y oprimidos». Hacía participar a los Prelados diocesanos de 
este deber de proteger los naturales de Indias, e imponía castigos a los 
clérigos que los maltratasen52 . 
f) Moral pública y censuras 
El Rey exhortaba a los Arzobispos, Obispos y otros Prelados en 
Indias para que velaran por la moral pública53 , poniendo los medios 
necesarios: el nombramiento de ministros sagrados idóneos, el castigo de 
clérigos codiciosos54 , e incluso el destierro de los que se hallasen predi-
cando «escandalosamente» acerca del gobierno públic055 . Se incluían en 
este destierro a los Arzobispos y Obispos, no sólo por predicar escandalo-
samente, sino por una razón más amplia: «Si lo pidiese el mejor despacho 
y salida de algún negocio que se ofrezca»56. 
En Rec. Ind., 1, 7, 12, se pedía que los Prelados impusiesen penas 
más severas que las pecuniarias a los doctrineros que daban mal ejemplo. 
Siguiendo las disposiciones canónicas, se concretó que se castigase a los 
eclesiásticos que se hallasen culpables de negocios seculares o granje-
rías57; incluso con excomunión reservada a la Santa Sede. 
Al Rey le importaba que cuanto antes sus ministros estuvieran 
absueltos de las excomuniones en que hubieran podido incurrir, pues, a 
pesar de la posible indiferencia de un juez secular hacia las censuras 
eclesiásticas, era opinión generalizada que el juez excomulgado estaba 
privado por la censura de su jurisdicción, y que sus sentencias eran 
nulas58 . Era lo que se pretendía en Rec. Ind., 1, 7,18, que los Prelados 
50 . Cfr Rec. Ind ., 1, 7, 29. 
51. Cfr Rec. Ind., 1, 7,13; 1,7,27; 1,13,16. 
52. Cfr Rec. Ind., 1, 7,11 Y 13 . 
53. Cfr Rec. Ind., 1, 7, 50 Y 53 . 
54. Cfr Rec. Ind., 1, 7, 10. 
55. Cfr Rec. Ind., 1,12,19. 
56 . SOLÓRZANO, Polo Ind., IV, 27,30. 
57. CfrRec. lnd.,1,7,44. 
58. Cfr VILLARROEL, CEP, 11, XVII, 3, 2, 74-75 . 
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diocesanos y jueces eclesiásticos concedieran llanamente -sin solemnida-
des ni manifestaciones públicas, ni dilaciones- las absoluciones a los 
jueces seculares, y que las Audiencias asegurasen que se hiciera asÍ. 
Existía un caso análogo que se regulaba por la Rec. Ind., 11, 18,31, 
a la que se remite el título 7. No se refiere al fuero del Derecho, sino al 
fuero sacramental, interno. Mandaba al Fiscal de la Audiencia que usara el 
«remedio que hubiese lugar de Derecho» -que, a mi parecer, podría 
incluir el recurso de fuerza y el extrañamiento- cuando los Obispos 
osaran reservarse las confesiones y absoluciones sacramentales de los 
Ministros Reales. 
B. Legislación sobre el episcopado en Indias desde la Recopilación de 
1680 hasta 1800 
l. Disposiciones del último Austria sobre el episcopado de Indias 
En la época de Carlos 11, se encontraba en estado precario -como en 
tiempos anteriores y posteriores- la Hacienda Real. Se intentó mejorarla, 
de algún modo, con la ayuda del estamento eclesiástico. Como antes, 
seguía una celosa defensa de las regalías de la Corona frente a la «Corte 
de Roma», y el Consejo de Indias mantenía su actividad como intermedia-
rio en todas las comunicaciones entre la Iglesia en Indias y su Cabeza 
visible en Roma. Esencialmente se continuaba legislando en la misma 
línea de los Austrias antecesores. 
a) Juramento de Obispos electos 
Se concretó el 10 de junio de 168859 lo dispuesto en la Rec. Ind., 1, 
7, 1, para el caso de los Obispos electos que todavía no se hubieran 
confirmado por el Papa con el envío de las Bulas. Se recordaba que éstos 
59. En Cedulario Americano del siglo XVI/I, tomo 1, Cédula número 209. Hasta ahora, 
se han publicado tres tomos del Cedulario (tomo 1, Sevilla 1956; tomo 11, Sevilla 1969; 
tomo I1I, Sevilla 1977); edición, estudio y comentarios de Antonio MURO OREJÓN. Ofrecen 
íntegras las Cédulas generales contenidas en los Cedularios del Archivo General de Indias. Se 
citarán así: Ced.Am. , 1 (11 ó I1I), seguido por el número arábigo que se ha dado al documento 
en el Cedulario, salvo cuando se cita parte del estudio preliminar, que se indicará por el 
número de página en número romano. 
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debían también hacer el juramento de guardar el Real Patronato señalado 
en aquella ley, antes de tomar posesión. 
b) La jurisdicción episcopal 
En diversas Cédulas se defendía la jurisdicción del Obispo frente a 
los jueces conservadores de las Religiones60 • También se recordaba61 a 
los Presidentes y Oidores de las Audiencias que debían conocer de todas 
las causas que les llegasen por vía de recurso de fuerza y violencia, no 
dejándolas a la jurisdicción eclesiástica. 
Al final de una Cédula de 26 de diciembre de 1680, claramente se 
manifiesta la pretensión del Rey de controlar toda comunicación con 
Roma62 , al señalar a los Arzobispos y Obispos de Nueva España que cada 
vez que tuvieran que comunicarse con el Romano Pontífice, lo debían 
hacer por medio del Consejo de Indias, pues «de otra suerte podría causar 
grave perjuicio al Real Patronazgo». En esta misma línea, durante este 
reinado ejercía activamente el pase regio de todos los documentos proce-
dentes de Roma. 
Una Cédula de 6 de mayo de 1688 limitaba la actividad episcopal en 
cuanto a informar jurídicamente sobre los seglares. Mandaba que los 
Arzobispos y Obispos no se entrometiesen en materias seculares, pues 
hacían informaciones jurídicas sobre el modo de proceder de los ministros 
reales63 • 
c) Legislación sobre temas económicos 
Durante los veinte años del reinado de Carlos 11, hasta una docena de 
Cédulas generales encargaban a Arzobispos y Obispos que dispusiesen 
que sus súbditos ayudaran con donativos, limosnas y subsidios carita-
tivos a las diversas necesidades de la Hacienda Real. Se concretaron y 
60 . Cfr por ejemplo, las Reales Cédulas (R.C.) de 24 septiembre 1688 (en Ced.Am ., 1, 
220) Y de 23 noviembre 1696 (ibidem, 382). 
61. Cfr R.C. de 26 marzo 1688, en Ced.Am ., 1, 234. 
62. Cfr Ibidem, 71. 
63. Cfr Ibidem. 
EL EPISCOPADO EN EL NUEVO CÓDIGO DE INDIAS DE 1792 421 
aplicaron las leyes de la Recopilación indiana relativas a asuntos econó-
micos64 • 
d) Provisión de oficios eclesiásticos 
Una Real Cédula de 22 de marzo de 1697 es un precedente de una ley 
nueva que aparecerá casi un siglo después en el Nuevo Código de 
Indias65 • Capacitaba a los indios para los oficios eclesiásticos y seculares, 
disipando las dudas sobre si éstos pudieran llegar a ordenarse sacerdotes. 
En cierto modo, para estos efectos los indios se igualaban a los 
españoles66 . 
Otra Cédula de 26 de marzo de 1689 regulaba la misma materia que la 
ley 1,4,47 del Nuevo Código indian067, en cuanto que el último Austria 
disponía en ella que los Arzobispos y Obispos no impidieran que los 
religiosos doctrineros pusieran coadjutores o tenientes que les ayudasen 
en la administración de la doctrina68 . Como era lógico, se aplicaron las 
diversas leyes de la Recopilación de Indias sobre los oficios eclesiás-
ticos69 • 
64. Por ejemplo, la Rec.Ind., 1,7, 15, Y las R.e. de 27 octubre 1680 y 8 diciembre 
1690. Estas Cédulas se recogen , de forma resumida, en la obra de Juan Josep MATRAYA y 
RICCI, El Moralista Filalethico Americano, en su Catálogo Cronol6gico de Pragmáticas, 
Cédulas, Decretos, Órdenes y Resoluciones Reales Generales emanados después de la Recopi-
laci6n de las leyes de Indias . Este Catálogo ha sido reeditado por el Instituto de Investiga-
ciones de Historia del Derecho, con una advertencia preliminar de José M. MARILUZ URQUIJO 
(Buenos Aires 1978). Se citará esta obra por el primer apellido MATRA y A, seguido por la 
numeración que él mismo ha asignado a cada disposición real en su catálogo cronológico. 
Las que se citan aquí están en MATRAYA, 3 Y 181. Vid . también la R.C. de 31 de marzo de 
1688, que aplica las leyes 1,7,16; 1,13,18 Y 1, 15, 16 de la Recopilación de 1680. 
65. Cfr NCI, 1,4, 36: «Los Prelados ordenen de sacerdotes a los indios hábiles» . La 
R.C. está en Ced.Am., 1, 388 yen MATRAYA, 254. 
66. Sobre esta R.C ., cfr A. MURO OREJÓN, La igualdad entre indios y españoles: la Real 
Cédula de /697, en «Estudios sobre política indigenista española en América», I (Valladolid 
1975) 365-386. 
67 . Nel, 1,4,47: «Los Prelados cuiden de que los curas pongan tenientes en parajes 
distantes, con lo demás que se expresa» . 
68. La R.e. está en Ced.Am., 1, 233. El precedente de NCI, 1, 4, 47, sería otra R.C. de 
24 septiembre 1688, que se cita en la de 1689. 
69 . Cfr R.e. de 26 marzo 1696 (en Ced .Am., 1, 364 Y MATRAYA, 236),18 abril 1699 
(Ced.Am ., 1, 418 Y MATRAYA, 270), 21 julio 1685 (Ced.Am., 1, 152 Y MATRAYA 78), 15 
agosto 1693 (Ced.Am., 1, 319 Y MATRAYA, 203), etc . 
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e) Visitas episcopales 
El 31 de diciembre de 1695 se extendía e interpretaba la Rec. Ind., 1, 
2,22, admitiendo ahora que los Arzobispos y Obispos pudieran visitar no 
sólo los bienes pertenecientes a las fábricas de las iglesias y hospitales de 
indios, sino de todos los hospitales del Patronato Real, de indios y 
españoles70 • Se dieron también varias disposiciones acerca del buen 
tratamiento de indios y de su enseñanza de la lengua castellana y de la 
doctrina cristiana. El Rey continuó encargando por diversas Cédulas que 
los Prelados diocesanos en Indias velaran por la moral pública, y por el 
castigo de los clérigos que se ocupaban en negocios seculares y que daban 
mal ejemplo. 
2. Legislación Borbónica durante el siglo XVIII sobre el episcopado 
Examinando con detenimiento las disposiciones reales del siglo 
XVIII sobre el episcopado en Indias, se reconoce que, en gran parte de 
ellas, los principios que las inspiran, y sus aplicaciones, se habían explici-
tado ya por tratadistas del siglo anterior, o ya habían aparecido en leyes de 
la época de los Austrias. 
a) Los Cabildos y las vacantes de la sede episcopal 
Podría parecer que, con la Cédula de 6 de noviembre de 1786, se 
introducía una práctica nueva. Se decía que los Cabildos de las iglesias 
metropolitanas indianas no publicasen las vacantes de las sedes que se 
causaran por traslación, deposición o renuncia de los Prelados hasta tener 
los avisos del oficio que se les debía dar por la Cámara de Indias. Esa 
práctica no era más que una aplicación del Derecho Canónico, en el 
contexto de una época en que las comunicaciones entre la Iglesia en Indias 
y Roma se hacían a través del Consejo de Indias. No se debía trasladar ni 
deponer a un Obispo sin el conocimiento del Romano Pontífice; y éste no 
podía renunciar a la diócesis ni podía abandonar el cargo episcopal sino in 
manus Papae71 • Por eso, antes de que el Consejo recibiese el aviso de 
70. CfrCed.Am., 1, 361. 
71. Cfr D. BOUIX, Tractatus de Episcopo ubi et Synodo dioecesana, vol. 1 (ed. 3", 
Parisiis 1889), 317-395 . 
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Roma y confirmase, a través de la Cámara de Indias, la renuncia, o 
anunciara el traslado o la deposición, y luego diese «avisos de oficio» al 
Cabildo, no se podía ni se debía publicar la vacante de la sede episcopal. 
b) Algunas cuestiones sobre la jurisdicción episcopal 
Acerca de las relaciones entre los Prelados diocesanos y los religio-
sos, se dispusieron varias Cédulas que recordaban las reglas previstas por 
el Concilio de Trento y por diversos Breves pontificios72 • Se insistió en la 
misma línea legislativa del siglo anterior sobre el auxilio del brazo secular 
en el ejercicio de la jurisdicción episcopa)73 y sobre el recurso de fuerza74 • 
La intervención del Consejo en las comunicaciones entre los fieles y 
la jerarquía en Indias, y Roma y el Nuncio Apostólico en España, seguía 
siendo la práctica normal en el siglo XVllps, aunque es de notar que con 
Carlos 111 ya se dejó de fundamentar la práctica de la retención de Bulas 
en concesiones apostólicas, como hacían sus antecesores; lo que ahora se 
72. Cfr por ejemplo, R.C . de 4 octubre 1705 (Ced.Am., Il, 103), 13 junio 1708 
(MATRAYA, 332), 20 diciembre 1701 (Ced.Am ., 11, 29),19 mayo 1755 (MATRAYA, 692),1 
diciembre 1763 (MATRAYA, 784). 
Esta última Cédula está también en Eusebio Bentura BELEÑA, Recopilación Sumaria de 
todos los Autos Acordados de la Real Audiencia y Sala del Crimen de esta Nueva España, y 
Providencias de su Superior Gobierno (2 tomos, reproducción facsímil por la Universidad 
Autónoma de México, México 1981 , de la edición de 1787, con prólogo de María del 
Refugio González). Además de incluir una parte de la obra de Juan Francisco de Montemayor, 
Recopilación Sumaria de Algunos Autos Acordados .. . , la Recopilación de Beleña está 
dividida en tres partes: la, «Autos Acordados de la Audiencia»; 2:, «Autos Acordados de la 
Real Sala del Crimen»; 3:, «Providencias del Superior Gobierno y Reales Cédulas y . 
Órdenes». En el volumen 11 se incluyen los textos completos de 79 de las disposiciones que 
en el primer volumen solamente se señalan muy resumidamente . Para este estudio, se ha 
utilizado la tercera parte del volumen primero y algunas Cédulas del segundo. Se citará esta 
obra con el apellido BELEÑA, el número romano I o II para indicar el tomo, y un número 
arábigo que señala la numeración que en la tercera parte de su Recopilación el mismo Beleña 
había establecido, o bien el número de la Cédula del segundo volumen. La Cédula citada se 
encuentra en BELEÑA, 1, 292. 
73 . Cfr por ejemplo, R.C . de 15 junio 1722 (MATRAYA, 485),31 diciembre 1786 
(ibidem, 1438),23 julio 1787 (ibidem, 1460),8 agosto 1790 (ibidem, 1625), etc. 
74 . Cfr R.C. de 16 junio 1720 (MATRAYA, 461),15 noviembre 1758 (BELEÑA, 1, 346), 
6 mayo 1774 (MATRAYA, 1027),22 febrero 1775 (ibidem, 1050), 8 diciembre 1780 
(BELEÑA, 1, 202), etc . 
75. He visto más de veinte disposiciones reales en que se ejercía el abuso del pase 
regio sobre los documentos pontificios para las Indias durante el siglo XVIII . 
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esgrimía era el dictamen del Consejo que le aseguraba que «residía en mí 
legítima potestad y autoridad» para su ejercici076 . 
Pero un control de comunicaciones que excluyera el contacto directo 
y personal con el Romano Pontífice no cumpliría la finalidad que se 
pretendía. Los Obispos, antes de la consagración episcopal, debían hacer 
-conforme al Derecho Canónico- el juramento de cumplir la visita ad 
limina Apostolorum con la regularidad prevista. El Rey, para salvaguardar 
sus regalías, y teniendo en cuenta la práctica galicana, dio una Cédula el 1 
de julio de 177077 -que sirve de precedente de la ley NCI , 1, 4, 1078-, 
que afirmaba que los Arzobispos y Obispos no tenían obligación jurídica 
-sino sólo «por devoción»- de hacer la visita ad limina, yen caso de 
hacerla debía ser a través del Consejo; que las informaciones que debían 
dar al Papa sobre el estado material y formal de sus iglesias las hicieran al 
Rey. Haciendo las cosas así, el Rey aseguraba que «habrán plenamente 
satisfecho al juramento que hacen al tiempo de su consagración» . Más 
tarde79 , a una consulta del Consejo, el Rey dispuso que los Obispos no 
hicieran la visita ni aun por procurador. 
Aunque pudiera considerarse que este aislamiento de los Obispos 
indianos con respecto a la Cabeza visible de la Iglesia era el precepto más 
grave que los Reyes imponían a los Prelados -la más dura de las reser-
vas contra el juramento de fidelidad al Papa80-, sin embargo no hacía 
sino proseguir lo que ya se había dispuesto por los Austrias el siglo ante-
rior: que el Consejo de Indias fuese «intermediario entre la Santa Sede y el 
episcopado indiano»81. Al mismo tiempo, es cierto que esta práctica se 
robusteció con la prohibición explícita de las visitas ad limina. 
76 . Se recogió este principio en la ley 1, 1, 13 de la Novísima Recopilación de las 
Leyes de España, y en NCI, 1, 4, 19: «Los Prelados remitan los breves y bulas no pasados por 
el Consejo». 
77 . Cfr MATRAYA, 935 . 
78. NCI , 1, 4 , JO: «Los Prelados o Cabildos en sede vacante no envíen a Roma relación 
de las visitas de sus diócesis, con lo demás que se previene» . 
79 . El 1 octubre 1777. Vid . Archivo General de Indias , Indiferente General 3024. Cit. 
por A. DE LA HERA, El Regalismo Borbónico en su proyección indiana (Madrid 1963), 186. 
80 . Cfr Ibidem, 185. 
81. AJ. GONZÁLEZ ZUMÁRRAGA, op . cit .. , J09 y 218 . Vid. también E. SCHAFER , op . 
cit ., 11,242-245, donde narra los intentos de los eclesiásticos -sobre todo, de los religio-
sos- de saltar las barreras que el Consejo de Indias , bajo la dinastía de los Austrias, ponían 
entre la jerarquía indiana y Roma. 
EL EPISCOPADO EN EL NUEVO CÓDIGO DE INDIAS DE 1792 425 
También en el siglo XVIII se insistió más en que los Prelados dioce-
sanos cuidaran que no se pennitiese la ejecución y cumplimiento de paten-
tes de regulares que no estuvieran pasados por el Consejo de Indias82 • 
Se podría incluir bajo la actividad regia vicarial lo que el Rey Luis I 
dispuso el 26 de junio de 172483 , en una de sus pocas Cédulas dirigidas a 
Indias, donde estableció un precedente de la NCI, 1, 4, 14, sobre la 
celebración de exequias por los Papas difuntos, y acción de gracias por la 
elección de sus sucesores84 • 
En las varias Cédulas que se dispusieron sobre las otras cuestiones de 
jurisdicción -además de las que se mencionarán en el apartado que versa 
sobre el Nuevo Código-, no hay notables novedades que merecen 
mencionarse aquí. 
c) Los expolios y otros asuntos económicos 
En esta cuestión, no se ofrecieron más que aplicaciones, y sobre todo 
interpretaciones y concreciones, de leyes de la Recopilación de 1680 y de 
las prácticas del siglo anterior85 • Se mantenía la gran preocupación por lo 
económico y la tendencia a solicitar la asistencia de los Arzobispos y 
Obispos -y de otros eclesiásticos- para subvenir a las diversas necesi-
dades de la Hacienda Rea186 • 
82. Cfr R.e. de 16 noviembre 1786 (BELEÑA, n, 57), 21 diciembre 1706 (Ced.Am ., n, 
139), 1 abril 1719 (MATRAYA, 441), etc . Aunque en la NCI, 1,4,20 «<No se ejecuten 
patentes de regulares sin el pase del Consejo», que recoge la R.C. de 16 noviembre 1786) se 
indica que la leyes nueva, sin embargo, la Rec. Ind., 1, 14,54, ya había regulado este tema. 
83. Cfr Ced.Am., I1I, 8. 
84. NCI, 1, 4, 14: «Se hagan exequias por los Papas, y acción de gracias por la 
elección de sus sucesores» . 
85. Cfr por ejemplo, la R.C. de 25 junio 1712 (Ced.Am ., n, 238), que hacía cumplir 
Rec . Ind., 1, 7, 37; la de lO diciembre 1783 (BELEÑA, 1, 307), que recordaba Rec. Ind., 1, 7, 
40; la de 6 marzo 1770, en relación con Rec. lnd., 1, 7, 16; etc . 
86. He encontrado casi veinte Cédulas que solicitaban la asistencia de Arzobispos y 
Obispos en forma de subsidios caritativos, donativos y limosnas a favor de la Hacienda Real. 
Por ejemplo, cfr Ced .Am., I1, 25 (26 julio 1701); 51 (18 septiembre 1702); 62 y 63 (17 
junio 1703); etc. Ced.Am ., I1I, 70 (25 junio 1732); 124 y 125 (23 octubre 1741); 144 (30 
mayo 1745); MATRAYA,44O (15 marzo 1719); 1959 (13 junio 1797); etc. 
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d) Las vacantes menores 
En una situación económica difícil, era lógico que se buscaran nuevas 
fuentes de ingresos, y una de las que se encontraron eran los frutos de las 
vacantes de oficios eclesiásticos menores: las llamadas «vacantes me-
nores». 
Constituía un antecedente de la resolución decisiva de 1737 -que las 
vacantes menores pertenecían al Rey - la experiencia acerca de las 
vacantes mayores, cuya pertenencia al Rey ya se había decidido el siglo 
anterior. Al mismo tiempo, ya Frasso consideraba que esas vacantes 
menores - al modo de los franceses - pertenecían al Rey. 
Esta cuestión surgió en el siglo XVII. Su resolución pendía de si los 
diezmos en Indias eran bienes temporales o no. Solórzano, Villarroel y 
Frasso habían opinado que los diezmos, después de su donación por el 
Papa a los Reyes, se hicieron bienes profanos, y por tanto son propiedad 
del Rey. El problema, por lo demás, estaba pendiente desde 1617, y la 
Cámara de Indias emitió una consulta al Monarca el 13 de enero de 1636, 
donde exponía no sólo respecto a las llamadas vacantes mayores, sino 
también a las menores. La Junta de vacantes de Felipe V, teniendo 
presente estos antecedentes en unión de otros (de 1635, 1712 Y 1726), 
elevó una consulta al Rey el 29 de julio de 1737, en que manifestó que 
perteneciendo a la Corona los diezmos por la concesión papal de 
Alejandro VI, le pertenecían consecuentemente el producto de las vacantes 
mayores y menores, puesto que tenían la razón de su existencia en los 
citados diezmos87 • Con fecha 5 de octubre de 173788 , se expidió una 
Cédula que declaró la pertenencia al Rey de todas las vacantes mayores y 
menores de Indias. Y a partir de esta importante declaración, se dieron 
otras disposiciones que concretaron su aplicación a diversos casos . En la 
NCI, 1, 4, 1, se incluyeron estas vacantes como objeto del juramento que 
hacían los Obispos para que se les permitiera la toma de posesión de sus 
diócesis89 • 
87 . Cfr A. MURO OREJÓN; estudio preliminar a Cedo Am. , I1I , pp , XXVII-XXVIII . 
88 . Cfr Cedo Am. , 111, 97, Y BELEÑA , 1, 746. 
89. NCJ, 1, 4, 1: «Los Arzobispos y Obispos antes de que se les den las presenta-
ciones, o ejecutoriales, hagan el juramento de esta ley». Entre otras cosas, mandaba el Rey : 
«Hagan juramento solemne ... de no contravenir .. . a nuestro Patronato Real...; no impedirán, 
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e) Ordenaciones y oficios eclesiásticos 
Los Reyes se preocuparon sobre todo por que se aplicase lo dis-
puesto por el Concilio Tridentino sobre esta materia, y lo concretado por 
la Recopilación de 168090 • 
Se ponía un nuevo «punto de vista» a una facultad que ya tenían los 
Obispos desde tiempo atrás, en una Cédula de 17 de febrero de 179291 , 
que reforzaba los intentos de minimizar las comunicaciones con Roma. Se 
advertía a los Arzobispos y Obispos que, para evitar los recursos a Roma, 
debían usar de su facultad para dispensar en los defectos de irregularidad 
para la ordenación sacerdotal. 
Las disposiciones tridentinas acerca de la observancia de la ley de 
residencia de los eclesiásticos con cura animarum se recordaron por varias 
Cédulas. Una de ellas, la del 12 de junio de 175292 , se recogió luego en el 
Nuevo Código de Indias93 , y excluía la posibilidad que los curas tuvieran 
cualquier otro oficio - aunque fuese para servir al Obispo o ser profe-
sor- que impidiera el desempeño diligente de sus deberes parroquiales. 
El 25 de agosto de 1768, se resolvió que no se infringía la ley de 
residencia eclesiástica si, concediendo los Arzobispos y Obispos licencia a 
los curas que tuvieran que ausentarse por menos de los dos meses 
permitido por el Concilio de Trento, avisasen simplemente a los Vice-
patronos sobre esta concesión94 • Es un precedente de NCI, 1, 4, 48, a la 
que parece que la Junta codificadora añadió otros detalles más al incluirla 
en el Nuevo Códig095 . 
ni estorbarán .. . la cobranza ... de las vacantes mayores y menores ... que asimismo Nos 
pertenecen» . 
90 . Cfr por ejemplo, MATRAYA, 856 (R.C . de 16 noviembre 1767) que hacia guardar el 
CONC . TRIO., ses . 23, de reform ., cap. 8 y las leyes 1, 7,4, 5 Y 6 de la Recopilación de 
1680, y la R.C. de 2 mayo 1780 (íbídem, 1547) que recordaba lo dispuesto en Rec. Ind., 1, 7, 
4 Y 6. 
91 . Cfr Ibidem, 1708 . 
92 . Cfr Ibídem, 671. Otra de 11 mayo 1756 (ibídem, 702) aplicaba aquella R .C. a un 
caso concreto. 
93 . NCI, 1, 4, 46: "Ningún cura o doctrinero falte a residir en su feligresía con motivo 
de necesitarle el Obispo para servir algún empleo de su dignidad, o persona, o el de regentar 
alguna cátedra». 
94. Cfr BELEÑA, 1, 588 Y MATRA YA, 895 . 
95 . NCI, 1,4, 48: "Concediendo los Prelados licencia a los curas para ausentarse, se 
guarde lo que esta ley dispone» . 
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Finalmente, el trámite llamado «remoción por concordia» se derogó 
por Carlos IV por Cédula de 1 de agosto de 179596 , poniendo I l~rInino a 
una práctica que durante los siglos anteriores pudo ser causa del control 
arbitrario y absolutista sobre los curas y doctrineros en Indias por el Vice-
patrono y por el Prelado diocesano. 
f) Visitas, Visitadores eclesiásticos y buen tratamiento de indios 
En este tema, también lo principal es la observancia de las leyes ante-
riores y de lo dispuesto por Trent097 • Sin embargo, también se aplicaron 
nuevas disposiciones pontificias en el caso concreto de las facultades del 
Prelado diocesano para visitar los conventos de monjas sujetos a reli-
giosos98 • 
Una Cédula de 5 de noviembre de 1782 -que luego se recogió como 
ley 1,4,63 del Código carolino99 - animaba la enseñanza del castellano a 
los niños, «para su instrucción en la doctrina cristiana y trato civil con 
todas las gentes» lOO • 
g) Moral pública y censuras 
El 21 de diciembre de 1787101 , el Monarca español hizo una amplia 
legislación sobre causas de concubinatos. En ella se nota algo que ya se 
había hecho más general en el ambiente cada vez más secularizado del 
siglo XVIII: la reducción de la eficacia de la jurisdicción eclesiástica al 
fuero interno. Esto -se decía- es lo que pertenece a la jurisdicción 
eclesiástica. A los Ministros del Rey tocaba el castigo en el fuero externo , 
mientras que los Obispos y párrocos debían limitarse al fuero penitencial, 
96 . Cfr MATRAYA, 1857. 
97. Cfr por ejemplo, los R .e. de 4 septiembre 1701 (Ced . Am ., II , 27) , 30 abril 1705 
(Ibidem, 98), 23 agosto 1721 (ibidem , 386) , 18 diciembre 1768 (BELEÑA, 1, 373 Y 
MATRAYA, 906) , etc. 
98 . Cfr R.C. de 4 octubre 1797 , en MATRAYA, 1977. 
99. NCI, 1, 4, 63: «Los Prelados celen por medio de los curas la asistencia de los niños 
a las escuelas». 
100 . BELEÑA, 1, 390 Y MATRAYA , 1294. 
101. MATRAYA,1474. 
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como las amonestaciones y penas espirituales. Esta Cédula se incluye en 
el Nuevo Código como ley 1,4,26102 . 
Otra Cédula de 17 de marzo de 1768 103 es precedente de la NCI, 1, 4, 
24104 • Advertía a los Prelados de Indias que cuidaran para que los curas 
doctrineros y predicadores enseñaran la obligación de conciencia que 
todos tienen de obedecer al Rey y de respetar sus funcionarios, y que 
castigaran a los que murmurasen contra el gobierno y sus ministroslO5 • 
Los clérigos -por su mayor influencia- eran objeto de castigos 
especiales, que corrigieran el posible escándalo que causaran sus pecados 
públicoslO6 • También se hicieron cumplir por diversas Cédulas las leyes 
de la Recopilación indiana sobre el castigo de eclesiásticos que ejercían 
oficios seculares y negocios ilegales lO7 . 
11. EL EPISCOPADO EN EL NUEVO CÓDIGO INDIANO DE 1792 
En 1776, Carlos 111 inició un proyecto de Nuevo Código de Indias. A 
continuación, se tratará de las leyes del título 4 del primero y único libro 
de este código. 
A. El título 4 del Libro 1 y sus innovaciones 
«Obra importantísima en que se interesa la justicia, el bien universal 
de las Indias y el honor de la nación». Así juzgaba Carlos 111 el Proyecto 
102 . NCI, 1, 4, 26: «Para evitar los pecados públicos los Diocesanos procedan como 
esta ley ordenada». 
103. BELEÑA, 1, 291 Y MATRAYA, 888. 
104. NCI, 1,4,24: «Los Prelados cuiden de que los curas doctrineros y predicadores 
enseñen la obligación de conciencia que tienen todos de obedecer al Soberano y respetar sus 
ministros» . 
105. Cfr también las R .C . de 19 marzo 1768 (MATRAYA, 889), 1 septiembre 1703 
(Ced.Am., 11, 75), 6 julio 1722 (ibidem, 398) y 26 febrero 1787 (MATRAYA, 1443) . 
106. Cfr las R.C . de 13 febrero 1727 (MATRAYA, 519), 3 septiembre 1718 (ibidem, 
435),21 marzo 1726 (ibidem, 517), 28 noviembre 1771 (ibidem, 957), etc. 
107. Cfr por ejemplo, las R.e. de 7 marzo 1705 (Ced . Am., 11, 90),10 julio 1714 
(ibidem, 275 y 276), 7 mayo 1730 (Ced. Am., I1I, 62 Y MATRAYA, 539), 25 noviembre 1764 
(BELEÑA, 1, 290), etc. 
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de Nuevo Código de Indias 108 , cuyo título 4 del primero y único libro que 
llegó a realizarse, corresponde al título 7 del mismo libro de la Recopila-
ción indiana de 1680. Se conserva la misma nominación: «De los Arzo-
bispos, Obispos y Visitadores Eclesiásticos». 
El título 4, que se examina en estas páginas, consta de 77 leyes. Lo 
trató la Junta codificadora en la sesión 146, lo revisó a partir de la 184 (29 
de marzo de 1784) y lo estudió una junta particular creada por el mismo 
Carlos 111109 • 
Lo que aquí interesa ver son las posibles innovaciones que la Junta 
codificadora introdujo en la legislación sobre el oficio episcopal en Indias. 
Por esta razón, no se mencionarán las leyes que recogen sin cambios las 
de la Recopilación de 1680. Tampoco parece oportuno ver -para evitar 
repeticiones- las leyes del título 4, que reproducen íntegramente, sin 
cambios substanciales, disposiciones reales que ya se han mencionado en 
las páginas anteriores. 
Se pueden clasificar las leyes de este título 4 en tres grupos: las que 
recogen leyes de la Recopilación de 1680, sin cambiarlas substancial-
mente; las que, recogiendo leyes de la Recopilación, han sufrido varia-
ciones notables introducidas por la Junta codificadora; y las leyes que son 
nuevas, es decir, que no estaban en la Recopilación indiana. Las leyes de 
los dos últimos grupos son las que se incluyen en este apartado. Las del 
último grupo recogen disposiciones posteriores al cuerpo de leyes de 
1680, dadas por Felipe V, Fernando VI, y, sobre todo, por Carlos 111. 
También hay leyes en las que se menciona a Carlos IV «en este Código», 
y otras, conjuntamente de Carlos 111 y Carlos IV «en este Código». 
108 . Decretos Reales de 9 de mayo de 1776 y 7 de septiembre de 1780, citados por 
A. MURO OREJÓN en su Estudio General del Nuevo C6digo de las Leyes de Indias, p. 3 (en 
«Homenaje al Dr. Muro Orejón» , vol. 11, Sevilla 1979, donde se publica íntegro el Libro I 
del citado Código). El estudio del Dr. Muro Orejón es el mejor estudio histórico-legal de 
conjunto del único Libro que salió del Código proyectado. Está dividido en tres partes: 1. De 
la Recopilación al Nuevo Código; 11 . El proceso de formación del Nuevo Código de Indias; y 
III. Estudio del Libro Primero del Nuevo Código de Indias . Dentro de la última parte hay un 
breve estudio particular del contenido de cada uno de los títulos del libro primero. El título 4 
es el segundo -después del 15 , «De los Religiosos»- en cuanto a número de leyes que 
contiene. 
109. Además de los datos que ofrece Muro Orejón en su estudio citado sobre la Junta 
codificadora y la Junta particular creada por Real Orden de 30 de marzo de 1788 para acelerar 
el trabajo de formación del Código, cfr también el trabajo de A. DE LA HERA , La Junta para la 
·correcci6n de las leyes de Indias, en A.H.D.E. 32 (Madrid 1962) 567-580. 
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Cuatro leyes del título 4 nacieron por «consulta» de la Junta codificadora 
(las 2,71,72 Y 76)110. 
El interés que podría tener el estudio detenido de las leyes del Nuevo 
Código Indiano está -entre otras razones- en que este proyecto ha sido 
considerado como «la última y más avanzada expresión técnica del rega-
lismo»lll. 
El libro I -escribe el Profesor De la Hera- recoge la abundante 
legislación borbónica «que a lo largo de todo el siglo XVIII, había venido 
a incorporarse de hecho a las leyes recopiladas en 1680; el historiador 
encuentra en él la misma utilidad que en un cedulario de iniciativa privada, 
con la gran ventaja de su excelente técnica, su notable sistemática y su 
esfuerzo por concordar las discordancias. El Nuevo Código es, en efecto, 
una compilación de toda la legislación borbónica sobre el gobierno 
eclesiástico de América; prácticamente, ninguna de las leyes dictadas en 
esta materia por los monarcas del XVIII dejó de ser tenida en cuenta, 
recogiéndose muchas de ellas literalmente, y habiendo otras experimenta-
do variaciones que con frecuencia se anotan y señalan por los propios 
compiladores» 112. 
Cuando la Junta del Código terminó su tarea en 1790113 , de los que la 
componían sobresalía Francisco Leandro de Viana, Conde de Tepa ll 4, a 
1 10 . En las rúbricas de las leyes, se indican si se recoge íntegramente una ley de la 
Recopilación de 1680, si ha sido variada, o si es una ley nueva . Se indican también la 
procedencia y otros datos de interés. En el título 4, la Junta del Código había clasificado de la 
siguiente manera las 77 leyes que contiene: 9 de la Recopilación, sin cambios; 35 variadas; 
y 33 nuevas . Aquí se indicarán las discrepancias y errores que ha habido en esta clasificación 
de la Junta. 
1 11. A. DE LA HERA, El Regalismo, 140. 
1 12 . IDEM, La legislación del siglo XVIII sobre el patronato indiano, en «Revista 
Chilena de Historia del Derecho», 6 (Santiago de Chile 1970), p. lOO. 
113 . Cfr A. MURO OREJÓN, Estudio General, 37-43, donde reproduce la Consulta que la 
Junta dirigió a Carlos IV el 2 de noviembre de 1790. En este documento se resume con 
pormenorizada precisión todo el proceso de formación del cuerpo legal. 
1 14. En el mismo estudio de MURO, se encuentran datos acerca de los componentes de la 
Junta durante sus diversas etapas, y una breve información biográfica de cada uno. El Conde 
de Tepa, Consejero de Indias desde 1776, fue designado miembro de la Junta codificadora el 
primero de enero de 1782. «Tepa era un regalista a la vieja usanza (tipo Solórzano o 
Salgado), convencido de que toda la base del derecho real -derecho que es ni más ni menos 
que el de Vicario Pontificio para todo lo no dogmático, etc.-, está en las Bulas de 1493; 
piensa como pensaban en el XVII. La debilidad de sus argumentos, aparentemente los más 
duros, es evidente en un siglo en que triunfa ( . .. ) la teoría de las regalías de la Corona como 
tal Corona, sin intervención papal concesoria. Estas regalías representan un peligro mayor 
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quien se suele imputar en buena parte el «regalismo subido» de que 
adolece -como dice De la HeraJ 15_ el libro 1 del Código carolino. Se 
mencionará al Conde de Tepa varias veces en las páginas siguientes. 
Las leyes del título 4 del libro primero del Nuevo Código de Indias, 
que en cierto modo significan alguna novedad, se expondrán en tres 
grupos. Primero, aquellas que no pretenden más que aplicar con mayor 
intensidad los decretos del Concilio Tridentino y los posteriores de los 
Pontífices Romanos, en especial los del siglo XVIII. A continuación, una 
buena parte de las leyes tendrán como denominador común su fundamen-
tación en el principio vicarial. Si fuese cierto que el Conde de Tepa 
imprimió fuertemente su cuño doctrinal en la tarea legislativa de la Junta 
codificadora, el gran número de leyes de este segundo apartado sería una 
prueba más de esta influencia intensa suya. En último lugar, se expondrán 
las leyes que, a mi modo de ver, contienen verdaderas innovaciones que 
pugnan con la libertad y jurisdicción de la Iglesia, introducidas por los 
codificadores de Carlos III. Como se verá, es el grupo que contiene el 
menor número de leyes -sólo siete de las 77 que incluye el título 4-, Y 
que en su mayor parte regulan materias de escasa importancia práctica. 
No cabe duda de que Carlos III fue un Rey decididamente regalista; y 
que en el primer libro del Código que bajo su impulso se hizo para las 
Indias concretó varios aspectos de su regalismo, que considero, sin 
embargo, quizás más «conservador» en comparación con las muchas 
ideas claramente avanzadas de sus consejeros y aun de ideólogos anterio-
res. Carlos III -escribe Rodríguez Casado refiriéndose a la Península-
creyó que era su obligación «defender lo que consideraba sus derechos, 
con el mismo afán que Carlos V o Felipe II lucharon por conservar y 
aumentar los suyos. Hay, sin embargo, una buena diferencia entre lo que 
aquellos reyes pretendían, y lo que él consideraba equitativo. El tiempo no 
pasa en vano, y como los sucesores de Felipe II , sin variación percepti-
para la Iglesia que el Vicariato, tan caro al Conde de Tepa, al cambiar de eclesiástica a civil la 
base jurídica de la potestad Real en lo eclesiástico. Y precisamente lo que hacen Lanz y 
Porlier, con mucha habilidad es aprovecharse del extremismo de Tepa para ir consiguiendo de 
los otros vocales que voten leyes en apariencia moderadas, en realidad regalistas al nuevo 
estilo de la Ilustración». A. DE LA HERA, La «Junta para la correcci6n, 572 . 
l 15 . lbidem, 575: «Es decir , que el regalismo subido de que éste adolece es atribuible en 
buena parte a Tepa, habiendo el Libro 1, de resultas del triunfo del Conde y de su tendencia 
.ideológica, resultado inaceptable o al menos excesivamente escandaloso, tal como juzgó 
Azara a otro documento de igual índole, el Concilio IV Mexicano» . 
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ble, siguen todos la misma línea de conducta, y las 'victorias' sobre Roma 
se suceden, con escasos intervalos de retroceso, Carlos III sostiene un 
número más importante de regalías, cuya mayor parte, además, había 
conseguido Fernando VI que fueran reconocidas por el Pontífice, de 
forma explícita, en el Concordato de 1753»116. 
Si tenemos en cuenta que el triunfo a favor de las regalías que supuso 
para la Península el Concordato de 1753 no fue significativo en cuanto se 
refiere a la Iglesia en Indias, parece razonable no exagerar al hablar del 
regalismo indiano del siglo XVIII, como algo nuevo. Sin duda, tiene 
importancia la Cédula Real de 14 de julio de 1765, en la que por primera 
vez un Monarca español, oficial y públicamente, se proclamó Vicario 
delegado del Romano Pontífice 1 17 , y que serlo es para la Corona «una de 
las más preeminentes regalías» . Pero que las regalías mayestáticas sean 
inherentes al poder real, «por su propia naturaleza, algo por tanto irre-
nunciable e imprescriptible, como atributo de la soberanía; 'atributo 
inseparable de su absoluto poder real' ... 'derecho inherente a la sobera-
nía'»" 8, es una idea que tenían ya sus propugnadores por lo menos en el 
siglo anterior. Por ejemplo, Pedro Frasso ya hablaba en este sentido 
cuando decía que 
«in causis autem coram Ecclesiastico legitime formatis, quando 
Supremus saecularis Princeps, aut ipsius Senatus, ad vim, 
injuriam, et violentiam tollendam, se interponit, non ex hoc pro-
venit fonte; sed ah altiori dimanat radice . Eo namque casu juri 
auxilii, defensionis et patrocinii petitus, et vocatus Princeps, tam-
quam Supremus temporalis potens, et valens, ut dicunt Zevall... 
Torreblanc ... ve! pro Regia excellentia ... per extrajudicialem notio-
nem, virtute politicae, seu oeconomicae naturalis potestatis, quae 
116 . V. RODRloUEZ CASADO. Iglesia y Estado en el Reinado de Carlos 1//. en «Estudios 
Americanos» . 1 (Sevilla 1948) 6 . 
117 . Cfr A. DE EGAÑA , La teorfa del Regio Vicariato Español en Indias. Roma 1958. 
p. 256. Es la ley NCI , 1, 2 . l. Cfr también A. DE LA HERA. La legislación, 105 y s. 
118 . A . DE LA HERA. La legislación. 109. Cfr también su otra obra. El Regalismo. 126. 
Cita a M. GIMÉNEZ FERNÁNDEZ. Las Regaifas mayestáticas. 802. Dice MJ . DE AYALA. Notas a 
la Recopilación de Indias (2 vols .• obra incompleta. transcripción y estudio preliminar de 
1. MANZANO MANZANO . Madrid 1945). t. l. p. 121: «El establecer. y declarar las Regalías 
corresponde a la suprema autoridad de los Príncipes . El Sr. Crespi .. .• Ripoll . De Regalibus. 
Cap. 1°, n° 11 . Los quales fundan que todos los Derechos que los Reyes se reservan. se dicen 
Regalías» . 
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eo, divinoque jure in Supremo ipso Principe, et per eum in Magi-
stratibus suis residet. . . ; hoc enim secum trahit Regum offi-
cium»119. 
Con estas palabras, Frasso fundamentaba la regalía del Rey -y de 
sus ministros, por delegación real- de intervenir en el ejercicio de la 
jurisdicción eclesiástica no por concesión del poder eclesiástico, sino más 
bien de una raíz más elevada: el Derecho Divino Natural. Por eso, consi-
dero acertado lo que afirma Rodríguez Casado: «la defensa de las regalías 
de la Corona no constituye ninguna iniciativa de Carlos 111, y sus minis-
tros. La heredan de los gobiernos anteriores, como también se heredan los 
argumentos empleados en su defensa» 120. Lo que hicieron los legistas del 
siglo XVIII fue desarrollar -con poca originalidad- las ideas de Solór-
zano, Frasso y otros autores del siglo anterior. 
B. Aplicación del Derecho Canónico 
La ley 2121 es nueva, pero no hace más que aplicar el Breve conce-
dido por Pío VI el 16 de mayo de 1783 sobre las informaciones de vita et 
moribus de los presentados para los obispados. 
Se hace un síntesis de varias disposiciones anteriores - Autos 
Acordados y Resoluciones Reales a Consultas del Consejo- en la 
119 . FRASSO, 1, 37, 29-30 . Se podría ver los antecedentes de las regalías en el ius 
regalium que, en sus orígenes, como institución típicamente feudal, referente al derecho de 
investidura, constaba de la «regalía de guardianía» -el derecho del Soberano a percibir las 
rentas de los obispados vacíos situados en su dominio y durante el tiempo de la vacación-
de la «regalía de presentación» -el derecho de nombrar a los titulares de los beneficios-. 
Este derecho se fue extendiendo poco a poco a los diezmos, rentas y prebendas eclesiásticas 
y otras actividades y materias , dando lugar al denominado ius nominandi, al ius exclusivae, 
al ius spolii, al exequalur regio, al ius appeLLandi, etc ., que constituirían más adelante, en 
buena parte , el contenido material del regalismo. Sin embargo, lo que antes se adquiría o por 
concesión de la Iglesia al poder secular, o exigidos otras veces por éste sin título suficiente, 
llegó a considerarse por no pocos juristas, a partir del siglo XV, como derechos imprescrip-
tibles de la Corona, a los que ni los mismos soberanos podían renunciar (cfr. P. PERLADO, 
voz Regalismo, aspecto jurídico, en la «Gran Enciclopedia Rialp», 1974). Es este mismo 
camino el que recorrió Frasso para llegar a sus afirmaciones. 
120 . V. RODRÍGUEZ-CASADO, Iglesia y Estado, 10. 
121 . NCI, 1, 4, 2: «Faltando Nuncio o Legado Apostólico se guarde el Breve de Pío VI en 
las informaciones de vita et moribus de los presentados». 
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ley 4 122 que ya se recogieron en remisiones al final del Título 7 del primer 
libro de la Recopilación de 1680. Con la ley 6123 se concretó una antigua 
práctica prevista por la Santa Sede sobre las personas que debían asistir a 
las consagraciones episcopales en Indias. 
Se favorecía a la jurisdicción episcopal en la ley 18, donde se admitía 
que se continuara la práctica de que los Obispos pudieran hacer procesos 
contra los miembros del Cabildo «por sí solos, y sin adjuntos, exceptuan-
do únicamente las iglesias que tuvieren y exhibieren en forma auténtica 
privilegio apostólico», aprobado por el Consejo de Indias. Las disposicio-
nes del Concilio Tridentino sobre esta materia podrían considerarse com-
patibles con esta leyl24. 
A la Rec. Ind., 1, 7,2, se introdujeron en el Nuevo Código cambios 
que no son más que explicitaciones de una práctica ya habitual en Indias, 
que no contradecían al Derecho Canónico. La novedad que introdujo la 
NCI, 1, 4, 11 al tema de la pertenencia de la cuarta episcopal al Obispo 
después delfiat del Papa, consiste en concretar lo que pasaría si el Obispo 
renunciara al obispado poco después; al final, trata de los Obispos que no 
residieran personalmente en su sede episcopa)l25. Estas disposiciones 
- por no haber sido objeto de legislación pontificia concreta - no parece 
que contradijeran el Derecho Canónico. Más bien tenían una cierta función 
instructiva o ilustrativa para las circunstancias particulares de las Indias126• 
Lo mismo podría decirse de las leyes 50 127 ,51 128 ,52129 Y 53 13°. 
122. NCI, 1, 4, 4: «Los Obispos electos se consagren en Indias con los demás que se 
ordena». 
123. NCI, 1, 4, 6: «La consagración de los Obispos en Indias se haga como previenen 
las Bulas que se citan». 
124 . NCI, 1,4, 18: «Los Prelados procedan contra sus capitulares sin necesidad de 
adjuntos» . Vid . CONC TRIO ., ses . 6, de reform., cap. 4 . 
125. NCI, 1,4, 11: «Los frutos pertenecen a los Obispos desde el fiat de Su Santidad, 
con lo demás que se ordena». 
126. Cfr. AJ. GONZÁLEZ ZUMÁRRAGA, op. cit., 215. Cita a F. SUÁREZ, De legibus, IV, 
XI, 16: «Si vero non sunt contrariae (canonibus), poterunt deservire per modum 
instructionis, non per modum juris». 
127. NCI, 1, 4, 50: «Los Prelados se arreglen sobre cobrar, o no, de los párrocos cuartas 
funerales y de oblaciones u obvenciones, a lo que esta ley expresa» . 
128. NCI, 1, 4, 51: «Los Obispos que puedan percibir cuartas funerales, las perciban en 
caso de renunciar sus mitras como en esta ley se declara». 
129. NCI, 1, 4, 52: «Los Obispos que fueren trasladados de unas iglesias a otras y 
pudieren percibir cuartas funerales las lleven hasta que se verifique el fiat de su traslación». 
130. NCI, 1, 4, 53: «Ningún Obispo de los que pueden percibir cuartas funerales lo haga 
del tiempo de la vacante de su antecesor hasta el fiat de Su Santidad» 
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En las leyes 69131 y 75 132 , sólo se trataba de una explicitación por el 
legislador civil de la legislación canónica. En concreto, para que el provi-
sor y el promotor fiscal de los Tribunales eclesiásticos tuvieran las cuali-
dades requeridas por el el Concilio de Trento y los Breves pontificios. 
Sobre todo, que fuesen ordenados in sacris. Otra ley -la 68 133 -
aplicaba la legislación canónica sobre las visitas pastorales de los Obispos 
a las capellanías colativas y sobre la exacción de la cuota destinada a la 
dotación del seminario conciliar. 
C. Ejercicio del Vicariato Regio 
El Regio Vicariato está manifiesto en las leyes que siguen. No nos 
toca tratar de esta práctica regalista en este estudio; es un abuso que varios 
autores han tratado ampliamente l34 • Se recogen a continuación las leyes 
del proyecto de Código Indiano -en su título sobre el episcopado- en 
las que el principio vicarial sirve de fundamento doctrinal (aunque también 
lo era en varias leyes del apartado anterior) y donde no se ve una 
pretensión explícita de aplicar el Derecho Canónico. 
l. Gastos en consagraciones episcopales 
Con un perceptible sabor jansenista - además de vicarialista - , en la 
ley 7135, que es nueva, sacada de una disposición de Fernando VI, se 
legisla sobre los gastos que hicieran los Arzobispos y Obispos de Indias 
en los actos que acompañaban su consagración episcopal. Se pedía que 
evitaran la profusión y los gastos superfluos, 
131. NCI, 1, 4, 69: «Los Arzobispos y Obispos, no tengan religiosos por provisores, 
con lo demás que se declara». 
132. NCI, 1, 4, 75: «Los Prelados no pongan fiscales sino promotores». 
133. NCI, 1, 4, 68: «Los Diocesanos visiten las capellanías que hubieren caído en 
regulares, o comunidades religiosas». 
134. Cfr especialmente A. EGAÑA, La teoría del Regio Vicariato, siguiendo a P. DE 
LETURIA, El Regio Vicariato de Indias, o el apostolado seglar en los Reyes de España, en 
«Revista de la Exposición misional española» (Barcelona 1929) 625-630. Cfr. también 
A. DE LA HERA, El Regalismo. 
135. NCI, 1, 4, 7: «En las consagraciones de los Prelados se excuse toda profusión y 
gasto inmoderado». 
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«sin permitir se hagan otros que los muy moderados y precisos, 
como corresponde a lo sagrado de semejantes actos, y es conforme 
al espíritu de la Iglesia: y mandamos a nuestros Virreyes, Audien-
cias y Gobernadores nos den cuenta de cualquiera exceso que 
notaran en esta materia». 
Que la Junta codificadora, a través de Carlos IV recogiera la Cédula 
de Fernando VI que se cita en esta ley, es revelador del espíritu que 
reinaba en aquel cuerpo legislativo: una desconfianza en los eclesiásticos, 
acompañada por un paternalismo e intervencionismo intenso que es un 
aspecto del llamado Vicariato Real en Indias, y cierto influjo jansenista, 
que se adhería al prejuicio de una Iglesia puramente espiritual y sin 
manifestaciones externas, y lo imponía como el espíritu que se debía vivir 
en la Iglesia y en los asuntos eclesiásticos. 
2. Fijación de límites diocesanos 
La Rec. Ind., 1, 7, 3 -sobre la demarcación de las diócesis india-
nas- fue variada en la ley 13 del Nuevo Código. No es una variación 
substancial; más bien precisa lo ya dicho en la Recopilación de 1680. 
Después de derogar los límites demasiado concretos e inflexibles que la 
ley anterior había fijado, se dice: 
«pues habiendo justas causas de necesidad, utilidad o conveniencia 
para dividir, o erigir nuevos obispados se hará y ejecutará la 
división o erección correspondiente, guardando la forma que pre-
viene la ley 6, título 5, de este libro»I36. 
Con el mismo principio vicarial del siglo anterior se introduce una 
mejora técnica a la citada ley, haciéndola más flexible. 
3. Licencias para oratorios privados 
La ley 21 del Nuevo Código I37 es nueva y está basada en la 
136. NCI, 1,4, 13: «Los Obispos se arreglen a los límites señalados, o que señalaren a 
sus diócesis, con lo demás que se expresa». La indicación final debería decir ley 2, que es la 
siguiente (NCI, 1, 5, 2): «Ley 2. En la creación de nuevos obispados se guarde y observe la 
forma que en esta ley se establece» . 
137. NCI, 1,4,21: «Los Prelados conceden licencias para oratorios, y en cuanto a 
capillas rurales con consentimiento de los vicepatronos». 
438 DEOGRACIAS ROSALES SANTOS 
legislación tridentina. Versa sobre las licencias para oratorios privados y 
capillas rurales. En Trento se había concretado l38 que el Papa puede dar la 
facultad para erigir oratorios privados en casas particulares, con ciertas 
condiciones y sin perjudicar los derechos parroquiales, dejando lo demás 
a los Ordinarios. Para el caso de España, el Nuncio Apostólico concedía 
licencia para la creación de oratorios, pero sólo provisionalmente, durante 
seis meses, en cuyo período de tiempo se podría obtener de la Santa Sede 
la licencia más estable139 • Sin embargo, una de las condiciones que se 
ponía para que se concediera el indulto pontificio era la aprobación o 
licencia previa del Ordinario, aunque éste no podía denegar aquella licen-
cia si el oratorio tenía todos los requisitos que pedía el indulto pontificio, 
pues, el Ordinario no tiene potestad de limitar las concesiones del Sumo 
Pontífice. Y si un Obispo denegara injustamente la licencia, o una vez 
concedida la revocara sin causa justa, el Arzobispo - u otros Superio-
res- podía obligarle a que la concediese l40 • 
Teniendo en cuenta esto, se comprende que lo que se dispone en la 
ley 21 está de acuerdo con el Derecho Canónico, y respeta la jurisdicción 
episcopal en esta materia, como es patente cuando se dice que los Obispos 
no deben dar el pase a algunos Breves que, sin su previo informe-o 
licencia- se hubieran recibido de Roma, aunque tuvieran el pase del 
Consejo. Sin embargo, se ve una vez más el patronato privilegiado, o 
mejor la práctica vicarial, en las palabras que cierran esta ley: «y por lo 
que mira a capillas rurales procedan los Ordinarios con sólo el acuerdo y 
consentimiento de nuestros vicepatronos» 141. La ley 21 tuvo vigencia en 
Indias a través de la Cédula de 25 de abril de 1787142 • 
138. CONC. TRIO. ses . 22, de observandis et evit. in celebrat. Missae; también la 
Encíclica Magno de Benedicto XIV de 2 de junio de 1751, cit., en BOUIX, n, 132-133. 
139. Cfr. J. TEJADA, CoLecci6n de Cánones (Madrid 1863), IV, 238. 
140. Vid. BOUIX, n, 132-133. 
141 . Para subrayar que esta frase no es nueva, se podría citar algunas palabras de una 
R.C. de 1 de junio de 1654 (en FRASSO, n, 63, 8): «Queremos, y mandamos, que no se erija, 
instituya, funde ni constituya Iglesia Cathedral, ni Parroquial, Monasterio, Hospital, Iglesia 
votiva, ni otro lugar pío, ni religioso, sin consentimiento expreso nuestro, o de la persona 
que tuviere nuestra autoridad, y veces para ello». 
142. En MATRA YA, 1455 (también BELEÑA, 1, 568): «Que los Virreyes, Arzobispos, etc. 
guarden la ley del nuevo Código, en que se establece el ocurso a los Ordinarios respectivos, 
para la concesión de Oratorios privados, y por lo que mira a capillas rurales, procedan los 
Ordinarios con el acuerdo y consentimiento de los Vice-Patronos». 
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4. Fundación de obras pías 
En el siglo anterior Carlos 11 se preocupaba por la lamentable 
situación económica de muchos de sus vasallos en las Indias, imputándola 
a que un excesivo número de ellos se dedicaban al servicio de Dios, 
haciéndose religiosos, religiosas, o eclesiásticos, y abandonando los tra-
bajos seculares. Aunque en la ley 66 no se expresa exactamente la misma 
preocupación, sin embargo el Rey Carlos IV ahora incluye en el Nuevo 
Código una ley nueva 143 
«para prevenir en tiempo los males que amenazan a nuestros 
vasallos de las Indias con la anejación perpetua de sus fondos». 
El Rey declara su suprema e independiente soberanía sobre los bienes 
de sus vasallos «sujetos a contribuciones», diciendo que le compete la 
facultad de poner límites a las disposiciones en beneficio común, y «la 
obligación de proteger y defender los referidos bienes». Por lo que 
ordenaba 
«que ni por testamento, ni por donación, ni por título alguno se 
funden capellanías, aniversarios, ni otras cualesquiera obras pías 
sobre fondos rústicos, ni urbanos, sin nuestra expresa Real licen-
cia, a consulta de nuestro Consejo de Cámara, so pena de nulidad, 
y de privación de oficio a los escribanos que autorizaren tales 
instrumentos». 
Para obtener la licencia real, debía preceder 
«la justificación correspondiente ante los Arzobispos de la libertad 
de dichos bienes, y de la necesidad de las fundaciones, o de la 
utilidad que de ellos puede resultar a la iglesia, para que en vista de 
estas justificaciones los Presidentes de nuestras Reales Audiencias · 
oyendo previamente a sus Fiscales, Nos informen lo que les pare-
ciere, y Nos determinemos aquello que estimemos conveniente». 
Con esto queda claro que dependía completamente del poder secular 
-de los Fiscales, Presidentes de las Reales Audiencias y del Rey- la 
fundación de cualquier obra pía sobre los fundos rústicos. 
143 . NCI, 1, 4, 66: «No se funden capellanías sobre fondos rústicos ni urbanos, sino 
con las calidades que se expresao». 
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En la ley que sigue l44 , se protege por el Rey el derecho de patronato 
de los particulares súbditos suyos y de sus herederos contra la posible 
«intromisión» excesiva de los Prelados diocesanos. En Rec. Ind., 1, 6, 
43, previa licencia del Rey, se concedía el patronato a particulares que 
fundasen en Indias «monasterio, hospital, ermita, iglesia, u otra obra de 
piedad», y respetaba la jurisdicción que según el ius patronatus tenían los 
Arzobispos y Obispos . Ahora, en la ley 67 del Nuevo Código, se trataba 
de evitar que los Ordinarios proveyeran de libre colación a los beneficios 
fundados por particulares sin tener en cuenta la voluntad de su fundador o 
sus herederos. También se pedía a los mismos Prelados 
«que no perciban los frutos caídos en la vacante de dichas 
capellanías colativas, ni dispongan de ellos, después de cumplidos 
los cargos de misas, sino que los reserven a los parientes de los 
fundadores provistos en ellas para que los perciban». 
Al final se mandaba a los Virreyes y otros jueces que vigilaran «para 
que así lo cumplan los Diocesanos» . Una vez más, la desconfianza hacia 
los miembros del episcopado en Indias se expresa en la vigilancia que se 
imperaba ejercieran los ministros reales. 
5. Bienes de expolios 
Varias leyes de la Recopilación indiana se funden en la ley 12. 
Además, en esta nueva ley, se mejora la redacción . Se llega a más detalle, 
se precisan los términos y se expone con orden la regulación acerca de los 
bienes de expolios de los Arzobispos y Obispos . Sigue esta nueva ley 
-en su mayor parte- lo establecido en la Ordenanza Real para el 
establecimiento e instrucción de Intendentes del ejército y provincia de 
Nueva Españal45 en los puntos que tratan acerca de los expolios. 
Por el Concordato de 11 de enero de 1753, los expolios se aplicaron 
perpetuamente en los reinos españoles -no ya para la Santa Sede-, a 
los usos piadosos que prescribían los Sagrados cánones. La Sede Apostó-
144. NCI, 1, 4, 67: «Los Diocesanos no provean como de libre colación las capellanías 
vacantes fundadas por particulares, sin fijar edictos». 
145. NCI, 1,4,12: «Forma que se ha de guardar en los bienes de expolios». La citada 
Ordenanza se recoge en su mayor parte en BELEÑA, 11, Y es de 4 diciembre 1786. Los puntos 
que aquí interesan de esta Ordenanza son los números 225-229. 
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lica concedió al Monarca español la facultad de aplicarlos -a través de las 
personas eclesiásticas que eligiera el Rey -, a las necesidades de las 
iglesias en todo lo que se refiriese al culto - teniendo en cuenta la renta de 
sus fábricas-, ya otras obras pías I46 • En este sentido debe entenderse, a 
mi modo de ver, lo que se dice en la ley 12: 
«El residuo líquido que resultare de dichos expolios, verificado 
el pago de deudas y satisfacción de todas las cargas, se entregarán 
prontamente a la respectiva iglesia catedral guardando lo que por 
nuestras Reales Cédulas, sobre esta materia, les tengamos encar-
gado, o en adelante dispusiéramos». 
Los otros puntos regulados por la extensa ley 12 son, a lo más, una 
nueva redacción de lo que ya se había establecido en la Recopilación de 
1680, en Cédulas posteriores 147 y en las citadas Ordenanzas. 
6. La enseñanza 
En un ejercicio bien intencionado del llamado Regio Vicariato, 
también se dieron leyes acerca de la enseñanza de los habitantes de Indias: 
en concreto, de la tarea catequética que fue una de las preocupaciones 
principales de los Reyes para las Indias 148. 
La ley 42 149 , que recoge parte del Tomo Regio de 21 de agosto de 
1769, encarga a los Arzobispos y Obispos 
146 . Cfr AYALA, Notas, 1,164. 
147 . Cfr. también las Cédulas que menciona AYALA (Notas, 1, 1, 37): de 30 diciembre 
1692, 9 mayo 1712, 2 julio 1727 Y 20 marzo 1707. Esta última es una aplicación y 
concreción de NCI, 1, 4, 12. Una explicación del principio en que se apoya esta ley podría 
verse en NCI, 1, 7, 13: «Los jueces eclesiásticos no conozcan sobre validación de testa-
mentos y facción de inventarios, aunque sean clérigos los testadores, con lo demás que se 
expresa» (L.N. Don Carlos III en Aranjuéz a 27 de Abril de 1784. Don Carlos IV en este 
Código). Aclara que «siendo la testamentificación un acto civil sujeto a las leyes reales, y el 
testamento un instrumento público que tiene en ellas prescrita la forma de su otorgamiento 
sin diferencia de testadores eclesiásticos o legos», por esta razón adjudica toda la competen-
cia sobre testamentos a la jurisdicción civil. 
148. FRASSO (11, 87, lO) cita un Rescripto Regio de 29 diciembre 1587, en el que se 
dice: «Entre las otras cosas tocantes al buen gobierno de esas provincias, la que más me 
solicita y persuade (habla el Rey) a continuo cuidado, es el deseo de que con mucha perfección 
se asiente y exercite en esas partes la predicación Evangélica, y administración de los Santos 
Sacramentos, doctrina y enseñamiento de los Indios» . 
149 . NCI, 1, 4 , 42: «Los Diocesanos celen la enseñanza de la doctrina, proporcionando 
a los fieles los correspondientes catecismos». 
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«que celen con el más diligente cuidado la enseñanza de la 
doctrina cristiana como materia tan importante al servicio tIc Dios, 
y propia de su ministerio pastoral». 
El Rey, después de recordar a los miembros del episcopado indiano 
ese deber que les incumbe por encargo divino, sigue -en ejercicio de su 
oficio vicarial- con una exhortación a que los ordinarios hicieran «el 
encargo más estrecho a los curas y doctrineros» sobre la enseñanza de la 
doctrina cristiana. 
y añade un mandato concreto: proporcionar a los fieles «los 
catecismos que estuvieren legítimamente aprobados en los Concilios 
Provinciales». Quiero advertir que sin aprobación real, no se publicaban 
las actas de estos Concilios 150; además en sus sesiones asistían los 
representantes del Rey para impedir el perjuicio de las regalías 151. Por la 
misma razón, los ministros reales revisaban todo lo contenido en estos 
catecismos; y si faltaran éstos, se recomendaba 
«el catecismo romano llamado del Concilio; igualmente que los 
catecismos puestos en las lenguas naturales de los indios, a fin de 
que todos nuestros vasallos reciban la pura y Santa Doctrina de la 
Iglesia con uniformidad, y con la autoridad conveniente, como se 
previno en nuestra cédula, o Tomo Regio de 21 de Agosto de 
1769, que es la ley 1.a, título 6.°, de este libro»152. 
150. Por ejemplo, el primer Concilio Provincial de Manila (1771) no se aprobó por 
Carlos I1I, y por esta razón no se publicó oficialmente. Cfr. P. BANTIGUE, The Provincial 
Council ofManila of 177/, Washington D.e. 1957. 
151. Cfr. NCI, 1, 6: «De los Concilios Provinciales y Sinodales» con 14 leyes, y Rec. 
Ind., 1, 8. Cfr V. RODRfGUEZ-CASADO, Iglesia y Estado, 28. 
152 . MATRAYA, 916, resume este Cédula de 21 agosto 1769. Recogemos la parte que 
corresponde a NCJ, 1, 4, 42, haciendo notar que en ella también el Rey aprovechaba la 
ocasión para que se favoreciera su jurisdicción en Jndias: 
«V. Que se arregle al Catecismo Romano uno, escrupulosamente extractado de él, por 
autoridad del Concilio provincial, de quien los fieles reciban la sana Doctrina de la Iglesia. 
VI. Que con la misma escrupulosidad disponga Catecismos en las lenguas naturales de los 
Indios, que tanto interesa a la salvación de los fieles y neófitos de aquellos dominios . 
VII. Que siendo estrechísima la obligación de los Párrocos de explicar el Evangelio y 
rudimentos de la Doctrina Christiana a los feligreses, arregle el Concilio el tiempo y forma 
de hacerlo precisamente, a lo menos en los días festivos. 
VIII. Que conforme a lo mandado por Cédula de 12 de Agosto y 18 de Octubre de 1768, 
prohiba el Concilio, y cada Diocesano en su Obispado, que se enseñen Doctrinas Laxas, y 
menos seguras, restableciendo la enseñanza de las divinas letras, Santos Padres, y Conci-
lios, e infundiendo el amor y respeto al Rey, y superiores, como obligación tan encargada 
por las divinas letras. 
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También con relación a la enseñanza de la doctrina cristiana, se 
incluyó otra ley, la 64, en el Nuevo Código l53, que -aunque se indica 
como nueva- ya estaba en la Recopilación indianal54. Sin embargo, en la 
ley 64 a los Arzobispos y Obispos indianos se encargaba, además, la 
revisión diligente del estado de las escuelas de lengua castellana durante 
sus visitas pastorales 
«especialmente en los pueblos de indios, y propongan a los 
Virreyes y Gobernadores los medios que juzgaren más eficaces 
para su fomento; igualmente que para entablarlas donde no las 
hubiere, como que de esto depende la enseñanza de la doctrina 
cristiana, cuyo objeto debe ser de los más importantes de sus 
santas visitas». 
7. Visitadores eclesiásticos 
Algunas leyes tratan de los Visitadores eclesiásticos. La ley 54155 , 
que varía la Rec. Ind., 1, 7,24, no contiene ninguna novedad substancial. 
Todo lo que se introdujo en ella ya estaba en la Recopilación de Indias. 
Por ejemplo, la frase entre paréntesis «excusando lo posible el nombrar a 
las dignidades, canónigos y demás prebendados de sus iglesias, y a los 
curas de sus obispados», está de acuerdo con varias leyes de la Recopi-
lación indiana acerca de la obligación a la residencia de estos clérigosl56. 
Al final de la ley 54, se puso con mayor detalle la información acerca 
de las visitas que debía enviarse al Consejo de Indias: 
IX . Que establezca la asistencia del Clero de cada Parroquia a los divinos oficios en los 
días festivos, con el cargo de ayudar todos sus individuos ya en el altar, ya en el coro, y en 
las explicaciones de Doctrina». 
1 5 3. NCI, 1, 4, 64: «Los Prelados examinen el estado de las escuelas, con lo demás que 
se previene». 
154. Rec. Ind., 1, 13,5: «Que los Curas dispongan a los indios en la enseñanza de la 
lengua española, y en ella la doctrina Christiana» . 
155. NCI, 1,4,54: «Los Prelados visiten sus diócesis, y cuando nombraren visitadores 
sean cuales conviene». 
156. Por ejemplo, Rec. Ind., 1, 11, 1, que es la NCI, 1, 11, \O: «Los prebendados residan 
en sus iglesias, con lo demás que se expresa». Y Rec. Ind., 1, 13, 1, que es la NCI, 1, \3, I 
con variaciones: «Los curas y doctrineros residan en sus parroquias» . Cfr también Anexo, 
NCI, 1, 4, 46: «Ningún cura falte a residir en su feligresía con motivo de necesitarle el 
Obispo para servir algún empleo de su dignidad, o persona, o el de regentar alguna cátedra» . 
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«y que en dichas visitas procuren instruirse de los nombres, 
número y calidad de los pueblos de sus diócesis y de sus vecin-
darios, de sus naturalezas, y el estado y progresos de las misiones, 
de las conversiones vivas, y de las nuevas reducciones, y que con 
toda esta individualidad y la expresión de los demás que condujese 
al pleno conocimiento de tan importante asunto, Nos informen, 
siempre que den cuenta de haber hecho sus respectivas visitas, 
remitiendo testimonio íntegro de ella, para que en vista de lo que 
hubieran proveído y remediado, y de lo que será bien, tengamos 
entera noticia, proveamos lo conveniente». 
Era ya el espíritu de la ley en el siglo anterior cuando por vez primera 
se promulgó. Ayala157 anotó varias observaciones, de las cuales nos 
interesa especialmente la siguiente, en la que hace un elogio objetivo de 
los informes de las visitas: 
«y aunque no previene de quanto en quanto tiempo las devan 
executar, ya por sus personas propias, o por los que nombren 
visitadores a causa de sus enfermedades, y crecidas edades que se 
las imposiviliten, deven practicarse de tres en tres años, no sólo 
para el fin que se expresa, y que sirva al Consejo para proveer de 
remedio en lo que de ellas resulte necesario, sino también porque 
dan noticia del territorio, frutos, y particularidades que ilustran el 
conocimiento para otras providencias, no sólo en la Disciplina 
Eclesiástica, sino también en las temporales, de manera que son 
del mayor aprecio, como de personas tan caracterizadas, y respon-
sables a Dios en sus testificados Informes: Por tanto, deven los 
Secretarios del Consejo tener colectadas todas las visitas en sus 
Departamentos, y aún deverÍan estas estar guardadas en el Archivo 
secreto de él, para uso quando se ofreciese, e instruirse cada uno 
de sus Ministros, cotejando la diferencia de las variedades de unos 
años a otros» 158 • 
La ley 58 reforma la Rec. Ind., 1, 7,26. Sin embargo, las novedades 
que se añaden -aunque no explícitamente enunciadas en la ley de la 
Recopilación de 1680- siguen el espíritu que animaba la ley reformada. 
157. Notas, 1, 7, 24. 
158. A continuación, hace un largo elenco de los informes de visitas que se contienen 
·en el índice de su Miscelanea. 
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En primer lugar, la Junta codificadora había incluido la siguiente adver-
tencia l59 : 
«sin embargo de cualesquiera uso, o costumbre que se intente 
alegar por 10 pasado , debiendo tener entendido los Prelados y 
cabildos que Nos descargamos nuestra Real conciencia, con el 
serio y el estrecho encargo que en tan importante asunto les 
hacemos» . 
Es una cláusula frecuente en las leyes del primer libro de la Recopi-
lación indiana. Considero que los codificadores del proyecto de Nuevo 
Código sintieron necesaria su inclusión para mejorar la precisión de esta 
ley, y porque la costumbre de «llevar aprovechamientos ilícitos de las 
visitas» había llegado a ser muy arraigada en Indias. Al final, se incluyó 
una cláusula en defensa de los indios: 
«y si algunos Prelados, o visitadores, intentaren lo contrario, 
nuestros fiscales, salgan a la voz y defensa de ellos (los indios) y 
pidan que lo contenido en esta ley se cumpla y ejecute, y para ello 
se den las provisiones necesarias». 
Conociendo el título -ya antiguo- del Rey y de sus ministros de 
defensor de los indios, esta cláusula no presenta novedad alguna. 
Es el mismo caso en cuanto a la «innovación» que se halla en la ley 
60, que mejoraba la Rec. Ind., 1, 7,29 160 • Se manda que los doctrineros 
no ejecutasen los gastos que se exigieran de los indios, 
«ni permitan que hagan gastos de enramadas 161 , u otros cuales-
quiera, con motivo de entrar, o salir, de sus pueblos los provin-
ciales, u otros Prelados religiosos, ni menos permitan que los 
indios se ocupen en recibir o despedir a dichos provinciales o 
Prelados» . 
Esta cláusula, añadida por los correctores de las leyes de Indias, no 
hace más que señalar un detalle donde un abuso se había concretado, 
manteniendo sin cambio notable el espíritu de esta ley. 
159 . NCI, 1, 4, 58: «Los visitadores eclesiásticos no lleven aprovechamientos ilícitos, 
como se ordena». 
160 . NCI, 1,4,60: «Las Audiencias despachen provisiones sobre que no echen derramas 
a los indios para los Prelados y visitadores» . 
161. «Enramadas» : es el adorno formado de ramas de árboles , con motivo de alguna 
fiesta . 
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Antes de dejar el tema de las visitas veamos brevemente lo que la ley 
65 162 revisó de la Rec. Ind., 1, 7, 28. Además de abreviar est~ ley, se 
añaden las palabras «Arzobispos», «Obispos», «demás jueces eclesiás-
ticos», «de las misas, sufragios» y «en cuyo cumplimiento únicamente 
deben entender» (que sustituye la frase «pues sólo les toca la execución de 
los testamentos»). Estos cambios sólo pretendían completar y precisar la 
ley, pues a los Obispos incumbía primariamente lo relacionado con estas 
materias, sin que la disciplina tridentina excluyera la posibilidad de 
observar lo que las leyes civiles dispusiesen sobre las materias mixtas. 
8. Moral pública 
Pasemos a examinar las innovaciones vicarialistas que se introdujeron 
en el proyecto de Nuevo Código indiano, ahora en leyes acerca de la 
moral pública. 
Mostrando su preocupación por la vida moral en Indias, Carlos IV 
incluyó como ley 27 la siguiente l63 : 
«Para evitar los graves perjuicios espirituales y temporales que 
pueden resultar de la concurrencia de personas de uno y otro sexo 
a procesiones nocturnas: Rogamos y encargamos a los Arzobispos 
y Obispos de nuestras Indias, que en observancia de los repetidos 
Concilios provinciales y diocesanos prohiban se hagan procesio-
nes de noche». 
Considerada dentro de un contexto vicarial -e incluso meramente 
real- , no veo objeción alguna a que el Rey pidiese la cooperación de los 
Prelados para alcanzar esta pretensión. Además, con un sentido que 
podríamos denominar «pastoral» que -después de siglos de haber ejer-
cido los Reyes la jurisdicción eclesiástica, ayudados por consejeros ecle-
162 . NCI, 1,4,65: «Los Obispos y visitadores no den esperas en causas pías». 
163. NCI, 1, 4, 27: «Los Arzobispos y Obispos cuiden de que no se hagan procesiones 
de noche con los demás que se expresan» . FRASSO (1, 59, 54-59) recoge algunos Rescriptos 
Reales sobre procesiones, que también se citan por VILLARROEL en GEP, 1, VI, 13,20, dados 
en Valladolid a 3 de abril de 1610, y en Madrid a 17 de febrero de 161 l . Hablan de la 
jurisdicción del Rey en remediar las controversias en materia de procesiones en general, y de 
las precedencias, asistencia, privilegios y cumplimiento por eclesiásticos y seglares de lo 
que mandó el Concilio de Trento acerca de esta materia . Esta «jurisdicción» real se basa, 
como está claro, en el principio vicarial. 
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siásticos - llegó a «tener» el Rey, le hizo añadir a esta disposición la 
siguiente prohibición: 
«que concurran hombres y mujeres en horas irregulares a las 
parroquias con pretexto de ejercicios espirituales, expidiendo órde-
nes muy estrechas a los curas y doctrineros para el cumplimiento 
de esta ley. Y mandamos a nuestros Virreyes, Presidentes, 
Audiencias y Gobernadores, que la observen, guarden y hagan 
ejecutar en la parte que les toca». 
En otra ley, también acerca de la moral pública, se nota una acotación 
de la jurisdicción eclesiástica. Es la ley 28, y habla de bailes y demás 
diversiones públicas l64 • Esta breve ley declara que 
«el permitir y prohibir los bailes y diversiones públicas toca a 
nuestra Real jurisdicción, sin que la eclesiástica pueda impedir de 
ningún modo, sino tan solamente representar a nuestros jueces 
cualesquiera excesos o inconvenientes que se advirtieren para que 
los remedien, y de no hacerlo dar cuenta a los tribunales superio-
res, o a nuestro Consejo en caso de omisión». 
Con estas palabras, el Rey quiso que su regalía para permitir y 
prohibir diversiones públicas no se menguase por injerencias de la juris-
dicción eclesiástica. Excluye, por tanto, esta materia de las cuestiones 
mixtas, limitando a los eclesiásticos a 10 que pudiera hacer cualquier 
ciudadano: indicar los inconvenientes que advirtieran al poder secular, que 
reclama exclusiva jurisdicción en esta materia. 
Las variaciones que se introdujeron por dos leyes -la 44 y la 45-
sobre el castigo de clérigo son principalmente el remitirles a otras leyes del 
mismo libro primero del Código de Carlos 111. La ley 44165 , que reforma 
Rec. Ind., 1, 7, 12, se remite a seis leyes de otros títulos; leyes que no 
contienen innovaciones que pugnan con el Derecho Canónico, aunque sí 
recogen prácticas regalistas ya antiguas, como el recurso de fuerza, la 
164. NCI, 1, 4, 28: «Sobre bailes y demás diversiones públicas se observe lo que esta 
ley expresa». En el mismo sentido está la R.C. de 2 de abril de 1760 que recoge BELEÑA (1, 
108), Y la resume así: «Que los Obispos puedan prohibir generalmente los Bayles provoca-
tivos y deshonestos próximos a la ruina espiritual; pero en ningún caso tienen potestad para 
que se acuda a ellos por licencia, ni para toros ni comedias, por ser propio de la Regalía 
concederlas» . 
165. NCI, 1, 4, 44: «Los Prelados castiguen las culpas de los sacerdotes doctrineros 
conforme a esta ley». 
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remoción por concordia y el auxilio del brazo secular. Al mismo tiempo 
que está manifiesto el principio vicarial en estas seis leyes, en Ull ; ( de ellas 
se manda el cumplimiento de tres Bulas de Benedicto XIVI66. 
A la Rec. Ind., 1,7,34, se había añadido en la NCI, 1, 4, 45 una serie 
de remisiones a otras leyes del Nuevo Código '67 . Como se desprende de 
la misma rúbrica de la ley 45, no se habían introducido cambios impor-
tantes. 
9. El Obispo, vasallo del Rey 
Detengámonos, por ahora, en la ley 1 del título que nos ocupa en este 
capítulo, para tratar de una frase que se añadió en su comienzo. Al hablar 
del juramento de «fidelidad» al Rey que debían hacer los Arzobispos y 
Obispos antes de que se les dieran las ejecutoriales, la primera ley del 
título 4 empieza así: 
«Todos nuestros vasal10s sin excepción de los Prelados eclesiás-
ticos están obligados por derecho divino y natural a guardar y 
cumplir las obligaciones inherentes al vasal1aje». 
Para ver que ya en el siglo anterior se consideraba que los Prelados 
eclesiásticos eran vasal10s del Rey y por eso obligados a obedecerle, cita-
remos a Vil1arroel quien, después de aclarar qué es ser vasal1o, y que 
aquel10 es un «título honroso» dice que 
«la raíz del vasal1aje ha de consistir en la jurisdicción, que ha de 
reconocer para lo civil, y criminal, en el Señor, y obedecerle en lo 
que le mandare, que es en cosas distintas»I68. 
166. En la NCI, U, 16, 17: «En la provisión y remoción de religiosos doctrineros se 
guarde lo que esta ley previene». En ella, se manda observar las Bulas de Benedicto XIV, la 
Firmandis y Cum alias (9 junio 1753). 
167. NCI, 1, 4, 45: «Los Prelados castiguen a los clérigos y doctrineros culpados en 
tratos y granjerías». De las ocho remisiones que hace esta ley, solo una es nueva: La NCI, 1, 
12, 7: «Recayendo en clérigos algunas minas sigan en su labor, según se declara», y es la 
única que «favorece» a los clérigos. En las últimas dos remisiones de la ley 45, parece que ha 
habido un error: en vez de decir «título 16», debe decir «título 15» . 
168 . GEP, 1, 1, 8, 6. En los nn. 9 y 10, añade: «Parece que el Obispo (y sea éste el 
argumento primero) no puede ser vasallo, porque es absolutamente exento en lo criminal, y 
en lo civil, de la jurisdicción Real, y teniendo el vasallaje, como queda dicho, su raíz en esta 
forma de sujección al Rey, no parece que queda en él rastro de vasallaje ( ... ) El segundo 
argumento se deduce de la Dignidad altísima de los Obispos, y Sacerdotes, a quien la Sagrada 
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Más adelante, añade como primera conclusión: 
«Los Obispos no son vasallos, no siendo señores temporales, 
con todas las obligaciones, que tienen los verdaderos vasallos a 
sus Reyes ... porque si el vasallaje cabal se compone de la 
sujección en el juicio, y la obediencia en el mando, y entonces es el 
Rey enteramente Señor, cuando ejerce el mero imperio, cuando 
juzga y cuando manda, no teniendo jurisdicción sobre el Obispo, 
para juzgarle en lo civil, ni en lo criminal, por su notoria exención, 
es punto cierto, que en consagrando Obispos, le falta una grande 
lista de vasallo». 
Pero lo que más nos interesa es lo que añade como conclusión 
segunda: 
«El Obispo natural de España, y de cualquiera otra Provincia de 
su Corona, se puede, y debe llamar vasallo de nuestros Reyes 
Católicos ... Por esta parte pueden traerse Covarrubias, y 
Alzedo ... , y en la forma que los llaman vasallos ellos, lato voca-
bulo, no podrá contradecirlo hombre que tenga seso. Pero yo 
tengo por de tan grande autoridad ser vasallo de mi Rey, que llevo 
por opinión, que puede llamarse el Obispo así con toda propie-
dad ... Aunque falte en el Rey la jurisdicción, y fuerza coactiva, 
basta que resida en él la prerrogativa de poderles mandar, para que 
los Obispos sean verdaderos vasallos»'69. 
Hace una analogía con el matrimonio para explicar lo que quiere 
decir; que el matrimonio, aunque no llega a ser consumado, sigue siendo 
matrimonio con toda propiedad: así en este caso. 
«Que mucho que llame yo propiamente vasallo de su Rey al 
Obispo; si aunque de los dos fines a que se encaminó el vasallaje, 
falta el primero, que es la jurisdicción, sí queda el segundo, que es 
poderle el Rey mandar»170. 
Vuelve otra vez a esta cuestión páginas más adelante: 
«La obligación en que los Obispos de España están a su Rey por 
la presentación, y por el beneficio singular de queremos elegir, 
Escritura llama repetidamente Reyes ( . .. ) Y parece que vasallos y Reyes, son términos 
repugnantes» . 
169. lbid., nn. 22-24. Probará en las páginas siguientes que los Reyes pueden mandar a 
los Obispos . 
170. lbid., nn. 26-33. 
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induce en los Prelados una justa sujección, que podría atreverme a 
llamarla vasallaje. Y en virtud de este reconocimiento deben los 
Obispos, antes de salir para sus obispados, besar a su Rey la 
mano, y hacerle especial reverencia» 171 • 
«y si recurrimos al origen de los vasallos, hallaremos grandes 
señales de vasallaje en los Obispos 172. Porque si los Señores 
(lIamémosles así) de los Clientes, debían defender, y amparar sus 
huéspedes, o recomendados, esto hacen los Reyes, especialmente 
con los Obispos». 
Después de citar a Salgado y el Derecho antiguo, añade: 
«y el Santo Concilio de Trento en la Bula a los Príncipes Cris-
tianos, en su recomendación, que está al fin de él, los reconoce por 
Protectores de la Iglesia, y de los Eclesiásticos» 173. 
Finaliza, antes de aducir otras pruebas de la Sagrada Escritura y de 
los Padres, con el reconocimiento de que el Obispo es, en cierto sentido, 
vasallo del Rey: 
«Por corona de esta disputa, será forzoso, que por ( ... ) Predi-
cador, y ( ... ) Obispo, por lo que me autorizó con ser Vasallo, por 
la obligación natural, y por las mercedes que he recibido de mano 
de mi Rey, a que he correspondido un poco, cuando me ha arras-
trado el afecto a dilatarme tanto en este Artículo; con letras Sagra-
das, y con la autoridad de los Padres, hablaremos en la reverencia, 
que se les debe a los Reyes» 174. 
Con el testimonio de Villarroel, se comprende que las palabras que la 
junta codificadora introdujo en el comienzo de la ley 1 -por iniciativa del 
Conde de Tepa175 - expresan una idea que ya estaba presente en el siglo 
171. Ibid., n. 53 . En el n. 50, se leen unas palabras que de algún modo podrían explicar 
tanto obsequio hacia el poder real: «y cuando otros títulos bastaran, es bastantísimo el de 
Legado (del Romano Pontífice); y confiesan los Doctores (cita, entre ellos, a Solórzano), que 
en estas Indias gozan, en cierta forma, del título de Legados nuestros Reyes». En el n. 24, 
cita a Salgado, que presupone que los clérigos, Obispos, Arzobispos y otros Prelados 
eclesiásticos son vasallos, y deben «observare oboedientiam, fidelitatem, reverentiam et 
venerationem Regi, et Domino suo». 
172 . Ibid., n. 75. 
173. Ibid., n. 77 . 
174. Ibid ., n. 79. 
175. El voto de Tepa fue aislado, contra la mayoría de los componentes de la Junta. 
Fundaba el Conde en el vasallaje, declarándolo de Derecho divino y natural, el juramento de 
fidelidad al Rey. Incluye en el deber de cumplir las obligaciones de vasallos por ese Derecho 
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anterior. Que fuese obligación «por derecho divino y natural» se podría 
desprender de los razonamientos que daba ViIlarroel; incluso aducía textos 
de la Sagrada Escritura y de los Santos Padres. Aunque la mayoría de los 
miembros de la Junta no concordaba con estas palabras, triunfó, a la 
larga, la propuesta minoritaria. «Probablemente, al desdoblarse la Junta 
en particular y plena, y quedar aquella prácticamente en manos de Tepa, el 
Conde introdujo en el texto legal la frase por él preferida, y ésta pasó 
luego a través de la Junta plena», ya notablemente modificada y no 
estando algunos miembros importantes de los años anteriores l76 • 
10. Bulas del <<fiat» 
También, aplicando el pretendido Vicariato Regio, se había regulado 
en la ley 3177 el trámite que debía seguirse en la cuestión de las Bulas del 
fiat. Es «nueva», y manda al ministro real en Roma que, después de la 
aceptación por el Romano Pontífice de los presentados por el Rey para 
obispados de Indias, 
«recoja las Bulas del fiat, y las consultas, y las remita sin pérdida 
de tiempo a nuestro Consejo de la Cámara, para que viéndose en 
«divino y natural» la obligación también de respetar el Real Patronato (aunque no lo dice 
explícitamente, considero que Villarroel también opinaba así) . Los otros miembros de la 
Junta codificadora no estaban de acuerdo con esa formulación tan audaz que proponía el 
Conde de Tepa. Querían fundar la obligación en la costumbre, que pensaban era más seguro, y 
evitaría «disputas y cavilaciones» (A.G.I., Indiferente General 1653, fols. 84-87, cit., por 
A. DE LA HERA, El regalismo, 168-171) . De la Hera habla del poco convencimiento que los 
demás miembros de la Junta tuvieron de sus propias doctrinas. «Porque sin duda -dice, en la 
p. 172- que se contiene una fuerza en la costumbre, como fuente del derecho. Pero ni es tan 
grande como pretenden, y menos en el derecho de la Iglesia, ni tan inmemorial la que pudiera 
haber en el de Indias, hasta el punto de haberse perdido sus orígenes. La razón de este 
esfuerzo de la Junta estriba, a nuestro modo de ver, en la falta de fundamento que no pueden 
menos de reconocer en la obligación de jurar que imponen a los Obispos. Se da cuenta la 
Junta de que el juramento en cuestión no es un mero juramento de respetar el Patronato, sino 
de respetarlo según lo entiende el regalismo ( ... ); y en la seguridad de que ningún derecho 
divino ni natural -como quiere Tepa- abona la imposición, 'pierde en la obscuridad del 
tiempo más remoto' -por obra de la Junta- su origen la Regalía de exigir el juramento, 
convertida en un derecho real que ellos no 'declaran', sino 'reconocen' 'evitando disputas y 
cavilaciones que quedan preocupadas con la sencilla referencia a que siempre así se ha 
observado'» . 
176. [bid., p. 173 . 
177. NCI, 1,4,3: «Luego que se despachen las Bulas del Fiat se remitan por el Ministro 
del Rey en Roma a la Cámara de Indias» . 
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él, y no encontrándose cosa alguna que se oponga a nuestras 
regalías, les dé el pase en la forma que se acostumbra». 
Aunque la formulación de esta leyes nueva, el espíritu que movía a 
defender celosamente las regalías y el ejercicio del pase no son nuevos, 
como se puede ver en esta misma ley en sus palabras últimas «en la forma 
que se acostumbra». 
11. Notificación de censuras 
En igual sentido, tampoco es nueva la ley 73 178 , que recoge substan-
cialmente dos leyes de la Recopilación de 1680, la 1, 7, 18 y la 1, 10, 3. 
Los únicos cambios son: unas referencias a otras leyes del Nuevo Códi-
go, y una explicitación de que no se enviaran notarios sacerdotes cuando 
hubiera necesidad de ir a las casas de los Ministros del Rey para 
notificarles de censuras en que pudieran haber incidido. Se encargaba a 
los Arzobispos y Obispos y jueces eclesiásticos, que ellos mismos - y no 
sus notarios- fuesen a las casas de los ministros del Rey para que, con 
urbanidad, les notificaran y, en su caso, les absolvieran de las censuras 
discreta y sencillamente. Con ello, sólo se pretendía 10 que ya se había 
insistido en épocas anteriores: el respeto a la dignidad del funcionario real; 
en concreto, equiparándole al Arzobispo, u Obispo, o juez eclesiástico. 
12. Los aranceles 
Aunque con la ley 77 179 se ha variado Rec./nd., 1, 7, 43, no cambia 
substancialmente lo dispuesto en esa ley del siglo anterior. La novedad 
que se introduce es que en esta ley que habla de los aranceles, después de 
establecer que los Prelados hicieran observar lo dispuesto en Trento y 
señalado por aranceles «legítimamente aprobados», se dice: 
«en la cobranza de los derechos parroquiales, curiales y de visita, 
y finalmente que donde no hubiere aranceles aprobados para el 
arreglo de aranceles de 10 que se despacha por sus secretarías de 
178. NCJ, 1, 4, 73: «Se observe lo que esta ley dispone sobre el modo de notificar 
censuras y conceder las absoluciones». 
179. NCJ, 1, 4, 77: «Los Prelados y ministros eclesiásticos guarden los aranceles, las 
Audiencias lo hagan ejecutar y los Virreyes y justicias informen se cumple». 
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Cámara y gobierno, los formen de nuevo, distinguiendo con 
claridad los casos y cosas en que sólo se debe cobrar el costo del 
papel y de lo escrito y los pasarán a nuestras Audiencias Reales 
para su examen y aprobación las cuales nos darán cuenta en 
nuestro Consejo»180. 
Como se puede ver, se someten al examen y aprobación de las 
Audiencias Reales los aranceles que formarán ex novo los Prelados. La 
Rec. Ind., 1, 7,43, que se variaba por la ley 77, ya contenía el principio 
de que el Reyes competente para legislar, controlar y revisar las cobran-
zas que los eclesiásticos hicieran a los vasallos del Rey e Indias, bajo el 
título de protección que el Monarca ejerce sobre sus súbditos. 
D. Innovaciones que pugnan con la jurisdicción eclesiástica 
Expuestas las leyes del Código carolino que, siendo nuevas, sólo 
pretendían la aplicación del Derecho Canónico, y aquellas otras que se 
fundamentaban en el principio vicarial - y por tanto no son nuevas desde 
el punto de vista de su apoyo doctrinal-, presentemos, por último, siete 
leyes que se introdujeron por la Junta codificadora que pugnan con la 
jurisdicción y libertad eclesiásticas. Se debe advertir que estas siete leyes 
nuevas son del reinado de Carlos III, aunque todas ellas sólo se incluye-
ron en el Nuevo Código cuando ya reinaba Carlos IV. 
Así, lo que caracteriza estas siete leyes es el celo acendrado por 
asegurar y defender las «regalías» del Monarca español. En ellas se hace 
patente el esfuerzo por conservar, aumentar o descubrir nuevas regalías, 
siempre -como también en muchas leyes del siglo anterior- en detri-
180 . y sigue: «teniéndose presentes la ley 9, título 6; la 13, la 7, título 17; y la 38 , 
título 20, de este libro». Estas leyes citadas se resumen así: 
- NCI, 1, 6, 9: "En los Concilios provinciales se hagan aranceles de los derechos que 
han de percibir los eclesiásticos por sus ocupaciones y ministerios» (ley variada de la Rec. 
Ind.). 
- NCI, 1, 13, 13: «Sobre no llevar a los indios derechos parroquiales, se observe lo que 
esta ley expresa» (ley nueva, recogiendo dos leyes de la Rec . Ind .). 
- NCI, 1, 17, 7: «Los curas y doctrineros guarden los Concilios, costumbre legítima y 
aranceles en los derechos que han de llevar a los indios que administran» (Recoge Rec. Ind ., 
1, 18, 10). 
- NCI, 1, 20, 3: «Se invierta el importe de unas y otras vacantes en los fines piadosos 
que esta ley expresa» (ley nueva) . 
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mento del ejercicio por la autoridad eclesiástica -desde Roma o en 
Indias- de su legítima jurisdicción. Veamos cada una de estas leyes 
innovadoras. 
l. Cláusulas preservativas de las regalías 
«Común es en todos los Arzobispos y Obispos, así de las Indias 
como de otras tierras, la obligación de no entrar en posesión de sus 
Obispados antes de hacer profesión de la Fe, y especial juramento de 
. prestar, o guardar fidelidad al Romano Pontífice» 181. 
La obligación de hacer el juramento especial de fidelidad al Papa es el 
objeto de la ley 5. Esta ley, que recoge una disposición de Carlos lB de 
30 de enero de 1781 182 , agregó un apéndice al juramento, que llamaba «el 
juramento de sumisión y obediencia» a la Santa Sede l83 . Incluida por 
Carlos IV en el Código, la ley 5 dice así: 
«Declaramos, que el juramento de sumisión y obediencia que pres-
taren los Arzobispos y Obispos electos de los reinos de nuestras 
Indias a la Silla Apostólica al tiempo de su consagración, sea y se 
entienda conforme a derecho, y con arreglo a las cláusulas preser-
vativas de nuestras regalías que se contienen y especifican en la 
certificación que se les despacha por Secretaría al tiempo de dar el 
pase a las bulas, y que añadan la fórmula siguiente con que finaliza 
dicha certificación: Iy juro y prometo guardar todo lo sobredicho 
sin perjuicio del juramento de fidelidad debida al Rey nuestro 
señor y en cuanto no perjudique a la regalía de la Corona, leyes del 
reino, disciplina de él, legítimas costumbres, ni a otros cualesquie-
ra derechos adquiridos. Asi me ayude Dios». 
181. SOLÓRZANO, Poi. Ind., IV, 6, l. 
182. Cfr A. DE LA HERA, El Regalismo, 177. 
183. No lo llama «juramento de fidelidad». Con este criterio, se manifiesta el deseo de 
no admitir una fidelidad del Prelado al Papa, existiendo ya la del súbdito al Rey . La Junta 
codificadora explicaba su criterio, diciendo: «por ser más correspondiente a la calidad de la 
materia de que se trata, así como el primero (juramento de fidelidad, del que se trata en NCI, 1, 
4, 1) es más propio para significar el vínculo de vasallage hacia el Señor Natural» (A.G.!., 
Indiferente General 1653, fol. 104, en A. DE LA HERA, ibid., 176). Con estos términos, se 
daba la impresión de frialdad y lejanía al hablar de las relaciones de «sumisión y obediencia» 
del Obispo con el Romano Pontífice, en comparación con la «fidelidad» y relación cuasi-
paternal con el Rey. 
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Los legisladores se interesaban por este juramento, que era estricta-
mente canónico, orientándolo hacia la conservación de las regalías del 
Monarca español «contra lo que en perjuicio de ellas pueden los Electos 
haber jurado a título de obediencia a la Silla Apostólica»184. El juramento 
de 'sumisión y obediencia' al Romano Pontífice se imponía seriamente 
por la Santa Sede. Se concedía facultad al Obispo consagrante para 
recibirlo, y si fuese negligente, incurría en la suspensión de su ministerio, 
y tanto él como el consagrado en la suspensión de la administración 
espiritual y temporal de sus respectivas diócesis 185 . Por esta razón, como 
184. De las actas de la Junta, ibid., 177 . 
185. Cfr G. PORRAS, Iglesia y Estado en Nueva Vizcaya (/562-182/) , Pamplona 1966, 
147. Recoge el texto del juramento que se solía utilizar por los Obispos de Durango, que es el 
siguiente (de A.G.I. , Guadalajara 546): «Yo, N., Electo Obispo de Durango, desde ahora en 
adelante seré fiel y obediente a San Pedro, a la Santa Iglesia Apostólica Romana, al Señor N. 
Papa Nuestro Señor, y a los que le sucedan canónicamente; no seré autor por obra, consejo, 
ni consentimiento de que pierdan la vida o algún miembro, ni de que sean malamente aprisio-
nados ni de que se pongan de ningún modo violentamente las manos en ellos, ni se les haga 
ninguna injuria con ningún colorido ni pretexto. No revelaré a nadie lo que me confiaren por 
sí, o por sus Nuncios, o Letras, sabiendo Yo que es en perjuicio de ellos . Les ayudaré a con-
servar y defender contra qualquiera persona el Pontificado Romano, y las regalías de San 
Pedro. Trataré honrosamente a los Legados de la Silla Apostólica, y les prestaré auxilio en lo 
que necesiten a su ida y vuelta . Procuraré conservar, defender, aumentar y promover los 
derechos, honores , privilegios y autoridad de la Iglesia Romana, del Papa Nuestro Señor, y 
de los enunciados sus Sucesores; ni prestaré mi consejo, obra ni consentimiento para que se 
maquine contra el mismo Papa Nuestro Señor, o contra la misma Iglesia Romana alguna cosa 
siniestra, o perjudicial a la persona, o en detrimento del honor, derecho , estado y potestad de 
ellos; y si supiere o llegare a entender que se maquina, o trata de hacer con efecto alguna de 
dichas cosas por cualesquiera, la impediré en quanto me fuere posible, y daré parte de ello 
quanto antes pueda comodamente al mismo Papa Nuestro Señor, o a otra cualquiera persona 
por cuyo medio puede llegar a su noticia . Observaré con todas mis fuerzas, y haré que se 
observen por los demás, las Reglas de los Santos Padres, y los Decretos, ordenaciones, 
sentencias, disposiciones, reservas, provisiones y mandamientos Apostólicos. Perseguiré, 
e impugnaré en quanto pueda a los Hereges, Cismáticos y demás que fueren rebeldes al Papa 
Nuestro Señor, y a qualquiera de sus Sucesores . Asistiré siempre que fuere llamado al Sínodo, 
a no estar impedido por alguno de los impedimentos Canónicos . Visitaré personalmente y 
por mi mismo cada diez años la Basílica de los Apóstoles, y daré la cuenta debida, al Papa 
Nuestro Señor, y a los mencionados sus Sucesores, de todo lo respectivo a mi Oficio Pasto-
ral, y de todas las cosas que sean de qualquier modo pertenecientes al estado de mi Iglesia, a la 
disciplina del Clero, y del Pueblo, y finalmente a la salvación de las almas, que son confiadas 
a mi cuidado. Y mutuamente también recibiré humildemente, y cumpliré con la mayor puntua-
lidad que me sea posible los insinuados mandatos Apostólicos . Y en el caso de que me hallare 
legítimamente impedido de executar todo lo sobredicho lo desempeñaré por medio de un 
Mensagero cierto con Poder especial mío para dicho efecto, que sea del gremio de mi Cavildo 
o por medio de otra Persona constituida en Dignidad Eclesiástica, o que tenga otra qualquier 
Dignidad, o Personado, y en caso de faltarme todos estos, por medio de un Sacerdote Diocesa-
no; y a falta absolutamente de todo mi clero, por medio de qualquier otro Presbítero Secular o 
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«defensa» frente al juramento, se daba la certificación de la que habla la 
ley 5, que se despachaba por la Secretaría del Consejo al tiempo de dar el 
pase a las Bulas. La certificación contenía «cláusulas preservativas» de las 
regalías, que ponían salvedades y condicionaban totalmente los deberes 
que imponía a los Obispos el juramento «de obediencia», por medio de 
referencias a disposiciones reales de acuerdo con las cuales aquellos 
deberes debían entenderse l86 • Dice De la Hera que «el conflicto, que se 
Regular de conocida probidad y Religión, y que esté plenamente instruido de todo lo que va 
expresado. Haré constar el enunciado impedimento por medio de las conducentes pruebas 
legítimas que serán dirigidas al Cardenal de la Santa Iglesia Romana que fuere Ponente en la 
Congregación del Sagrado Concilio Tridentino, por medio del enunciado mi Mensagero. No 
venderé, ni daré , ni empeñaré, ni gravaré de nuevo, ni enagenaré, de ningún modo las pose-
siones pertenecientes a mi Mesa, aunque sea con el consentimiento del Cavildo de mi Iglesia 
sin el beneplácito del Romano Pontífice. Observaré la Constitución del año del Señor mil 
seiscientos veinte y cinco sobre la prohibición de las investiduras de bienes jurisdicciona-
les , y si llegare a hacer qualquiera enagenación es mi voluntad quedar incurso por el mismo 
hecho en las penas contenidas en la Constitución publicada sobre este asunto . Así me ayude 
Dios, y estos sus Santos Evangelios» . 
186. Para ver cómo se defendían las regalías del Monarca español frente al juramento 
que se ha citado en la nota anterior, veamos la «Certificación del pase de las Bulas expedidas 
a Dn. Josef Antonio Isabella para el Obispado de Comayagua» , fechada en Madrid a 25 de 
agosto de 1785 . (citada por A. DE LA HERA, El Regalismo, 179-183, de AGI, Indiferente 
General 3024) . Como se verá, esta certificación trata de dar justificación a diversas prácticas 
regalistas, algunas de las cuales -como la prohibición de las visitas ad limina y de enviar 
informes del estado de la diócesis directamente a Roma- ya fueron estudiadas en el apartado 
anterior. En esta certificación, se ve que, desde el punto de vista de la Corte de Madrid, el 
juramento al Romano Pontífice no tiene prácticamente ninguna vigencia en América: 
«Dn . Josef Antonio Cornejo Cavallero de la Orden de Santiago del Consejo de S.M. su 
Secretario y Oficial Mayor de la Secretaria de la Nueva España. 
Certifico que habiendo se visto en la Camara de Indias las Bulas originales del Obispado 
de Comayagua, expedidas por Su Santidad a favor de Dn . Josef Antonio Isabella con este 
trasunto autentico de ellas, acordo en 17 del corriente mes de Agosto darlas el pase con la 
circunstancia de que la execusion de la Bula respectiva al juramento de hacer la visita Sacro-
rum liminum y de remitir a Su Beatitud la relacion del estado formal y material de su Iglesia y 
Obispado, debe entenderse con arreglo a lo resuelto por S .M. y prevenido en la Real Cedula 
que generalmente se dirigio a todos los Arzobispos y Obispos de la America con fecha de 10 
de Julio de 1770 y a la formula, o instruccion que la acompaño publicada por la Santidad de 
Benedicto decimo tercio en su Sinodo Provincial del año 1725, en cuya Cedula, sin embargo 
de que la visita de las Basilicas, o Templos de los Santos Apostoles San Pedro y San Pablo 
que se preceptua a los mismos Arzobispos y Obispos en las Bulas que se les expiden quando 
son provistos, segun la forma de la constitucion sixtina, no comprende a los Prelados de 
Indias, dexo S.M. a la conciencia y debocion de los propios Prelados el que la practiquen, 
con tal de que los Poderes que para hacerla remitan a sus Agentes o Procuradores en Roma se 
presenten en el Consejo, a efecto de que hallandolos limitados a solo el acto de la visita se 
les de el pase correspondiente; declarando tambien' el Rey, que en quanto a las relaciones 
del estado material y formal de sus Iglesias cumplen con el juramento, que sobre este asunto 
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considera siempre posible por parte nada más que de Roma, entre el 
Imperio y el Sacerdocio se resuelve en cada caso a favor de los derechos 
hacen los enunciados Prelados al tiempo de su consagracion, dando cuenta a S.M. como lo 
executaban del expresado acto, pues por su Real mano se podra instruir a Su Santidad, 
siempre que lo tenga por conveniente; a cuyo efecto no las deben embiar a Roma, sino al 
mismo Consejo, al qual dirijan igualmente todas las Bulas y Breves que sin estar pasadas por 
el, huviesen recivido sobre el expresado asunto, y otros mediante que aunque es muy debida la 
obediencia de los Prelados eclesiasticos y de todos los catolicos a la Iglesia Apostolica 
Romana, y que esta sumision se explique, y manifieste por actos exteriores, no es esencial 
esta diligencia al tiempo, y quando comunmente la practican muchos Prelados, porque la 
ofrecida, y protextada obediencia a la Silla Apostolica, precede como condicion necesaria al 
acto de la consagracion de los Arzobispos, y Obispos, y es asunto muy diverso el hacer aquel 
juramento, y el de executarle en terminos redundantes, o excesivos, de suerte que puedan 
producir alteraciones y perjuicios; pues lo primero es muy conforme al catolico espiritu y 
celo de S.M. y lo segundo no debe tolerarlo por no exponer sus indisputables regalias, y por 
esta razón debe omitirse lo que algunos Prelados ofrecen, y juran de sostener las Regalias de 
San Pedro, y defenderlas contra todo Hombre, por ser un abuso la voz Regalias, y la ex ten-
sion, que incluye la otra frase contra todo Hombre, las qua les se discurre sean tomadas de 
antiguos formularios romanos, y por lo mismo se recela no se hayan estampado por mera 
casualidad, o incuria de escribientes, particularmente quando la diccion Regalias en su propio 
significado, y genuina inteligencia solo compete a los Reyes y Soberanos, y el prometer los 
Prelados defender las de San Pedro, es declararse partidarios de la Corte Romana, y contra 
S.M.C. siempre que el Rey pretenda conservar y mantener sus Regalias y defender reveren-
temente, que el Romano Pontifice no se ingiera en las que siendo peculiares del Imperio, no 
corresponden autoritativamente al Sacerdocio, o Primado Apostolico, sucediendo lo propio 
con el juramento, y promesa, que igualmente hacen los Arzobispos y Obispos de observar y 
mandar las reservaciones y provisiones de la Silla Apostolica pues sin embargo de no ser 
creible, que los mismos ignoren que en las Indias toda presentacion es del Rey, como estos 
terminos incluyen una equivoca, y ambigua significacion es mucho mejor escusarlos, que 
permitirlos, como tambien la promesa, que igualmente hacen de recivir, y tratar con todo 
honor en su ida y buelta a los Legados, o Nuncios de la Silla Apostolica, porque no pudiendo 
darse el caso, de que pase alguno a la America, es superflua esta expresion, a que agrega, que 
en la obligacion, que asi mismo practican de no vender, acensuar, ni pignorar los bienes de 
su Iglesia, y Mesa capitular, sin permiso y licencia del Romano Pontifice, aunque intervenga 
el beneplacito del Cabildo, o Capitulo, suponen, que concurriendo ambas circunstancias, y 
con ellas solas podran los enunciados Prelados enagenar los bienes de su Iglesia, y las pose-
siones pertenecientes a su Mitra, cuya suposicion y aserto es contra las Regalias, derechos, 
y facultades de S.M. y constante a todos, que los Reyes Catolicos son universales Patronos 
de las Iglesias de Indias, que les pertenecen, y hacen suyos todos los diezmos, y que por lo 
mismo tienen obligacion de mantener, y dotar, y estan manteniendo, y dotando las Iglesias, 
a sus sirbientes, los Prelados, Dignidades, Canonigos, etc., de que se infiere, que ningun 
Arzobispo, Obispo ni Cabildo puede practicar especie alguna de enagenacion con los bienes 
de la Mesa Capitular, o Episcopal, aunque tengan el permiso, y consentimiento de la Silla 
Apostolica. mientras no proceda expresa facultad, y licencia del Rey, no debiendo tampoco 
prometer ¡'umo lo han hecho otros Prelados, guardar la constitucion del año de 1625 sobre 
prohibicion de investidura de los bienes jurisdiccionales por no reconocerse esta clase de 
derecho feudal en los Dominios de S.M. en la America, ni poner diccion, clausula, letra u 
acento, que pueda originar disputas, especialmente en un asunto, como el de que se trata; por 
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soberanos, y se pide a los Prelados que tomen posiciones en él , que se 
definan con las reservas exigidas en los juramentos, ya que lo contrario 
sería ponerse de parte de la Santa Sede y contra el Rey. No hay duda de 
que en un caso concreto, y aun en muchos, el Papa puede equivocarse o 
extralimitarse; sin embargo, la declaración de que los Obispos han de 
estar, en principio, por el Monarca y contra el Pontífice, tiene un indu-
dable sabor cismático, ¡.nadvertido quizás para sus autores pero latente en 
su concepción de la Iglesia indiana» 187 • 
La fórmula que imponía la ley 5 que se añadiera al final del juramento 
trataba de que quedara a salvo el juramento de fidelidad al Rey del que se 
habla en la ley 1. Pero no sólo se limitaba a esto. Añade más: que queda-
ran incólumes las regalías de la Corona, leyes del reino -en cierto modo, 
frutos de las regalías del Soberano-, legítimas costumbres y derechos 
adquiridos. Escribe De la Hera: «No pueden referirse estos dos últimos 
apartado a costumbres y derechos adquiridos de orden canónico, en los 
que la autoridad del Papa para disponer es indudable; ha de tratarse en 
consecuencia de costumbres y derechos civiles, a los que se defiende así 
contra la jerarquía eclesiástica, o también de aquella costumbre - y otras 
lo que enterado de todo lo insinuado, y a fin de evitar que el citado juramento, que se preceptua 
al mencionado Obispo por las enunciadas Bulas se pongan clausulas, y voces redundantes, o 
excesivas, que en lo sucesivo puedan ser productivas de dudas, altercaciones, y perjuicios, 
que turben el equilibrio de las dos jurisdicciones Real, y Pontificia (sin hacer memoria de la 
visita Sacrorum Liminum, por ser este un acto de pura debocion en los Prelados, ni ofrecer el 
dar puntual noticia del estado material, y formal, de su Iglesia, respecto de que semejante 
diligencia debe encaminarse en derechura al Rey, como va expresado, para que inteligenciado 
de todo participe a la Silla Apostolica lo que fuere de su agrado, y le pareciere digna de reme-
dio), el que haga el nominado Obispo sea de obediencia y sumision a la Silla Apostolica 
breve, y sencillamente en la misma forma que lo hacen y practican los Arzobispos y Obispos 
en el acto de su consagracion, ese usando en cuanto fuera posible la abundancia de voces, y 
frases, y executandolo en terminos sencillos, breves, y claros, de suerte, que manifestandose 
verdadero hijo de la Iglesia, y obediente a Su Santidad no preste motivo a dejar en disputas 
los derechos incontestables de S .M. ni las preheminencias de su Real Soberania; cuyo jura-
mento debe concluir con las palabras siguientes: Y juro, y prometo guardar todo lo sobre-
dicho sin perjuicio del juramento de fidelidad, debido al Rey nuestro Señor, y en quanto no 
perjudique a las Regalias de la Corona, Leyes del Reyno, disciplina de el, legitimas costum-
bres, ni a otros qualesquiera derechos adquiridos: asi me ayude Dios, y estos sus Santos Evan-
gelios . Y para que conste lo referido doy la presente en Madrid, a 25 de Agosto de 1785». 
18'Z . El Regalismo, 183-184. En esta obra, se trata ampliamente del tema del juramento 
a partir de la página 176. 
EL EPISCOPADO EN EL NUEVO CÓDIGO DE INDIAS DE 1792 459 
similares- en virtud de la cual la Junta justificaba el otro juramento de 
respetar el Patronato» 188. 
2. El uso de la excomunión 
ElIde diciembre de 1782, una Consulta de la Junta a Carlos III dio 
origen a la ley 71 189 que revisó substancialmente. Rec. Ind., 1, 7, 47. 
Carlos IV incluyó esta nueva ley en el Código de 1792, tal como fue 
redactada por la Junta en aquella consulta diez años antes l90 • En esta ley, 
se daban indicaciones a Arzobispos y Obispos sobre el modo que sus 
jueces eclesiásticos debían usar las censuras. 
Comienza haciendo constar los abusos que cometían algunos jueces 
eclesiásticos, que fulminaban censuras 
«sin distinción de causas, y sin observar lo prevenido en el Santo 
Consilio de Trento antes de imponer la tremenda pena de exco-
munión». 
No se puede negar que han existido casos en que se podría compro-
bar esta afirmación de la Junta. Por esta razón el Concilio Tridentino191 
había exhortado a los Ordinarios - sin disminuir de modo alguno su 
derecho y capacidad de imponer toda clase de penas, también las tempo-
rales l92 - que ejercitaran la comprensión y paciencia para apartar a los 
fieles del mal, utilizando el castigo preciso sólo cuando fuese necesario. 
Aprovechando la ocasión no sólo para defenderse de los posibles 
abusos de los jueces eclesiásticos, los legisladores de Carlos III -para 
188.lbid.,p. 188 . 
189. NCI, 1, 4, 71: «Los Arzobispos y Obispos cuiden de que se guarde lo que se 
previene acerca del uso de las censuras». 
190. Cfr AYALA, Notas , 1, pp. 161-162. 
191. CONC . TRIO., ses . 13, de reform ., cap. l . FRASSO (11, 86), decía que se utilizaba por 
los eclesiásticos la excomunión para que se pagaran los salarios de los doctrineros en Indias 
(nn. 13 y 19). En los números siguientes (21, 23-25), trata de que «excommunicationis 
poena in subsidium imponi debet: excommunicationis gladius est sobrie exercendus; excom-
municatio est poenarum maxima: excommunicatio, pro levibus causis non est infligenda». 
192. Debe recordarse que la Iglesia, por ser sociedad perfecta -además de ser autónoma, 
independiente y autosuficiente, y calificable de «ordenamiento jurídico primario»- puede 
imponer d,da clase de penas, en tanto en cuanto sean necesarias para conseguir su fin y 
tutelar el orden social. El que a la Iglesia no le sea dado, de hecho, ejecutar ciertas penas 
temporales, por carencia de medios coercitivos, no quiere decir que no tenga derecho a 
imponerlas. 
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«precaver estos males, y ... sostener nuestra Real jurisdicción, dejando a 
lo eclesiástico dentro de sus justos límites» - avanzaron más allá de su 
justa competencia. Después de aclarar que la pena espiritual de la excomu-
nión debía emplearse sólo para los casos y causas espirituales y mera-
mente eclesiásticas y no en las temporales, «como en las de mixto fuero, 
competencias de jurisdicción 193, Y otras de igual naturaleza». Mandaba 
luego a los Prelados que castigaran severamente a los jueces que hicieran 
lo contrario, además de que «incurrirán en nuestro Real desagrado, serán 
extrañados de nuestros dominios y se les ocuparán las temporalidades». 
De esta ley, lo que más merece nuestra atención son las últimas 
palabras: 
«pues tocando a nuestra soberana potestad la resolución de todas 
las materias y casos dudosos, no es justo permitan el procedimien-
to por censuras, teniendo el recurso legítimo a nuestra Real 
persona por nuestro Consejo Supremo de Indias». 
No es sólo ya el llamado «Regio Vicariato» en su aspecto práctico. Es 
más bien colocar la jurisdicción eclesiástica en una relación de inferioridad 
frente a la soberana potestad del Rey, a quien compete resolver todas las 
dudas y quien es la última instancia, a través de su Consejo de Indias. 
Aunque este modo de considerar las relaciones entre las dos jurisdicciones 
no era completamente nuevol94 , apareció con más frecuencia en este siglo. 
La ley 72 que sigue 195 puede recordarnos la ley 5 de este mismo 
título. Dice la cláusula final: «sin ofender nuestras supremas regalías y 
jurisdicción», después de hacer observar los verdaderos cánones y sanas 
193. El 8 de diciembre de 1786, se dio una R.C. que sigue esta misma línea. BELEÑA (1, 
203) la resume así: «Que los Provisores y Jueces Eclesiásticos en los casos de Competencia 
con los Magistrados Reales no conminen al primer Oficio con la pena de excomunión mayor 
ipso Jacto incurrenda ni de multas pecuniarias, pues deben usar del regulado y prudente méto-
do de Exhortos con la moderación y templanza tan recomendada por el Concilio de Trento y 
por la Ley de Indias en quanto a imponer censuras y penas pecuniarias a los legos, aun en los 
casos que para ello tengan jurisdicción indisputable; cuyas disposiciones obran con mayoría 
de razon respecto de los Jueces Reales, por ser mucho mayores los inconvenientes que deben 
recelarse de su inobservancia con perjuicio de la pública tranquilidad. Que los Alguaciles 
Porteros y demás Ministros de Justicia no hagan prisioneros por orden de los Jueces Ecle-
siásticos sin que preceda a lo menos mandato verbal del Corregidor, a quien incumbe impartir 
el auxilio quando convenga, que deberá hacerlo conforme a lo dispuesto por la Ley». 
194 . Cfr FRASSO, 1, 37, 7 Y s., Y otros autores de su época que encargaban a la potestad 
real la resolución de las dudas en competencias civiles y eclesiásticas. 
195. NCI, 1, 4, 72: «Los Prelados y jueces eclesiásticos no libren censuras contra las 
Reales Audiencias» . 
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doctrinas. Por esta misma razón, esta cláusula la interpretamos como 
aquella que paralelamente se establecía en la ley 5. Por sanas doctrinas se 
entenderían aquellas que puedan interpretarse a favor de las regalías y 
jurisdicción del Monarca. 
No pongo objeción a la pretensión central de esta ley, que es evitar la 
excomunión de los ministros reales «en cuerpo de Audiencia», pues no es 
éste el espíritu con que se debe imponer la excomunión. Pero tampoco se 
debe corregir un error con otro error: el «remedio del derecho hasta el 
extrañamiento y ocupación de temporalidades»; aunque su empleo ya era 
frecuente en las épocas anteriores. 
3. El consentimiento del poder secular 
En las tres leyes que siguen, se tratan de materias eclesiásticas que se 
someten al consentimiento o aprobación del poder secular. 
La ley 70 196 , que incluye en el Código como «nueva» ley el Real 
Decreto de Carlos III de 16 de julio de 1784, versa sobre el nombramiento 
de los Provisores de los tribunales eclesiásticos. Pone como finalidad de 
sus disposiciones el decoro de los Obispos, el «mayor acierto y seguridad 
de sus provisores y vicarios generales», y el «beneficio de nuestros 
vasallos a quienes han de administrar justicia». Con estas palabras, no se 
puede esconder una fuerte conciencia vicarialista por parte del Rey. 
Concreta el modo de informar sobre los nombramientos de proviso-
res: Si éstos estuvieran en España, se debía dar noticia al Consejo de 
Cámara; y si ya estuvieran en Indias, al Virrey o Presidente de la 
Audiencia, y éstos al Consejo de Cámara. Es este Consejo el que trans-
mitía al Rey las calidades de los candidatos, para que éste diera su 
aprobación. Pero esto incluía la posibilidad de dar su veto en caso en un 
«legítimo reparo», para que el Arzobispo u Obispo propusiera otra 
persona. La novedad que surge en esta leyes el posible control absoluto 
que podía ejercer el Rey sobre los nombramientos de provisores y 
vicarios generales de los Ordinarios. Esta ley tuvo vigencia en Indias por 
196 . NCI , 1, 4, 70: «Del nombramiento de provisores se dé noticia como en esta ley se 
ordena» 
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una Cédula Real de 4 de agosto de 1790197 . Y en otra de 10 de agosto de 
1796198 , el Rey ejercía de modo general la «regalía» que había ¡1,1quirido, 
mandando al Virrey de Lima que no admitiera ni aprobara en lo sucesivo 
nombramiento de Provisor, que hicieran los Obispos «en Curas actuales 
de alguna parroquia». 
En otra ley nueva, la 48, este ejercicio del control por parte del poder 
secular sobre el eclesiástico se estableció en el tema de la ley de la 
residencia de los sacerdotes con cura de almas. Otra vez, vemos el 'Regio 
Vicariato' concretado en un detalle más. Sin embargo, su ejercicio en esta 
materia no es del todo novedoso. Ya se había visto en la Recopilación de 
1680 un control por parte del Rey y sus ministros sobre la residencia de 
los Obispos y de los demás clérigos con cura de almas. La ley 48 199 , 
después de mencionar lo que había previsto el Concilio Tridentino sobre 
la concesión de licencia para ausentarse a los curas por parte del Ordinario 
(nótese que la ley se dirige sólo a los Arzobispos: pero parece que ha sido 
por inadvertencia: incluimos también a los demás Ordinarios), «por el 
preciso término de Jos dos meses ... participen estas licencias por noticia 
simple a los respectivos vicepatronos, a quienes debe constar de dichas 
ausencias»200. En e] contexto de] Vicariato Regio, no es nuevo y es 
totalmente lógica tal participación del vicepatrono. Pero en lo que sigue, 
no bastaba el mero informe al vicepatrono sobre la ausencia: para periodos 
mayores que e] bimestre conciliar, se preceptúa -para la validez de ]a 
licencia del Ordinario- la anuencia y consentimiento de Jos vicepatronos: 
«pero si la licencia excediere del bimestre Conciliar hayan dichos 
Prelados de participarIa formalmente a nuestros vicepatronos con 
manifestación de las justas y precisas causas que para ello inter-
vengan, justificadas en autos, o en otra manera equivalente, y para 
197. La resume así MATRAYA, 1623: «Que los Virreyes, Arzobispos, etc . observen la 
ley formada por la junta del nuevo Código, en que se encarga a los Arzobispos y Obispos, que 
quando eligieren Provisores y Vicarios generales, que se hallaren en los Reynos de España, 
den noticia al Consejo; pero si se hallaren en las Indias den noticia del nombramiento a los 
Virreyes y Presidente, con cuya aprobación se pondrán en posesión de sus empleos, dando 
cuenta al Consejo de Cámara. 
198. En MATRAYA, 1912. 
199. NCI, 1, 4, 48: «Concediendo los Prelados licencia a los curas para ausentarse se 
guarde lo que esta ley dispone». 
200. Cfr MATRAYA, 895 y BELEÑA, 1, 588, donde se recoge la R.C. de 25 de agosto de 
1768 citada en la rúbrica de NCI, 1,4,48. En MATRAYA, 1201, se recoge la misma 
disposición, con fecha de diez años después: 25 de agosto 1778. 
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el valor de tales licencias haya de concurrir la anuencia y consen-
timiento de dichos nuestros vicepatronos». 
Establecido este modo de proceder, se juzgaba insuficiente la decisión 
del Ordinario, se desconfiaba de su prudencia, y se sometían sus licencias 
a la aprobación del Virrey o del Presidente de la Audiencia, o incluso al 
que les sustituyera. El Obispo no sólo se iguala a un funcionario real: en 
este caso, se le coloca en un rango inferior. 
En este mismo sentido -pero ahora para el caso de los Cabildos 
cuando nombraran visitadores en tiempo de sedes vacantes - , se requería 
en la ley 55 el consentimiento de los vicepatronos20I . Ayala ya había 
sugerido que se dejara una mayor intervención a los Virreyes en las visitas 
diocesanas202 . Esta ley nueva había surgido por una propuesta del Conde 
de Tepa, que la había fundamentado en una Bula de Gregorio XV del año 
1621 que decía recogía Tobar en el primer tomo de su Bulario. Luego, al 
verse que no existió o no era nada claro que existiera esta Bula, Tepa 
cambió su postura y pasó a defender el derecho nato del Rey a la regalía, 
y ya no en una concesión pontificia203 . De la Hera da una especial signifi-
cación a esta propuesta del Conde de Tepa, pues nadie hasta entonces la 
había hecho: «Que la Junta se enfrenta con una 'regalía' inherente a la 
Corona -como dice la propia Junta que lo son todas ellas, propias de la 
Corona ab initio, sin necesidad de concesión papal- y la aprueba y 
convierte en ley. Es decir, estamos delante de lo que podemos calificar 
como el nacimiento de una regalía»204. 
El Conde de Tepa, contra la opinión de otros componentes de la Junta 
codificadora, había insistido varias veces desde el principio en su pro-
puesta, apoyándola finalmente en un derecho real inherente que podía 
considerarse vicarial. En la reunión 211 de la Junta, en que Tepa repite la 
propuesta, «conferenció largamente sobre dicho asunto ... y después que 
cada uno de los Señores manifestó y fundó su dictamen ... resultó acor-
dado a la pluralidad, que se forme lei, en la qual se establezca, que nom-
brando los capítulos Sede vacante algunas personas eclesiásticas en uso 
201. NCI, 1, 4, 55: «Nombrando los cabildos en sedes vacantes visitadores lo 
participen a los vicepatronos, en la fonna que se expresa». 
202 . Notas, 1, 7, 24. Cfr. también SOLÓRZANO,Pol . /nd., IV, 13,11,16. 
203 . Cfr A. DE LA HERA, El Regalismo, 192-194, donde cita las actas de la Junta 
codificadora . 
204. /bid., 193. 
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de la jurisdicción ordinaria que en ellos recae conforme a derecho 
canónico, para que procedan a la visita de las respectivas dióces i~;, hayan 
de dar noticia y esperar el consentimiento de los vicepatronos sobre 
dichos nombramientos, siendo éstos obligados a darlos siempre que en 
las tales personas así nombradas se verifiquen la idoneidad, y demás 
calidades y circunstancias que apetece el Santo Concilio para el desem-
peño de este ministerio; pero en su defecto los devuelvan a los Cabildos a 
fin de que nombren personas en quienes concurran las calidades del 
Concilio: de suerte que todos los Señores convinieron en la formación de 
la lei; pero con la diferencia de que los Señores Huerta , y Bustillo, fueron 
de parecer que bastaba que los mismos Visitadores nombrados antes de 
salir a la visita diesen noticia de sus nombramientos a los Vicepatronos 
por modo de atención y urbanidad para que les constase, y no para 
obtener su consentimiento y aprobación; y la pluralidad de los tres 
Señores Casafonda, Tepa, y Portier por el contrario fue de dictamen que 
debía intervenir el consentimiento de los Vicepatronos con facultad de 
devolver a los Cabildos los nombramientos cada vez que en los nombra-
dos no concurriesen las calidades que el Concilio exige»205. 
También insistieron en que se tuvieran presentes las leyes reales206 
para el desempeño del oficio de visitador eclesiástico. Al final, triunfó la 
propuesta de Tepa, que se recoge casi literalmente en la ley 55. 
Vemos en ella un ejercicio del Regio Vicariato, cuya importancia 
-como en la ley 48- no parece que sea su contenido: en siglos ante-
riores ya se ejercían semejantes ingerencias, cuya doble finalidad era la 
aplicación del Derecho conciliar y de la legislación real. Aquí lo que más 
importaba era -como advierte ya De la Hera- la posibilidad de crear o 
descubrir una regalía «nueva», que abría el camino, sin fundamento 
canónico claro ni seguro, a las ingerencias del poder secular en la juris-
dicción eclesiástica. 
4. Los notarios eclesiásticos 
Sobre los notarios eclesiásticos se había redactado en el proyecto de 
Código una nueva ley, la 76, que daba las reglas que debían observarse 
205 . [bid., 194-195, de A.G.I., Indiferente General 1653, fols. 340 v.-341 : año 1784. 
206 . Cfr Rec . Ind., 1, 7 , 24 Y 25 . 
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en su nombramiento y en su actuación207 . Es una ley basada en dispo-
siciones relativamente recientes; y sobre todo, fue incluida por Carlos IV 
teniendo en cuenta una resolución de su padre a la consulta de la Junta de 
28 de marzo de 1783. 
Después de enunciar las facultades ordinarias de los Obispos de 
Indias para nombrar y fijar el número de notarios que considerasen 
necesarios en sus tribunales, hace la declaración que «han de recaer en 
personas legas, y siendo posible en escribanos reales». No es nuevo este 
criterio, como se podría leer en Solórzano: «y de cualquier manera que 
sea, para que estos Notarios Eclesiásticos se ajusten más a sus obliga-
ciones, y los que fueren Clérigos no se embaracen en negocios del siglo, 
está mandado así por derecho canónico, como por el de nuestro Reyno, 
que todos sean Seculares y no Clérigos»208. 
En la sexta regla que da esta ley, se deduce por qué se requería que 
fuesen seglares y no clérigos. Estos tienen privilegio de fuero, y por esto 
son menos controlables por la jurisdicción secular. La regla sexta, que 
discurre paralelamente con lo que sigue de las palabras de Solórzano que 
acabamos de citar209 , dice así: 
«6a • Se permite a los Ordinarios diocesanos que para actuar en 
las causas criminales de los clérigos puedan nombrar solamente un 
notario que esté ordenado in sacris con tal que sea secular y no 
regular, el cual no deba sacar notaría de reinos, ni pueda actuar en 
otra clase de negocios; pero todos los demás notarios, así mayores 
como los de vicarios y de diligencias, han de ser precisamente 
207. NCI, 1, 4, 76: «En la creación de notarios eclesiásticos se guarden las reglas y 
forma que se expresa». 
208. PoI. Ind., IV, 8, 44. Solórzano utiliza la palabra «secular» por seglar, o no-
clérigo. En cambio, el Nuevo Código contrasta el clérigo secular del regular. 
209. ¡bid.: «Salvo para lo casos en que se hubiere de tratar alguna cosa espiritual o mere 
Eclesiástica, para la cual se podrán diputar Notarios Clérigos, como lo dicen expresamente 
muchos textos, glosas y Autores que de esto tratan, aunque nunca se acaba de guardar, como 
debe por los Prelados. Siendo Yo Oidor en Lima, se despacharon provisiones generales en 
orden a esto, y no las obedecieron. Y así nos contentamos con no permitir que viniese a 
hacer relación a la Audiencia ningún Notario que no fuese secular, contra quien pudiésemos 
proceder lisamente, si excediesen en el oficio. Porque siempre se ha tenido por injusto y 
absurdo que sean admitidos a oficios públicos seculares aquellos, que si delinquieren en los 
mismos oficios, no puedan ser castigados por Jueces también seculares, como lo advirtió 
bien el gran Presidente y Prelado Covarrubias, referido y seguido por otros Autores que aña-
den, que puede el Principe secular hacer y promulgar ley en que esto se establezca y ordene, y 
que promulgada se debe guardar y tener por conveniente, y llegada a buena razóo». 
466 DEOGRACIAS ROSALES SANTOS 
legos y sujetos a la visita y presidencia de escribanos, y han de 
guardar y observar los aranceles de cada curia aprobados por 
nuestras Audiencias Reales, según se halla dispuesto por nuestras 
leyes reales». 
Con esto, se multiplicaban las trabas que se ponían para el nombra-
miento de notarios por los Obispos. A lo más, se podría justificar el algún 
modo esas injerencias reales por la posible coincidencia de los fueros 
secular y eclesiástico en causas donde actuasen los notarios eclesiásticos. 
Pero no puede ocultarse no ya un ejercicio del llamado Vicariato Regio 
práctico, sino un control férreo por los ministros del poder secular -por 
los escribanos y por las Audiencias Reales - sobre los notarios ecle-
siásticos. 
En la regla segunda, se recuerda también por el legislador civil el 
procedimiento que había formulado el Concilio Tridentino sobre el exa-
men por los Obispos de los pretendientes a la notaría eclesiástica. Aquí se 
concreta que en lugar del Ordinario, estuviera presente en el examen el 
provisor o el vicario generaPIO. Se concreta en las reglas que siguen -la 
tercera y cuarta- otros requisitos de idoneidad -dos años de práctica, 
25 años de edad, información de vida y costumbres y limpieza de sangre 
«sin que puedan serio mulatos, ni de otras castas infectas», y el examen y 
aprobación que se menciona arriba- y algunas obligaciones de los 
notarios: custodia de los papeles y prohibición de usar ni ejercer sus 
oficios en calidad de notarios «en negocios temporales, ni entre legos, ni 
otorgar contratos o escrituras conforme a lo dispuesto por las leyes 19 y 
20, título 25, libro IV de la Recopilación de Castilla»2II. 
Con el tono condescendiente que tan frecuentemente se utiliza en 
estas leyes sobre materias eclesiásticas, en la regla quinta se concedía per-
miso a los Ordinarios diocesanos para que pudieran nombrar los notarios 
que «precisamente necesiten», pero con una medida preventiva: 
210. MATRA y A, 891, resumía la R.C. de 4 de julio de 1768, citada en la rúbrica de la ley 
76, así: «Que los Virreyes, etc. no permitan que ningún notario Apostólico, bien sea Clé-
rigo, o Secular, actúe su oficio sin estar examinado y aprobado por su respectivo diocesano, 
como lo dispone el Santo Concilio de Trento, en su sesión 22. cap. 10 de Reformatione» . 
211. La Rec . CasI., IV, 25,19, que establece castigos a los notarios y fieles que no la 
observan, tiene el rótulo siguiente: «Que los Escribanos de las iglesias, y Notarios Apostó-
licos no usen sus oficios en las causas temporales». Y la Rec. CasI. IV, 25,20: «Que los 
Escribanos clérigos no usen de oficio de Escribano en las Villas, y lugares del Reino». Cfr 
también Rec. CasI., IV, 25, 27 . 
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«con el fin de evitar se contravenga a las leyes del reino, se perju-
diquen nuestras regalías, nuestro Real servicio, la causa pública, 
las facultades ordinarias de los mismos Obispos, y que en adelante 
no se experimenten los daños que por lo pasado con la permisión y 
pase de los títulos de notarios apostólicos2l2 , ya sean expedidos en 
Roma por el Colegio de Protonotarios, ya por la Nunciatura 
cuando está corriente: Mandamos no se dé el pase en lo sucesivo a 
ninguno de los que vengan de Roma, sino que por regla general, 
sin admitir recurso, se retengan en el Consejo, ni se permita ejer-
cerlos si en adelante fueren expedidos por la Nunciatura». 
Fijemos la atención en la jerarquía de prioridades que se cita: Inme-
diatamente después de proteger las leyes del reino, se celaba por las rega-
lías. Por supuesto, la menor importancia en esta jerarquía la tenían las 
facuItades ordinarias de los Obispos. De aquí se puede desprender la 
intensa pretensión regalista de esta ley. En esta misma regla quinta, se 
cierra la posibilidad de nombramientos por el Romano Pontífice de nota-
rios apostólicos. Tales nombramientos desde Roma se consideraban per-
judiciales a las leyes del reino, regalías, etc. Por este motivo, se establece 
la regla general de no dar pase a todos los títulos que vienen de Roma; 
éstos se retienen en el Consejo, no se admiten recursos, «ni se permita 
ejercerlos si en adelante fueren expedidos por la Nunciatura». La celosa 
defensa -que es más bien una ofensa a la Sede Apostólica- de las 
regalías aquí no se oculta de ninguna manera. 
Al final, lo que se había concedido a los Obispos -es decir, poder 
<<nombrar los notarios que precisamente necesiten» - se somete totalmen-
te al arbitrio del Consejo, pues la última regla, la séptima, concluye: 
«Formado por los Arzobispo y Obispos el plan de arreglo de 
notarios, fijación de su número y demás providencias expresadas, 
le remitirá a nuestro Consejo para su examen y aprobación, todo lo 
cual es nuestra voluntad se cumpla y ejecute inviolablemente». 
2 1 2. De los notarios nombrados por el Papa, «unos son protonotarios o jefes de los 
notarios, y otros simplemente notarios apostólicos. Son los que en la Curia Romana están 
encargados del despacho de varios expedientes sobre materias eclesiásticas . De los proto-
notarios, unos son participantes o en ejercicio, y otros ad instar participantium, o sea, 
honorarios . Por la palabra tabelliones se entiende los escribanos públicos, que hoy forman 
dos clases: notarios y escribanos de actuaciones judiciales» (A. MACHUCA, Los Sacrosantos 
Concilios de Trento y Vaticano, Madrid 1903,260, nota b) . 
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E. Consideraciones finales 
Acabamo.s de ver cómo. se impo.nía el co.nsentimiento. del po.der real 
en lo.s no.mbramiento.s de proviso.res, visitado.res y no.tario.s eclesiástico.s 
en Indias, yen la co.ncesión a lo.s curas de la licencia para ausentarse po.r 
perio.do.s superio.res al bimestre co.nciliar. También examinamos los 
co.ndicionaITÚentos que restringían - más bien anulaban - el juramento de 
«sumisión y obediencia» al Romano Pontífice. Y los Obispos, en cierto. 
modo., llegaron a co.nsiderarse prácticamente como. funcio.narios de un 
Rey que era Vicario po.ntificio, quedando en manos suyas el poder 
resolver las dudas acerca de la aplicación de las censuras eclesiásticas, y 
renovar los castigos de extrañamiento y o.cupación de temporalidades para 
los Prelados y jueces eclesiásticos que se desentendiesen de la legislación 
real. 
Aunque no cabe duda de que estas leyes prueban una defensa celosa 
de la jurisdicción secular, ¿puede afirmarse que el Nuevo Código indiano 
supo.ne una etapa nueva y distinta a las anteriores en la historia del 
regalismo en las Indias? 
Sin olvidar que aquí sólo. se estudia el título del Código. carolino. que 
trata de lo.s Obispos, o.pino -yen esto. co.incido. co.n Rodríguez-Casa-
do.213 - que las regalías que se trataban de defender y el modo de 
defenderlas, no nacieron en el siglo XVIII y que ni siquiera es ese siglo el 
tiempo. en que florecieron los tratadistas que más se distinguieron en la 
defensa del sistema. Sin embargo., lo. que no.s han mostrado las páginas 
anterio.res confirma que el siglo XVIII tipifica con un matiz particular las 
regalías que se heredaron de la Casa de Austria, y las tiñe de un cierto. 
co.lo.r antipontificio, «distinto sin duda alguna del de lo.s siglo.s XVI Y 
XVIl»214. 
A mi modo de ver, el regalismo de los Borbones es una evolución 
lógica y previsible del de sus antecesores: matizado y «mo.dernizado.», 
perfeccionado y corregido. por las ideas que prevalecían en el siglo XVIII. 
Sus principio.s permanecieron iguales. El regalismo. bo.rbónico. -por lo 
menos en las leyes que se han visto aquí- no supone una creación, sino 
una continuidad del antiguo espíritu absolutista e intervencio.nista del 
213. Cfr. Iglesia y Estado, 5. 
214. DELAHERA,El Regalismo, 137-138. 
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Estado en materia eclesiástica, con nuevas determinaciones jurispruden-
ciales. A lo más, se podría decir que las innovaciones anticanónicas intro-
ducidas en la regulación acerca de los Obispos son <<normas nuevas» con 
espíritu viejo. 
Corroboraría esta afirmación el hecho de que la idea de que las rega-
lías eran inherentes -inseparables- al absoluto poder rea}215 ya se 
vislumbraba -o más bien, ya se explicitaba- por Frasso, como dijimos 
arriba; y que la doctrina que triunfó en el texto final del nuevo Código de 
Indias era la del Conde de Tepa, que quizás pueda juzgarse como un 
regalista a la vieja usanza, tipo Solórzano. 
Aunque por un motivo didáctico puede ser conveniente la distinción 
de tres fases en la evolución del regalismo en Indias, como sugiere 
Giménez Femández - Patronato, Vicariato, Regalía -, sugiero que en 
vez de acentuar las diferencias de cada «etapa», importa más señalar la 
notable continuidad que existe entre las distintas etapas, y sobre todo, 
entre la Recopilación de Indias de 1680 y el proyecto de Nuevo Código de 
Carlos 111. 
CONCLUSIONES 
1. El siglo XVIII no aporta nuevos principios básicos regalistas en lo 
referente a la legislación sobre los Obispos en Indias. Las leyes del título 
4 del Nuevo Código indiano se fundamentaban en principios que ya se 
reconocían como parte del Regio Patronato indiano desde el siglo XVI, y 
215. M. GIMÉNEZ-FERNÁNDEZ, en Las Regaifas Mayestáticas, 801-802, concibe la 
«Regalia Soberana Patronal» como ,<institución jurídica meramente civil por la que los 
Reyes españoles borbónicos se arrogan la plena jurisdicción canónica en Indias como atri-
buto inseparable de su absoluto poder real, fundamentándolo en las doctrinas antipontificias 
del absolutismo, el hispanismo y el naturalismo». La distingue del «Regio Vicariato 
Indiano»: «institución jurídica eclesiástica y civil por la que los Reyes de España ejercitan 
en Indias la plena potestad canónica disciplinar con implícita anuencia del Pontífice, 
actuando dentro del ámbito fijado en las concesiones de los Pontífices y en la legislación 
conciliar de Indias». Son instituciones que derivan del «Real Patronato Indiano» del siglo 
XVI, que fue «una institución jurídico-eclesiástica, por la que las autoridades de la Iglesia 
Universal, confían a los Reyes de Castilla la jurisdicción disciplinar en materias canónicas 
mixtas de erecciones, provisiones, diezmos y misiones, con obligación de cristianizar y 
civilizar a los indígenas». 
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en la doctrina del llamado Regio Vicariato, característico del siglo 
siguiente. 
Los principios que justificaban las leyes regalistas de los Borbones ya 
los habían enunciado autores del siglo XVII: 
a) Según la teoría del Regio Vicariato , recogida y elaborada por 
Solórzano partiendo de autores anteriores (Focher, Veracruz), que el Rey 
fuese Vicario del Papa nació de una concesión pontificia; era un 
«privilegio», y no un derecho innato de la Corona. Sostenía que el Vica-
riato, una vez concedido por la Santa Sede y ya incorporado en la Corona, 
había pasado a ser regalía intransferible en todo y en parte. 
b) VilIarroel, siguiendo a Solórzano, también admitía que el Reyes 
Vicario pontificio por concesión papal, y que la jurisdicción eclesiástica 
puede delegarse a los laicos. En ciertas ocasiones aplicaba esta supuesta 
facultad del Rey para resolver cuestiones concretas que surgían en Indias 
sobre las relaciones Iglesia-Estado. 
c) Frasso se basa en muchos autores - entre ellos, Solórzano y 
Villarroel- para defender las prácticas regalistas de los Austrias. Las 
llamadas «regalías mayestáticas» que son consideradas comúnmente como 
propias del siglo XVIII, se ven ya enunciadas en su obra De Regio 
Patronatu . Fundamentaba algunas regalías -en concreto, los recursos de 
fuerza; el poder extrañar a eclesiásticos y aplicar las penas de tempora-
Iidades; la de la «tuitio et defensio» de sus vasallos, también de los 
c1érigos- en una raíz más profunda que la jurisdicción eclesiástica: no 
provienen de una concesión pontificia. Aunque -recogiendo las ideas de 
Solórzano, ViIlarroel y otros autores- acepta que el Regio Vicariato 
viene de una concesión papal, al distinguir la jurisdicción contenciosa de 
la económica, considera a esta última como una noción extrajudicial, una 
potestad natural que reside en el Rey y en sus magistrados -como 
inherente el oficio real, «tamquam Supremus temporalis potens et 
valens», «pro Regia excellentia»- por Derecho divino Natural. Su 
manera de expresarse sugiere una estrecha relación entre la llamada juris-
dicción económica o política y las «regalías mayestáticas» que·Giménez 
Femández considera propias y características del regalismo borbónico, 
fundamentado en el absolutismo, hispanismo y naturalismo. 
2. Sin embargo, se procuró encuadrar la legislación eclesiástica india-
na recogida en la Recopilación de 1680 dentro del Derecho Canónico, 
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aunque fuese dentro del privilegiado Regio Patronato indiano. Se trataba 
de justificar su legalidad y vigencia canónica en su fundamentación en el 
Concilio Tridentino y en otras disposiciones eclesiásticas, yen el título del 
Rey como protector del Concilio y de la jurisdicción de la Iglesia y como 
patrón universal de la Iglesia en Indias. Es innegable que la mayoría de las 
leyes sobre los Obispos en Indias que aparecen en la Recopilación, 
aplicaban ampliamente la legislación canónica vigente. Hay excepciones 
que, en conjunto, podrían configurar el regalismo indiano de los Austrias: 
a) La legislación acerca de los nombramientos episcopales, el jura-
mento de los Obispos de no contravenir el Patronato Real y los derechos 
reales, y la práctica -más tarde condenada- de la toma de posesión de 
las diócesis por Obispos electos sin Bulas pontificias. 
b) Algunas cuestiones de jurisdicción: el auxilio obligado del brazo 
secular a los Tribunales eclesiásticos en la ejecución de la penas ecle-
siásticas, el recurso de fuerza, la resolución por la potestad civil de las 
dudas de erección de las iglesias y de la colación de beneficios ecle-
siásticos, la retención y pase de documentos pontificios, el control abso-
luto del Rey y de sus ministros sobre la observancia por los Obispos de la 
ley de residencia -no podían los Obispos salir de Indias sin licencia 
expresa del Rey -, la pretensión del Consejo para que el Rey tuviera la 
plena facultad acerca de la creación y demarcación de nuevas diócesis, la 
posibilidad de cambiar lo decidido por los eclesiásticos sobre la ejecución 
de testamentos, etc. 
c) Cuestiones económicas: la extrema dependencia de los eclesiás-
ticos -incluidos los Arzobispos y Obispos- al poder secular en 10 
económico, la intervención secular en el trámite de los bienes de expolios, 
y diversas leyes y prohibiciones reales acerca de los diezmos, estipendios, 
cuartas canónicas. 
d) Prohibición a los Obispos de reservarse la absolución de los peca-
dos de funcionarios reales, la aplicación del castigo de extrañamiento y 
embargo de temporalidades a los eclesiásticos - incluidos los Arzobispos 
y Obispos - que se acusaran de usurpar la jurisdicción secular, etc. 
3. En la legislación del siglo XVIII acerca del episcopado indiano, a 
los Borbones sólo les quedaba completar ese regalismo. Las novedades 
introducidas antes del Nuevo Código de Indias son difícilmente desliga-
bIes de sus antecedentes en la dinastía anterior. Por ejemplo, la prohibi-
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ción de realizar personalmente los Prelados la visita ad limina ApostoLo-
rum y de remitir directamente a Roma relación del estado material y espi-
ritual de sus iglesias, era un complemento de la antigua práctica de que 
todas las comunicaciones con Roma pasaban a través del Consejo de 
Indias; ahora, únicamente se explicita en una ley lo que antes ya existía en 
la práctica. 
En este mismo sentido, aunque sólo en 1737, se declaró oficialmente 
que los frutos de las vacantes menores pertenecían al Rey; casi cien años 
antes ya se habían hecho estudios sobre su pertenencia; aquella declara-
ción era consecuencia lógica del principio -casi indiscutido- de que los 
diezmos en Indias pertenecían al Rey. 
Lo que se podría considerar como más característico -o por lo 
menos más frecuente, pues Solórzano había considerado su posibilidad 
para las Indias al verlo ejercitado con frecuencia en Sicilia- de la legisla-
ción del siglo XVIII antes del Nuevo Código de Indias era la tendencia a 
limitar la jurisdicción eclesiástica a la liturgia y a lo puramente espiritual. 
4. El Nuevo Código de Indias, iniciado por Carlos 111 en 1776 y 
aprobado -pero no promulgado- en 1792, recoge -como hizo la 
Recopilación de 1680 en su día- toda la legislación vigente, por lo 
menos en lo que se refiere a los Obispos, y añade leyes nuevas a través 
del sistema de consultas de la Junta codificadora al Rey. 
Una parte de las leyes del título cuarto (25 leyes) reproducen el 
mismo texto que la Recopilación. Del resto, doce aplican, sin más, la 
legislación canónica: por ejemplo, lo referente a las informaciones sobre 
los candidatos al episcopado; las consagraciones episcopales; los 
«adjuntos» para los procesos contra los miembros del Cabildo 
catedralicio; algunos asuntos económicos; las cualidades de los candidatos 
a oficios eclesiásticos menores; etc. 
5. Por lo menos veinte de las setenta y siete leyes del título 4 del 
Nuevo Código, que regula la materia de Obispos, se fundamentan -a mi 
modo de ver- en el llamado Vicariato Regio de Indias. Por ejemplo, las 
que regulaban los gastos que hiciesen los Obispos en los actos que 
acompañaban su consagración episcopal; las que se dieron acerca de la 
fijación de las demarcaciones de las diócesis; el hacer depender del 
consentimiento del poder secular la licencia para la erección de oratorios 
privados, y la fundación de obras pías; la regulación minuciosa sobre los 
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bienes de expolios y sobre la enseñanza catequética en Indias; las disposi-
ciones reales acerca de las visitas episcopales; la moral pública; el tratar al 
Obispo como un vasallo más, o como un funcionario del Rey; la regu-
lación acerca del trámite de las Bulas del fiat; el modo de notificar y 
absolver las censuras de los funcionarios reales; la legislación restrictiva 
sobre los aranceles eclesiásticos; etc . En mi opinión, estas leyes no deben 
considerarse novedosas, porque se apoyaban en un principio que no era 
nuevo; y, además, porque la mayoría de ellas sólo interpretaban o mejo-
raban lo que ya estaba en el cuerpo legal de 1680, u otras leyes poste-
riores, pero anteriores al Código carolino. Además de estas últimas, se 
trataron de otras trece (recogidas en el Nuevo Código de Indias), entre 
ellas, la ley 10 sobre las visitas ad limina. 
6. Sin embargo, también se encuentran en el título 4 del Nuevo 
Código indiano siete leyes nuevas que pugnan con la jurisdicción de la 
Iglesia. Todas ellas proceden de Carlos III: 
a) La ley 5 impone a los Obispos unas cláusulas preservativas de las 
regalías cuando hicieran el juramento de «sumisión y obediencia» a la 
Santa Sede, y añade al final del juramento una fórmula a favor de la 
jurisdicción y prerrogativas reales que condicionaba -casi lo anulaba-
este juramento. Es otra concreción de la constante preocupación de los 
Reyes por defender celosamente su jurisdicción frente a la «Corte de 
Roma», ya existente en el siglo anterior. 
b) En la ley 48, se requería el consentimiento de los Vicepatronos 
para las ausencias de los sacerdotes con cura de almas que excedían los 
dos meses permitidos por el Concilio Tridentino. Aunque manifiesta una 
desconfianza en el Prelado que anteriormente -antes de consultar el 
Vicepatrono- habría dado su permiso, y hace depender totalmente la 
licencia de la decisión del poder secular, esta regulación sin embargo ya 
no resulta tan sorprendente después de haber visto en la Recopilación de 
1680 el ejercicio de un control intenso por parte del Rey y de sus 
ministros sobre la residencia de los Obispos y demás eclesiásticos en 
Indias. 
c) Un detalle que podría demostrar el nacimiento de una regalía es lo 
que se regula en la ley 55, donde se requiere también el consentimiento de 
los Vicepatronos para que se pudieran nombrar Visitadores eclesiásticos 
por parte del Cabildo en tiempo de sede vacante. Concreta una mayor 
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intervención de los Vicepatronos en estos nombramientos que, en e] 
conjunto de] cuadro regalista de ]a época, no resulta de gran significación. 
Lo que más interesa aquí es que, de hecho, se podía «crear» o introducir 
una nueva regalía, que hiciera posible una intervención más decisiva por 
los ministros reales en los nombramientos de Visitadores. 
d) En e] mismo sentido, ]a ley 70 trata de] consentimiento de] 
Monarca en e] nombramiento de los Provisores de Tribuna]es eclesiás-
ticos. Es consecuencia y aplicación -parece que pasó inadvertido hasta 
Carlos 111- de] Regio Patronato. Si los Reyes ya pretendían controlar 
-con e] ejercicio de] veto- ]a elección de los Papas, como también los 
nombramientos de los Obispos, ya no nos extrañan las injerencias 
también en ]a designación de Provisores. 
e) La ley 71 -como también ]a que sigue- versa sobre e] uso de ]a 
excomunión, y varía una ley de ]a Recopi]ación indiana. Lo que sobresale 
es la declaración de que compete a ]a soberana potestad real «]a resolución 
de todas las materias y casos dudosos» de mixto fuero y competencias de 
jurisdicción. Aunque con ella coloca a ]a jurisdicción episcopal en una 
relación de inferioridad frente a ]a potestad real, no es una práctica de] 
todo nueva. Tenía ya antecedentes en e] siglo anterior, pues los Reyes 
resolvían los casos de dudas de erección de las iglesias en Indias, y las 
disputas acerca de ]a colación de beneficios y prebendas. 
f) Es nueva ]a ley 72 porque acuerda que no se debe excomulgar a 
varias personas -en este caso, los componentes de ]a Audiencia- «en 
cuerpo». Pero no es nuevo en ]0 que se refiere a los castigos severos que 
se imponían a los Prelados y jueces eclesiásticos que contraviniesen esta 
ley: e] «remedio de] Derecho hasta e] extrañamiento y ocupación de 
tempora]idades» . 
g) Por último, en ]a ley 76 se manifiesta una aplicación de] llamado 
Vicariato Regio en ]a regulación detallada acerca de] nombramiento de 
notarios eclesiásticos. Llama ]a atención ]a pretensión extremadamente 
regalista de esta ley a] cerrar ]a posibilidad de nombramientos por e] 
Romano Pontífice de notarios apostólicos en Indias. Aquí, ]a defensa 
celosa -que es más bien una ofensa a ]a Sede Apostólica- de las rega-
lías no se puede ocultar, y ya no puede incluirse en e] supuesto «privi]e-
gio» del Vicariato: sólo podría encontrarse una posible <<justificación» en 
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una prerrogativa meramente regia -no ecIesiástica- y «natural», «inhe-
rente al poder real». 
7. Podemos concluir que el regalismo de los Borbones del siglo 
XVIII -sobre todo, de Carlos 111 -, en cuanto se manifiesta en la legis-
lación acerca del episcopado en Indias - y en particular en el título 4 del 
proyecto de Código indiano-, está teñido de cierto matiz antipontificio en 
unas pocas leyes. A mi parecer, conviene que fijemos la atención en tres: 
la referente a las visitas ad limina, las cláusulas preservativas de las 
regalías (que prácticamente anulaban el juramento de obediencia a la Sede 
Apostólica), y la que imposibilitaba el nombramiento de notarios apos-
tólicos en Indias. 
Sin embargo, incluso estas leyes estaban fundamentadas -en mi 
opinión- en principios ya vigentes en la época de los Austrias. En 
cualquier caso, el hecho de que entre 52 leyes sobre Obispos posteriores a 
1680 sólo tres sobresalgan por su marcado regalismo, indica que al juzgar 
la labor legislativa de la Junta del Nuevo Código de Indias acerca del 
episcopado indiano importa más el acentuar la notable continuidad entre la 
Recopilación de 1680 y el Código de 1792 que pensar en profundas 
novedades. La tendencia a centrarse sólo en lo que parece novedoso y a 
olvidarse de la abundancia de normas comunes, o por lo menos de leyes 
«nuevas» con espíritu viejo, puede distorsionar la realidad de que el 
regalismo no ha cambiado en su substancia -ni tampoco en gran parte de 
sus manifestaciones accidentales- en la etapa borbónica del siglo XVIII 
español. 
BIBLIOGRAFÍA 
l. FUENTES LEGALES 
AYALA, MJ. DE, Notas a la Recopilación de Indias. Origen e historia ilustrada 
de las leyes de Indias, 2 vols. (obra incompleta). Transcripción y estudio preliminar de 
Juan MANZANO MANZANO (Madrid 1945); BELEÑA, E.B., Recopilación Sumaria de 
todos los Autos Acordados de la Real Audiencia y Sala de Crimen de esta Nueva 
España, y Providencias de su Superior Gobierno, 2 vols . (México 1787). Edición 
facsimilar, con prólogo de M. del R. GONZÁLEZ (México 1981); MACHUCA, A., Los 
Sacrosantos Ecuménicos Concilios de Trento y Vaticano, (Madrid 1903); MATRA YA Y 
RICCI, J., Catálogo Cronológico de Pragmáticas, Cédulas, Decretos, Órdenes y Reso-
luciones Reales Generales emanados después de la Recopilación de las Leyes de Indias. 
Es parte de su obra, El Moralista Filaléthico Americano, reeditada con advertencia 
preliminar de José M. MARILUZ URQUIJO (Buenos Aires 1978); MURO OREJÓN, A., 
Cedulario Americano del siglo XVIII (tomo 1, Sevilla 1956; tomo 11, Sevilla 1969; 
tomo III, Sevilla 1977); Novísima Recopilación de las Leyes de España, 4 vols. 
(Madrid 1805-1829); Nueva Recopilación de Leyes de Castilla, tomo 1 (Madrid 1777); 
Nuevo Código de Leyes de Indias, con estudio preliminar de Antonio MURO OREJÓN, 
en UNIVERSIDAD DE SEVILLA, Homenaje al Dr. Muro Orejón, 2 (Sevilla 1979); 
TEJADA y RAMIRO, J ., Colección de Cánones y de todos los Concilios de la Iglesia de 
España y América (Madrid 1863). 
11. ESTUDIOS 
AYALA, FJ. DE, Ideas políticas de Juan de Solórzano (Sevilla 1946); BANTIGUE, 
P., The Provincial Council of Manila of 1771 (Its text followed by a commentary on 
Actio 11, De Episcopis) (Washington, D.C., 1957); BARCO ORDUZ, M., El Patronato 
Indiano desde la Recopilación de 1680 al Nuevo Código de 1792, Tesis Doctoral inédita 
(Universidad de Navarra 1981); BOUIX, D., Tractatus de Episcopo ubi et Synodo dioece-
sana, 2 vols., ed . 3a (Parisiis 1889); EGAÑA, A. DE, La teoría del Regio Vicariato 
Español en Indias (Roma 1958); FRASSO, P. DE, De Regio Patronato ac aliis 
nonnullis regaliis Regibus Catholicis in Indiarum Occidentalium imperio pertinenti-
bus. Quaestiones aliquae desumptae et disputatae, 2 vols., 2a ed. (Matriti 1775); 
GIMÉNEZ FERNÁNDEZ, M., Las Regalías Mayestáticas en el Derecho Canónico india-
no, en «Anuario de Estudios Americanos» 6 (Sevilla 1949) 800-811; GONZÁLEZ 
ZUMÁRRAGA, AJ ., Problemas del Patronato Indiano a través del «Gobierno Eclesiás-
tico Pacífico» de Fr . Gaspar de Villarroel (Vitoria 1961); HERA, A.DE LA, La <<lunta 
para la corrección de las leyes de Indias», en «Anuario de Historia del Derecho Espa-
·ñol», 32 (Madrid 1962) 567-580; IDEM, El Regalismo Borbónico en su proyección 
EL EPISCOPADO EN EL NUEVO CÓDIGO DE INDIAS DE 1792 477 
indiana (Madrid 1963); IDEM, La legislación del siglo XVlIl sobre el Patronato Indiano, 
en «Revista Chilena de Historia del Derecho», 6 (Santiago de Chile 1970) 98-119; 
LETURIA, P. DE, El regio vicariato de Indias, o el apostolado seglar en los Reyes de 
España, en «Revista de la Exposición misional española» (Barcelona 1929) 625-630; 
MURO OREJÓN, A., La igualdad entre indios y españoles: la Real Cédula de 1697, en 
«Estudios sobre Política Indigenista Española en América», I (Valladolid 1975) 365-
386; PERLADO, P.A., Voz Regalismo, en «Gran Enciclopedia Rialp» (Madrid 1973); 
PORRAS MUÑOZ, G.,lglesia y Estado en Nueva Vizcaya (/562-1821), (Pamplona 
1966); RODRÍGUEZ CASADO, V., Iglesia y Estado en el Reinado de Carlos /11, en 
«Estudios Americanos», 1 (Sevilla 1948) 5-57; SÁNCHEZ BELLA, l., Los comentarios 
a Las Leyes de Indias, en «Anuario de Historia del Derecho Español», 24 (Madrid 1954) 
381-541; SCHAFER, E., EL Consejo Real y Supremo de Las Indias. Su historia, organi-
zación y labor administrativa hasta la terminación de la Casa de Austria, 2 vols. 
(Sevilla 1935); SOLÓRZANO y PEREIRA, J. DE, Política Indiana, reimpresión de la 
edición de 1739,5 vols. (Madrid 1930); VILLARROEL, G . DE, Govierno Eclesiástico 
Pacífico, concordia y unión de los dos cuchillos, 2 vols. (Madrid 1656-57). 
ÍNDICE DE LA TESIS DOCTORAL 
SIGLAS y ABREVIATURAS UTILIZADAS. INTRODUCCIÓN. CAPÍTULO PRIMERO: 
LOS ARZOBISPOS, OBISPOS y VISITADORES ECLESIÁSTICOS EN LA RECOPILACIÓN 
DE LEYES DE INDIAS DE 1680. l. Legislación y Doctrina. A. El título 7 de la recopila-
ción indiana de 1680. B. Tres autores de la época. a) Solórzano. b) Villarroel. c) Frasso. 
2. Nombramientos, juramento y consagración episcopal. 3. La jurisdicción episcopal y 
el poder secular. A. Respeto a la jurisdicción eclesiástica. B. Auxilio del brazo secular. 
C. El recurso de fuerza. D. Dudas de erección. E. Retención de Bulas . F. Ejecución de 
los testamentos. G. Circunscripciones de las diócesis. H. Viajes a España. 1. Informes 
al Rey. J. Los Arzobispos . 4. Los bienes y el Obispo. 5. Ordenaciones y oficios ecle-
siásticos . A. Ordenaciones. B. Colación de beneficios. 6. Visita episcopal y buen trata-
miento de indios. A. La visita episcopal. B. El buen tratamiento de indios. 7. Moral 
pública y censuras. A. La moral pública. B. Las censuras. CAPÍTULO SEGUNDO: 
LEGISLACIÓN SOBRE EL EPISCOPADO DE INDIAS DESDE LA RECOPILACIÓN DE 1680 
HASTA 1800. l . Fuentes utilizadas . 2. Disposiciones del último Austria sobre el 
episcopado en Indias . A. Juramento de Obispos electos. B. Jurisdicción episcopal. 
C. Legislación sobre temas económicos. D. Provisión de oficios eclesiásticos. E. Visi-
tas episcopales. F. Moral pública y censuras. 3. Legislación borbónica durante el siglo 
XVIII sobre el episcopado. A. Los Obispos electos y las vacantes de la sede episcopal. 
B. Diversas cuestiones sobre la jurisdicción del Obispo. C. Los expolios y otros 
asuntos económicos. D. Las vacantes menores. E. Ordenaciones y oficios eclesiásticos . 
F. Visitas y Visitadores eclesiásticos . G. El buen tratamiento de indios. H. Moral 
pública y censuras . CAPÍTULO TERCERO: EL EPISCOPADO EN EL NUEVO CÓDIGO 
INDIANO DE 1792. l. El título 4 del libro 1 y sus innovaciones. 2. Aplicación del Dere-
cho Canónico. A. Informaciones «de vita et moribus». B. La consagración episcopal. 
C . Los «adjuntos». D . Asuntos económicos. E . Oficios eclesiásticos . 3. Ejercicio del 
Vicariato Regio. A. Gastos en consagraciones episcopales. B. Fijación de límites dioce-
sanos . C. Licencias para oratorios privados. D. Fundación de obras pías. E. Bienes de 
expolios. F. La enseñanza. G . Visitadores eclesiásticos. H. Moral pública. 1. El 
Obispo, vasallo del Rey. J. Bulas del «fial» . K. Notificación de censuras . L. Los aran-
celes. 4. Innovaciones que pugnan con la jurisdicción eclesiástica. A. Cláusulas preser-
vativas de las regalías. B. El uso de la excomunión. C. El consentimiento del poder 
secular. D. Los notarios eclesiásticos. 5. Consideraciones finales. CONCLUSIONES . 
BffiUOGRAFÍA. ANEXOS. 
